
Esta Ley contiene un conjunto de re-
formas asociadas a la protección de la se-
guridad pública en el marco de la políti-
ca antiterrorista llevada a cabo por el
Estado en los últimos años. El artículo
primero modifica el art. 505 del Código
Penal, tipificando el delito de perturba-
ción del orden de los plenos sin ser
miembro de los mismos, agravando
además la pena en el caso de que los de-
sórdenes se amparen en la existencia de
bandas armadas, organizaciones o gru-
pos terroristas. El artículo segundo re-
forma los art. 42 y 51 de la Ley orgáni-
ca de fuerzas y cuerpos de seguridad, re-
gulando la actuación de la policía auto-
nómica, condicionándola al previo re-
querimiento de las autoridades estatales,
sin perjuicio de las funciones de protec-
ción de autoridades autonómicas, inclu-
so fuera del territorio de la comunidad
autónoma. También se regulan las fun-
ciones de la policía municipal, limitán-
dolas al correspondiente ámbito territo-
rial, sin perjuicio de las funciones de
protección de las autoridades locales,
con el conocimiento de los responsables
policiales estatales o, en su caso, auto-
nómicos.

El art. tercero modifica el art. 110 de
la Ley de enjuiciamiento criminal, faci-
litando el ejercicio del derecho de res-

titución, reparación o indemnización
para los afectados por la comisión de un
delito o falta, pudiendo incluso perso-
narse la Administración local y garanti-
zándose la confidencialidad de los datos
obrantes en los registros públicos. Se re-
forma el art. 3 de la Ley orgánica de fi-
nanciación de partidos políticos y se in-
troduce una nueva redacción del art. 4.
Se establecen subvenciones públicas por
funcionamiento, detallándose las que
corresponden a la seguridad. No proce-
derá ningún tipo de financiación públi-
ca cuando se incurra en las causas que
llevan a la ilegalización de un partido
político, cuando en los mismos o en las
listas electorales que presenten se en-
cuentren personas condenadas por sen-
tencia, aunque no sea firme, de terroris-
mo, quedando además condicionada a
la adquisición de la plena condición de
cargo público. 

Se modifican, asimismo, diversos pre-
ceptos de la Ley orgánica del régimen
electoral general (6.2, 39.2, 41, 46.3,
78.3, 79.1, 123.1, 127, 127 bis, 133.4,
133.6, 134, 140, 153, 175, 182, 193,
201, 227, y disposición adicional prime-
ra) y se añade una disposición adicional
sexta, todo ello con el objetivo de consi-
derar inelegibles a los condenados por
sentencia firme a pena privativa de li-
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bertad por el periodo que dure la pena,
pero también aunque la sentencia no sea
firme si se trata de un delito de terroris-
mo o similares y se ha impuesto la pena
de inhabilitación para el ejercicio del
derecho de sufragio pasivo. Los ayunta-
mientos y consulados colaborarán en el
proceso electoral exponiendo las listas
electorales y el censo electoral, pudien-
do excluirse de la publicidad del mismo
a determinadas personas que puedan
ver amenazada su vida, integridad físi-
ca o libertad. Se regulan también las
funciones de interventor y administra-
dor electoral. Se prevé la subvención
por los gastos electorales a las diferen-
tes candidaturas, en las mismas condi-
ciones que la citada anteriormente por
el concepto de funcionamiento ordina-
rio. El Estado puede conceder adelan-
tos si así se solicita, no pudiendo exceder
del 30 % de la cantidad percibida en las
últimas elecciones equivalentes. Tam-
bién se regula la disolución de una cor-
poración local por incumplimiento de
sus obligaciones constitucionales, con
elección parcial posterior, debiendo for-
marse mientras tanto una comisión ges-
tora. La nueva disposición adicional
sexta de la LOREG establece la obliga-
ción de remitir al Registro de partidos
políticos y mantener actualizada la rela-

ción de personas que componen los ór-
ganos directivos y de coordinación de
los mismos.

Se modifican también los art. 61 y
75.7 de la Ley reguladora de las bases de
régimen local. Especial mención merece
la disolución de una corporación local
(por medio del un real decreto aprobado
en Consejo de Ministros, con conoci-
miento del Gobierno de la comunidad
autónoma y con acuerdo favorable del
Senado) en los casos de decisiones grave-
mente dañosas para los intereses genera-
les, entendiendo por tales los acuerdos o
actuaciones que «den cobertura o apoyo,
expreso o tácito, de forma reiterada y
grave, al terrorismo o a quienes partici-
pen en su ejecución, lo enaltezcan o jus-
tifiquen, y los que menosprecien o hu-
millen a las víctimas o a sus familiares»
(art. 61.2). Por su parte, el art. 75.7 per-
mite a los miembros de las corporacio-
nes locales realizar la preceptiva declara-
ción de intereses, bajo unas condiciones
más reservadas, si se acredita que pueden
estar en peligro «la seguridad personal o
la de sus bienes o negocios, la de sus fa-
miliares, socios, empleados o personas
con quienes tuvieran relación económi-
ca o profesional».

Joan Lluís Pérez Francesch
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Ley orgánica 9/2003, de 25 de abril, por la que se establece el régimen jurídico
de la utilización confinada, liberación voluntaria y comercialización de or-
ganismos modificados genéticamente (BOE núm. 100 de 26 de abril; su-
plemento BOE núm. 11 en lengua catalana, de 16 de mayo).

El avance constante de los conoci-
mientos científicos y la experiencia 
alcanzada sobre biotecnología supo-
nen que las normas reguladoras de esta
materia sean objeto de cambios frecuen-
tes. Así, las directivas 90/219/CEE y

90/220/CEE, las dos de 23 de abril, 
fueron modificadas, respectivamente,
por la Directiva 98/81/CE del Con-
sejo, de 26 de octubre, y la Directiva
2001/18/CE del Parlamento Europeo y
del Consejo, de 12 de marzo. Las nor-



mas sustantivas de estas dos primeras di-
rectivas fueron incorporadas al derecho
español por la Ley 15/1994, de 3 de ju-
nio, que ahora se deroga íntegramente
mediante la Ley 9/2003. Esta Ley no in-
corpora sólo la nueva normativa euro-
pea sino que pretende afrontar las nue-
vas demandas en relación con la gestión
y el control de organismos modificados
genéticamente. 

La Ley tiene por finalidad prevenir los
eventuales riesgos y reducir los posibles
daños que para la salud humana o para 
el medio ambiente pudieran derivarse de
las actividades incluidas en el ámbito
de la Ley. Los principios que la inspiran,
idénticos a los existentes en el ámbito co-
munitario e internacional, son cuatro: 1)
el de prevención y cautela, que implica
adoptar las medidas adecuadas para evi-
tar los potenciales efectos adversos para
la salud humana y el medio ambiente
derivados de estas actividades; 2) el de
«caso por caso», es decir, la evaluación
de los riesgos asociados a los organismos
modificados genéticamente para cada
uno de ellos; 3) el de «paso a paso», que
supone que sólo se procederá a la libera-
ción de organismos modificados genéti-
camente cuando la evaluación de las eta-
pas anteriores revele que puede pasarse a
la siguiente sin riesgo; 4) el de informa-
ción y participación pública, garantizan-
do la consulta al público antes de autori-
zar algunas actividades de utilización
confinada, así como todas las de libera-
ción voluntaria y las de comercialización
de organismos modificados genética-
mente o productos que los contengan.

La Ley determina qué competencias
corresponden al Estado y cuáles a las co-
munidades autónomas. Así, de entrada
declara que a las comunidades autóno-
mas les corresponde otorgar las autori-
zaciones de las actividades de utilización
confinada y la liberación voluntaria, 

excluidas las de comercialización, así
como ejercer las otras funciones de ges-
tión. Sin embargo, acto seguido afirma
que se deben considerar prevalentes en
virtud de su especificidad los títulos
competenciales estatales sobre medica-
mentos y productos farmacéuticos, so-
bre investigación científica y técnica y
sobre propiedad intelectual y, por lo
tanto, considera que la Administración
general del Estado es competente para
otorgar estas autorizaciones en deter-
minados supuestos, reservándose, asi-
mismo, en algunos casos funciones de
vigilancia y sanción. Por último, el legis-
lador estatal también considera que
«dado su efecto inmediato en el ámbito
supraautónomico e incluso supranacio-
nal» le corresponde también al Estado
otorgar la autorización para la comercia-
lización, importación y exportación de
organismos modificados genéticamente
o de productos que los contengan. En
definitiva, esta Ley se dicta, según el
propio legislador estatal, con un doble
fundamento constitucional. Por una
parte «al amparo de lo dispuesto en el
artículo 149.1.16ª y 23 ª de la Constitu-
ción, que reserva al Estado la competen-
cia en materia de bases y coordinación
general de la sanidad y legislación básica
sobre protección del medio ambiente,
respectivamente»; y, por otra parte, el tí-
tulo III de esta Ley (dedicado a las obli-
gaciones tributarias) se dicta sobre la
base de lo que dispone el art. 149.1.14
de la Constitución, que reserva al Es-
tado la competencia exclusiva en mate-
ria de hacienda general. En esta misma
línea restrictiva, la Ley encomienda una
nueva función a la Comisión Nacional
de Bioseguridad: tendrá que emitir un
informe preceptivo sobre las solicitudes
de autorización que corresponda otor-
gar a la Administración de las comuni-
dades autónomas.
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Por otra parte, hay que destacar que
algunos de los aspectos más innovadores
de la Ley son que el riesgo de las utili-
zaciones confinadas se determina en fun-
ción de las actividades a desarrollar con
los organismos, olvidando el criterio
existente en la legislación que se deroga
que establecía el riesgo en función del
propio organismo modificado genética-
mente, tomando en consideración, en
algunos casos, la finalidad de las opera-
ciones. La Ley, además, delimita con
mayor precisión el concepto de comer-
cialización y somete las correspondien-
tes autorizaciones a un plazo de vigencia
que, una vez transcurrido, tendrán que
renovarse. Asimismo, establece la obli-
gación de llevar a cabo el seguimiento y
control de los organismos modificados

genéticamente o de los productos que
los contengan, con la finalidad de iden-
tificar cuando ya estén autorizados cual-
quier efecto adverso que puedan produ-
cir a la salud humana o al medio
ambiente; también se obliga a etiquetar-
los adecuadamente para garantizar no
sólo su control y seguimiento por parte
de las autoridades competentes sino
también la información adecuada a los
consumidores. Finalmente, teniendo en
cuenta las consecuencias que para la sa-
lud humana y el medio ambiente po-
drían derivarse si se estimaran las soli-
citudes de autorización por silencio, se
determina el efecto desestimatorio del
silencio administrativo.

Marcel Mateu
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Ley orgánica 10/2003, de 20 de mayo, de medidas urgentes de liberalización
en el sector inmobiliario y transportes (BOE núm. 121, de 21 de mayo; su-
plemento BOE núm. 13 en lengua catalana, de 16 de junio).

La Ley contiene una serie de medidas
absolutamente diversas que únicamente
justifican su inclusión en una misma ley
por la voluntad, de acuerdo con la expo-
sición de motivos, de establecer medidas
urgentes de liberalización en dos sectores
tan importantes de la economía españo-
la como el inmobiliario y los transportes.
Se trata de diversas medidas centradas en
los sectores competencia del Ministerio
de Fomento y se emiten con el objeti-
vo de incidir en el comportamiento de
los agentes económicos y estimular la
competencia, para conseguir un efecto
positivo sobre el nivel de precios. 

En lo que concierne al sector inmo-
biliario, se introducen una serie de mo-
dificaciones de la Ley 6/1998, de 13 de
abril, sobre régimen del suelo y valora-
ciones. El conjunto de medidas tiende

a facilitar la transformación de los sue-
los urbanizables ampliando las posibi-
lidades de actuación reconocidas has-
ta ahora y así conseguir el objetivo de
incrementar la oferta de suelo. En el
mismo sentido, se intenta definir de
forma más estricta el concepto de suelo
no urbanizable. Hay que destacar que
se establece el silencio positivo para evi-
tar posibles bloqueos de las iniciativas
urbanizadoras como consecuencia de la
inactividad de la Administración (el si-
lencio positivo ya está reconocido en la
Ley catalana 2/2002, de 14 de marzo,
de urbanismo). 

En primer lugar, se modifica el art. 9
de la Ley del suelo, donde se define el
concepto de suelo no urbanizable, en 
el sentido de añadir nuevas circunstan-
cias que otorgan la condición de suelo



no urbanizable: que el planeamiento ge-
neral lo considere inadecuado para el
desarrollo urbano por razones de utiliza-
ción racional del territorio y de los re-
cursos naturales. 

Se añade a la redacción del actual 
art. 15.2 la posibilidad de que las admi-
nistraciones públicas puedan promover
la transformación del suelo urbanizable
bien en razón de su titularidad domini-
cal o bien por razones de su competen-
cia sectorial. Se modifica el art. 16 tam-
bién para favorecer la transformación
del suelo urbanizable, en este caso facili-
tando la subrogación de las administra-
ciones no actuantes. Del art. 27 se mo-
difica la regulación de la valoración del
suelo urbanizable incluido en ámbitos
delimitados y del art. 28, la del suelo ur-
bano para evitar elementos especulati-
vos. Finalmente, se modifican las dispo-
siciones transitorias primera a tercera y
quinta, también en el sentido de facili-
tar la tramitación de los regímenes tran-
sitorios. 

El art. 3 de la Ley regula la actividad
de intermediación inmobiliaria y reco-
noce que esta actividad no está reservada
a ningún colectivo singular de profesio-
nales (es decir, no es necesaria la pose-
sión del título de agente de la propiedad
inmobiliaria).

En lo que concierne al sector de los
transportes, se reducen los plazos de

concesión de los servicios regulares de
viajeros por carretera también para fa-
vorecer la competencia (se modifica el
art. 72.3 de la Ley 16/1978, de 30 de
julio, de ordenación de los transportes
terrestres).

Finalmente, en la misma línea de fo-
mento de la competencia, se suprimen
los obstáculos formales que puedan su-
poner una restricción al suministro de
productos petrolíferos a los barcos (art. 4
de la Ley, que añade una disposición adi-
cional en este sentido a la Ley 27/1992,
de 24 de noviembre, de puertos del Es-
tado y de la marina mercante).

La Ley se dicta en virtud de la compe-
tencia exclusiva estatal sobre la determi-
nación de las bases y la coordinación de
la planificación general (art. 149.1.1 CE)
de la actividad económica (art. 149.1.13);
la legislación civil, sin perjuicio de la
competencia autonómica en derechos
civiles forales o especiales, si procede
(art. 149.1.8 CE), marina mercante,
puertos de interés general y control del
espacio y el transporte aéreo (art. 149.1.
20); ferrocarriles y transportes terrestres
que transcurran por el territorio de más
de una comunidad autónoma; régimen
general de comunicaciones, tráfico de
vehículos, y correos y telecomunicacio-
nes (art. 149.1.21).   

Josep Pagès
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Ley 12/2003, de 23 de mayo, reguladora del contrato de concesión de obras
públicas (BOE núm. 124, de 24 de mayo; suplemento BOE núm. 13 en
lengua catalana, de 16 de junio).

La Ley tiene por objetivo recuperar y
redefinir la figura centenaria de la con-
cesión de obras públicas, entendida como
la contribución de los recursos privados
a la creación de infraestructuras y equi-

tativa retribución del esfuerzo empresa-
rial. Tal como se dice en la exposición de
motivos, la concesión es el instrumento
clásico de colaboración entre los pode-
res públicos y el sector privado, es una



figura insustituible en la actuación de
los poderes públicos de la que ahora
quiere ajustarse la regulación al mode-
lo administrativo y socioeconómico 
actual. Concretamente, la figura de la
concesión de obras públicas requiere ser
enmarcada en el derecho de la Unión
Europea y en el sistema de reparto com-
petencial del Estado de las autonomías.
Este nuevo marco jurídico, junto con el
hecho de que la concesión ha sido regu-
lada de forma fragmentada (debido a la
necesidad de adaptarse a los objetivos
diferenciados de los diversos marcos de
las legislaciones sectoriales), justifican la
regulación del contrato de concesión,
que se dicta al amparo del art. 149.1.18
CE, que reserva a la competencia exclu-
siva del Estado la legislación básica en
materia de concesiones junto con la de
contratos.

Desde el punto de vista de la técnica
normativa, se ha optado por insertar la
regulación específica de este contrato
en la Ley de contratos de las adminis-
traciones públicas, Texto refundido
aprobado por Real decreto legislati-
vo 2/2000, de 16 de junio, siguiendo el
criterio sostenido por el Consejo de 
Estado. La Ley incluye un nuevo título
en el libro II de la Ley de contratos de
las administraciones públicas (título V:
«Del contrato de concesión de obras
públicas»), y deroga expresamente di-
versos artículos de esta Ley, de la Ley
8/1972, de 10 de mayo, de construc-
ción, conservación y explotación de
autopistas en régimen de concesión, 
de la Ley general de obras públicas de
1877 y de la Ley 54/1997, de 27 de no-
viembre, del sector eléctrico y de la Ley
34/1998, de 7 de octubre, del sector de
hidrocarburos. 

La nueva Ley de contratos de con-
cesión de obras públicas tiene carácter
básico excepto algunos preceptos ex-

presamente señalados, y es de obligado
cumplimiento para todas las adminis-
traciones públicas que deseen utilizarla.
En consecuencia, las legislaciones secto-
riales y autonómicas adquieren un ca-
rácter complementario excepto en los
casos en que el propio legislador esta-
blezca la excepción por vía singular. En
la exposición de motivos se formula de
una forma clara la voluntad estatal: «el
Estado estima irrenunciable el régimen
regulador de la concesión». Asimismo,
hay una serie de artículos dictados al
amparo de la competencia del Estado en
legislación básica sobre bases y coordi-
nación de la planificación general de la
actividad económica (149.1.13 CE);
defensa y fuerzas armadas, legislación
mercantil, penal y penitenciaria, proce-
sal, civil, hacienda general y deuda del
Estado, obras públicas de interés general
o cuya realización afecte a más de una
comunidad autónoma (artículo 149.1.4,
6, 8, 14 y 24 CE).

La modalidad de contrato de conce-
sión de obras públicas ahora regulada
consiste en el contrato de concesión a la
iniciativa y capital privados de la cons-
trucción y explotación de la obra públi-
ca, bajo la tutela y el control de la Admi-
nistración, donde se incluye la variedad
de obligar al concesionario a construir
obras diferenciadas de la que es objeto
de la concesión pero que están relacio-
nadas con ella. Esta regulación parte de
los conceptos de obra pública, riesgo
de su construcción, conservación y explo-
tación, que corre a cargo del concesiona-
rio, principio de equilibrio económico,
previéndose sistemas de revisión del con-
trato si no se llega a un mínimo de ren-
dimientos económicos del contrato o
bien se supera un máximo. 

En lo que concierne al contenido de
la Ley, ésta se compone de un único artí-
culo de modificación de la Ley de con-
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tratos de las administraciones públicas,
que introduce el título V en el libro II que
ya hemos mencionado, y disposiciones
adicionales, derogatorias y finales.

El apartado cinco de este artículo úni-
co es el que contiene la parte principal de
la Ley, ya que incluye el nuevo título V.
Este título regula la definición del con-
trato de concesión de obras públicas, su
explotación comercial, el modelo de re-
tribución al concesionario, el procedi-
miento de selección del mismo, los dere-
chos, obligaciones y prerrogativas del
concesionario y de la Administración,
el régimen económico y financiero de la
concesión, etc. Los capítulos IV y V re-
gulan las modalidades de financiación
privada y de extinción de las concesio-
nes, y limitan las posibilidades de pró-
rroga a un máximo de 60 años para las

concesiones de construcción y explota-
ción de obras y de 25 años para las con-
cesiones de explotación. 

En definitiva, la Ley supone una ac-
tualización de la Ley de contratos de las
administraciones públicas que responde
a una concepción de las relaciones entre
los poderes públicos y el sector privado
que cada vez se orienta con más claridad
hacia la preponderancia de la interven-
ción de los actores económicos privados
en la construcción de obra pública. Des-
taca, además, que esta filosofía se ha ex-
tendido también a la simple explotación
de la obra pública por parte de los acto-
res privados, variante regulada en el
apartado 3 del artículo único de que
consta esta Ley.

Josep Pagès
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Ley 16/2003, de 28 de mayo, de cohesión y calidad del Sistema Nacional de
Salud (BOE núm. 128, de 28 de mayo; suplemento BOE núm. 13 en len-
gua catalana, de 16 de junio).

La Ley se dicta al amparo de la com-
petencia estatal prevista en el art. 149.1.1
(«Regulación de las condiciones básicas
que garanticen la igualdad de todos los
españoles en el ejercicio de los dere-
chos»), el art. 16 («Bases y coordinación
general de la sanidad») y el art. 17 («Le-
gislación básica y régimen económico
de la Seguridad Social») de la Constitu-
ción. No obstante, los artículos 10, 22.3
y el último párrafo del art. 28.2 de la
Ley se dictan al amparo del art. 149.1.14
(«Hacienda general»), sin perjuicio de
los regímenes forales del País Vasco y
Navarra. El capítulo IV, al amparo del
art. 149.1.15 («Fomento y coordina-
ción general de la investigación cientí-
fica y técnica»). Por último, se prevé que
la sección 1 del capítulo II, los artícu-

los 54, 58, 60 y 63 y la disposición adi-
cional primera sean aplicables sólo a la
Administración general del Estado. 

La Ley, atendiendo entre otros al he-
cho de que todas las comunidades au-
tónomas han asumido competencias
en materia de sanidad, y teniendo pre-
sente la experiencia de la Ley general de
sanidad sobre las relaciones entre Esta-
do y comunidades autónomas en el
ámbito sanitario, se dicta con la volun-
tad de establecer un nuevo modelo de
sanidad. En este sentido, la Ley, entre
otras cuestiones, establece un marco le-
gal para las acciones de coordinación y
cooperación de la Administración esta-
tal y las autonómicas, y realiza una reor-
denación de las competencias exclusi-
vas del Estado. 



En el ámbito de las prestaciones se
dispone que las prestaciones que esta-
blece la Ley son responsabilidad finan-
ciera de las comunidades autónomas, y
éstas deben respetar las previsiones de la
Ley 21/2001 de medidas fiscales y ad-
ministrativas del nuevo sistema de fi-
nanciación de las comunidades autóno-
mas de régimen común y ciudades con
Estatuto de autonomía (art. 10). Con
respecto a las carteras de servicios en que
se incluyen las prestaciones sanitarias, se
prevé que las comunidades autónomas
podrán aprobar sus carteras incluyendo
como mínimo la cartera de servicios 
del Sistema Nacional de Salud (art. 20).
El tiempo en que tendrán que realizar-
se las prestaciones será delimitado por
las comunidades autónomas respetan-
do el marco establecido por el Conse-
jo Interterritorial (art. 25). El Registro
general de centros, establecimientos y
servicios sanitarios incluirá los datos
proporcionados por las comunidades
autónomas (art. 26). Las garantías bási-
cas de seguridad y calidad serán esta-
blecidas mediante real decreto, sin perjui-
cio de que las comunidades autónomas
puedan complementar los requisitos
mínimos (art. 27). Las garantías de ca-
lidad de las prestaciones correspon-
dientes a las comunidades autónomas
tendrán que seguir los criterios que esta-
blece el capítulo VI de la Ley y podrán
realizar auditorías periódicas indepen-
dientes (art. 28).

Con respecto a la farmacia se dispone
que la Agencia Española de Medica-
mentos y Productos Sanitarios asumirá
una serie de funciones, sin perjuicio de
las competencias ejecutivas de las comu-
nidades autónomas, y que el Ministe-
rio de Sanidad y Consumo, junto con
las comunidades autónomas, realizará las
acciones necesarias para el uso racional
del medicamento (art. 31). 

En lo que concierne a los profesiona-
les, la Comisión de Recursos Humanos
del Sistema Nacional de Salud desarro-
llará las funciones previstas en la Ley y
fijará los criterios básicos de evaluación
de las competencias de los profesionales
sanitarios, sin perjuicio de las compe-
tencias de las comunidades autónomas,
y además cuando establezca las necesi-
dades formativas tendrá que cooperar
con éstas. Asimismo se prevé que la in-
tervención de la Comisión tendrá que
respetar las competencias de las comu-
nidades autónomas en materia de for-
mación profesional y formación ocupa-
cional (art. 35, 38, 39). Por último, se
prevé la intervención de las comunida-
des autónomas en la acreditación de las
entidades autorizadas para la evaluación
de la competencia de los profesionales
(art. 42). 

En el ámbito de la investigación se fija
la actuación del Estado, sin perjuicio 
de las competencias de las comunidades
autónomas (art. 44); y se prevé que el
Ministerio de Sanidad y Consumo, te-
niendo presentes los proyectos que pue-
dan presentar las comunidades autóno-
mas, elaborará una iniciativa sectorial de
investigación en salud (art. 45). Se crea
la Comisión Asesora de Investigación en
Salud, estableciendo que su composi-
ción se determinará reglamentariamen-
te y que deberá garantizar la representa-
ción de las comunidades autónomas
(art. 46), y se dispone que las comuni-
dades autónomas participarán en los ór-
ganos de gobierno del Instituto de Salud
Carlos III y fundaciones vinculadas a
éste (art. 48). Se reconoce la posibilidad
de que las comunidades autónomas pro-
pongan al Ministerio de Sanidad y Con-
sumo, por una parte, que determinados
centros tengan la consideración de cen-
tros de investigación del Sistema Nacio-
nal de Salud (art. 49) y, por otra, la con-
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figuración de institutos de investigación
(art. 50). 

En la regulación del sistema de infor-
mación sanitaria se dispone que las co-
munidades autónomas tendrán que
aportar los datos necesarios para el man-
tenimiento y desarrollo de este sistema
(art. 53), y que colaborarán con el Minis-
terio de Sanidad y Consumo en la deter-
minación de los requisitos y estándares
necesarios de la tarjeta sanitaria (art. 57).

En lo que concierne a la calidad del sis-
tema, la infraestructura de calidad tiene
que estar a disposición tanto del Ministe-
rio de Sanidad y Consumo como de las
comunidades autónomas (art. 59). El ci-
tado Ministerio y los órganos competen-
tes de las comunidades autónomas han
de elaborar periódicamente planes de ca-
lidad del Sistema Nacional de Salud, sin
perjuicio de las competencias autonómi-
cas de planificación sanitaria y de organi-
zación de servicios (art. 61); también tie-
nen que fomentar la evaluación externa y
periódica de la calidad y la seguridad de
los centros y servicios sanitarios (art. 62).
Se crea el Observatorio del Sistema Na-
cional de Salud, que realizará un análisis
permanente del Sistema Nacional de Sa-
lud mediante estudios comparados de los
servicios de salud de las comunidades au-
tónomas (art. 63). 

Respecto a los planes integrales de sa-
lud, el Ministerio de Sanidad y Con-
sumo y los órganos competentes de las
comunidades autónomas tienen que
elaborar planes integrales de salud si-
guiendo los criterios que establece la
Ley, y las comunidades autónomas esta-
blecerán los estándares y las bases de or-
ganización de sus servicios (art. 64).

Dentro del ámbito de la salud públi-
ca, el Ministerio de Sanidad y Consumo
realizará la declaración de actuaciones
coordinadas en salud pública, con au-
diencia de las comunidades autónomas

directamente afectadas (art. 65); asimis-
mo, el Estado y las comunidades autó-
nomas establecerán un plan de coopera-
ción y harmonización de actuaciones en
el ámbito de la salud pública (art. 66). 

Por lo que se refiere a la participación
social, se prevé la existencia de un comi-
té consultivo en el que 6 de los 32 miem-
bros serán representantes de las comu-
nidades autónomas (art. 67). También
se cita al Consejo Interterritorial del Sis-
tema Nacional de Salud, que está com-
puesto por el ministro de Sanidad y
Consumo y los consejeros competentes
en materia de sanidad de las comunida-
des autónomas (art. 70), y tendrá que
ejercer sus competencias respetando las
de desarrollo normativo, ejecutivas y or-
ganizativas de las comunidades autóno-
mas (art. 71); la Comisión Delegada del
Consejo, en la que habrá un represen-
tante de cada comunidad autónoma,
ejercerá las funciones que el Consejo le
delegue (art. 74).

Al Estado se le atribuye el alta inspec-
ción del cumplimiento de las compe-
tencias estatales y de las comunidades
autónomas, siguiendo los criterios que
establece la Ley y, si se observa el incum-
plimiento de una comunidad autóno-
ma, se le advertirá a través del delegado
del Gobierno, y si no cumple se requerirá
al órgano competente de la comunidad
autónoma (art. 76). El alta inspección
establecerá mecanismos de cooperación y
coordinación con los servicios de ins-
pección de las comunidades autónomas
(art. 79).

Por último, la disposición adicional
sexta establece que los servicios sanita-
rios dependientes de las instituciones
penitenciarias serán transferidos a las
comunidades autónomas. La disposi-
ción adicional séptima prevé la posibili-
dad de que las comunidades autónomas
elaboren y desarrollen programas de coo-
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peración al desarrollo sanitario. Y las
disposiciones adicionales octava y nove-
na disponen que para el establecimiento
de los centros de referencia se considera
a Canarias como zona estratégica, y que
las disposiciones de la Ley que puedan

afectar a la actividad financiera de la
Comunidad Autónoma de Canarias se
aplicarán respetando su régimen econó-
mico y fiscal. 

Marta Fernández de Frutos
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Ley 20/2003, de 7 de julio, de protección jurídica del diseño industrial (BOE
núm.162, de 8 de julio; suplemento BOE núm. 16 en lengua catalana, de 
1 de agosto).

La Ley que aquí se comenta se dicta,
como establece la disposición final pri-
mera, al amparo de la competencia esta-
tal en legislación sobre propiedad indus-
trial (art. 149.1.9 CE), y se aprueba con
el objetivo de incorporar la normativa
comunitaria sobre protección jurídica
de dibujos y modelos, y adecuar la pro-
tección de la propiedad industrial del
diseño a las necesidades actuales.    

En lo que concierne a las cuestiones
que afectan al ámbito autonómico, la
Ley establece en el art. 3 la creación de
un registro de diseños de carácter úni-
co en todo el ámbito nacional, del que
se encargará la Oficina Española de Pa-
tentes y Marcas, sin perjuicio de las
competencias que en materia de ejecu-
ción de la legislación sobre propiedad
industrial corresponden a las comunida-
des autónomas. 

Con respecto a la solicitud y procedi-
miento de inscripción en el mencionado
Registro, el art. 20 dispone que la solici-
tud tendrá que presentarse frente al ór-
gano competente de la comunidad autó-
noma, y que éste remitirá los datos a la
Oficina Española de Patentes y Mar-
cas. La solicitud puede presentarse en
castellano o en la lengua oficial de las
comunidades autónomas. El examen de
admisibilidad de la solicitud de regis-
tro corresponde al órgano competente de

la comunidad autónoma que tendrá que
comunicar, tal como establece el art. 28,
en la Oficina de Patentes y Marcas qué
solicitudes superan el examen de forma.
Las resoluciones que dicten los órganos
competentes de las comunidades autó-
nomas serán recurribles de acuerdo con la
Ley 30/1992 y con las normas orgánicas
previstas para estos órganos. Asimismo,
la Ley prevé en el art. 64 que los actos y
negocios jurídicos que afecten a los regis-
tros se tramitarán frente al órgano compe-
tente de las comunidades autónomas, que
tendrá que comprobar que se cumplen
los requisitos que establece la Ley. 

Por último, la Ley, en la disposición
adicional sexta, por la que se modifica la
disposición transitoria cuarta de la Ley
17/2001 de marcas, y en la disposición
transitoria quinta establece que las co-
munidades autónomas que tengan la
competencia sobre ejecución de la legis-
lación de propiedad industrial, previa
coordinación con la Oficina Española
de Patentes y Marcas, publicarán la fe-
cha de inicio del funcionamiento del ór-
gano competente para la tramitación de
solicitudes y, hasta que éstos no empie-
cen a funcionar, sus funciones registra-
les las ejecutará la Oficina Española de
Patentes y Marcas.

Marta Fernández de Frutos
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Los textos legales aquí incluidos pue-
den ser presentados conjuntamente en
tanto que vienen referidos a la actividad
económica de una comunidad autóno-
ma foral como es la de Navarra. El pri-
mer texto supone la extensión del prin-
cipio de estabilidad presupuestaria en la
actividad de gasto de la Comunidad. El
segundo texto, por su parte, implica la
regulación de una parte fundamental de
la actividad de ingreso como es la capa-
cidad de establecer y gestionar tributos
por parte de la Comunidad, en el marco
de sus relaciones con el Estado.

La Ley orgánica responde más a una
cuestión formal que material. El conteni-
do del principio de estabilidad aplicable 
a todas las comunidades autónomas si-
gue regulado en la Ley orgánica 5/2001.
Se procede, a los efectos de formalizar su
aplicación a la Comunidad Foral, a mo-
dificar su disposición adicional primera,
apartado primero. Se dispone que lo
preceptuado en la Ley orgánica que es-
tablece el principio se aplica conforme a
lo dispuesto en el art. 64 de la Ley orgáni-
ca 13/1982 que regula el Estatuto de au-
tonomía navarro. Se ha de añadir que esta
modificación viene acompañada de la
que establece la disposición adicional
única de la Ley 25/2003.

La segunda Ley es la modificación
por acuerdo entre el Estado y la Comu-
nidad Autónoma de la Ley 28/1990, de
26 de diciembre, que establece el Con-
venio económico entre el Estado y la

Comunidad Foral. La causa de la modi-
ficación son los cambios que ha expe-
rimentado el sistema de financiación
autonómico. Por un lado, se han intro-
ducido medidas para elevar el nivel de
autonomía financiera y corresponsabili-
dad fiscal de las comunidades autóno-
mas. Éstas han consistido, básicamente,
tanto en mejorar la calidad de las com-
petencias normativas que pueden ejer-
cer como el montante de recaudación
cedida. Por otro lado, se ha creado el im-
puesto sobre las ventas minoristas de 
determinados hidrocarburos, que incre-
menta el conjunto de impuestos espe-
ciales vigentes en el sistema tributario.

El resto del texto está dedicado al
Convenio, cuyo contenido figura como
acuerdo segundo. Los diferentes extre-
mos que se han establecido tienen dos
puntos como fundamento. Primero, el
reconocimiento de la capacidad de la
Comunidad Autónoma de establecer y
regular su propio régimen tributario
(art. 1). Segundo, el ejercicio del citado
poder ha de atenerse a diferentes límites
(art. 2.1): a) la armonización con el sis-
tema tributario estatal; b) respeto a las
competencias estatales que recoge el
Convenio que giran en torno a aquellas
exenciones que gravan las importacio-
nes (parte, por tanto, de los impuestos
especiales y el IVA); c) respeto a los tra-
tados y convenios internacionales de los
que España sea parte así como a las nor-
mas de armonización que provengan de

Ley 25/2003, de 15 de julio, por la que se aprueba la modificación del Conve-
nio económico entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra, y Ley or-
gánica 10/2003, de 15 de julio, que, con el carácter de complementaria a la
Ley 25/2003, de 15 de julio, por la que se aprueba la modificación del
Convenio económico entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra,
modifica la disposición final primera de la Ley orgánica 5/2001, de 13 de
diciembre, complementaria de la Ley general de estabilidad presupuesta-
ria (BOE núm. 169, de 16 de julio; suplemento BOE núm. 17 en lengua
catalana, de 16 de agosto).



la Unión Europea; d ) atención al prin-
cipio de solidaridad con el resto del 
Estado, y e) respeto a las instituciones,
facultades y competencias del Estado
inherentes a la unidad constitucional.

El resto del Convenio establece las
normas que han de regir en relación con
diferentes figuras del sistema tributario
con el objeto de repartir entre el Estado
y la Comunidad los aspectos de su orde-
nación, gestión y recaudación. En rela-
ción con los tributos, el capítulo V cie-
rra los diferentes aspectos acordados
cuando establece normas de gestión y de
procedimiento.

El objeto del Convenio, naturalmente,
va más allá del establecimiento de normas

relativas a la distribución de competencias
en materia tributaria entre el Estado y la
Comunidad. Regula también la aporta-
ción económica que habrá de realizar 
la Comunidad al Estado para contribuir a la
financiación de las cargas comunes del
Estado. El título II del texto legal estable-
ce las fórmulas matemáticas que se ha-
brán de utilizar para determinar el mon-
tante de la contribución. Finalmente, el
título III regula la comisión coordinadora
que se habrá de formar con representantes
de ambas partes y cuyas competencias, de
forma sintética, tienen como objeto hacer
efectivo el acuerdo que se ha adoptado.

José Antonio Fernández Amor
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Ley 31/2003, de 27 de octubre, de conservación de fauna silvestre en los 
parques zoológicos (BOE núm. 258, de 28 de octubre; suplemento BOE
núm. 21 en lengua catalana, de 1 de noviembre). 

A escala estatal existía un vacío jurídico
sobre la protección de la fauna silves-
tre en cautiverio, ya que la Ley 4/1989,
de 27 de marzo, de conservación de los
espacios naturales y de la flora y fauna
silvestres, aunque prevé las medidas de
conservación fuera del hábitat natu-
ral de cada especie (conservación ex
situ), lo hace tímidamente, establecien-
do fundamentalmente requisitos higié-
nico-sanitarios. Una vez más, el Estado
español ha tenido que aprobar una Ley
para dar cumplimiento a la obligación
de incorporar la normativa ambien-
tal europea (básicamente, la Directi-
va 1999/22/CE, de 29 de marzo, del
Consejo) y al compromiso internacio-
nal adquirido con el Convenio para la
conservación de la diversidad biológica
(suscrito en Río de Janeiro el 5 de junio
de 1992). En Cataluña, la Ley 3/1988, de
4 de marzo, de protección de los ani-

males, ya regulaba mínimamente los par-
ques zoológicos (art. 34) y remitía al
posterior desarrollo reglamentario (ór-
denes de 28 de noviembre de 1988 y de
23 de diciembre de 1991). Ahora habrá
que ver cómo se articulan estas regula-
ciones con esta nueva Ley estatal que
tiene, toda, carácter de legislación bási-
ca en materia de medio ambiente (dis-
posición final primera), de acuerdo con
el título competencial que establece el 
art. 149.1.23 CE. 

La Ley establece un nuevo régimen de
autorización e inspección de los parques
zoológicos (tanto públicos como priva-
dos) y tipifica las infracciones y sancio-
nes administrativas por incumplimiento
de sus prescripciones. Así, de acuerdo
con la Ley, corresponderá a las comu-
nidades autónomas dar autorización 
para la apertura al público de los par-
ques zoológicos así como para su modi-



ficación sustancial y ampliación. Tam-
bién es competencia de las comunidades
autónomas la inspección de los parques
zoológicos para comprobar el cumpli-
miento de las medidas de conservación
que establece la Ley y ordenar su cierre
total o parcial, provisional o definitivo.
Las comunidades autónomas también
deben mantener un registro de los par-
ques zoológicos autorizados en su terri-
torio, con información actualizada so-
bre las colecciones de animales que
tengan en sus instalaciones, y tendrán

que informar al Ministerio de Medio
Ambiente a fin de que, junto con los da-
tos de los parques que dependen de su
competencia, se articule un inventario
nacional de parques zoológicos. Asimis-
mo, y sin perjuicio de las infracciones
que puedan definir las comunidades au-
tónomas, también corresponde a las au-
tonomías imponer las multas y otras
sanciones a los responsables de las in-
fracciones que tipifica la Ley.

Marcel Mateu
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Ley 32/2003, de 3 de noviembre, general de telecomunicaciones (BOE núm.
264, de 4 de noviembre; suplemento BOE núm. 22 en lengua catalana,
de 17 de noviembre).

Esta Ley incorpora en el ordenamien-
to español diversas directivas de 2002,
concretamente las 19, 20, 21, 22, 58 
y 77. Se dicta en ejercicio de la compe-
tencia exclusiva del Estado en el sector
de las telecomunicaciones (art. 149.1.21
CE), excepto la disposición adicional
décima y las disposiciones transitorias
octava y décima, que se fundamentan
en el art. 149.1.27 CE (sobre la distin-
ción entre ambos títulos competencia-
les, véase la Sentencia del Tribunal
Constitucional 168/1993, de 27 de
mayo). Las telecomunicaciones están
definidas en el anexo final como «toda
transmisión, emisión o recepción de
signos, señales, escritos, imágenes, so-
nidos o informaciones de cualquier 
tipo para hilo, radioelectricidad, me-
dios ópticos u otros sistemas electro-
magnéticos».

La Ley 32/2003 deroga, entre otras,
la Ley 11/1998, de 24 de abril, general
de telecomunicaciones, y modifica la
Ley 34/2002, de 11 de julio, de servi-
cios de la sociedad de la información

y comercio electrónico (LSSI) en relación
con el correo comercial no solicitado o
autorizado, o en contra de la voluntad
del receptor. 

La nueva Ley se fundamenta en el
principio de intervención administrati-
va mínima. En este sentido, se preten-
de facilitar la obtención de la condición
de operador de telecomunicaciones, ya
que se prevé que será suficiente, de acuer-
do con el art. 6.2, la notificación feha-
ciente con carácter previo a la Comisión
del Mercado de las Telecomunicaciones
(en lo sucesivo, CMT). A partir de la
comunicación, ya podrán prestarse los
servicios o establecer la red. Por lo tan-
to, los controles del Ministerio y de la
CMT serán a posteriori, una vez se haya
adquirido la condición de operador de
telecomunicaciones. Las administra-
ciones públicas pueden también actuar
como operadores de telecomunicacio-
nes, directamente o a través de socie-
dades participadas, siempre con neutra-
lidad, transparencia, no discriminación
y con separación de cuentas. Los opera-



dores tienen derecho de ocupación 
del dominio público y privado (art. 26 
y 27), y la Administración dispone, a 
su vez, de una potestad normativa en
este ámbito. Se crea también un órgano
de cooperación Estado-comunidades
autónomas, y la participación de los 
entes locales se consigue mediante la 
Federación Española de Municipios y
Provincias. 

Los aspectos competenciales más dis-
cutidos por el Gobierno de la Generali-
dad (a la espera de que se publique el
Dictamen del Consejo Consultivo) son:

a) El deber de las administraciones
de publicar en su diario oficial las nor-
mas relativas a la ocupación del do-
minio público que gestionan. Esta pu-
blicación y un resumen ajustado a un
modelo estatal, así como el texto de las
ordenanzas que impongan tasas para la
utilización privativa o aprovechamien-
tos especiales, tienen que comunicarse 
a la Comisión del Mercado de las Tele-
comunicaciones (art. 29.2.a). Quizás se
va más lejos de una norma de colabora-
ción entre administraciones.

b) El deber de facilitar al Estado (sin
precisar, además, qué órgano estatal es el
competente) el procedimiento de cifra-
do de cualquier información que se
transmita por las redes electrónicas (art.
36). Una interpretación amplia del pre-
cepto podría vulnerar el secreto de las
comunicaciones (art. 18.3 de la Consti-
tución). Por otra parte, habrá que tener
en cuenta también la competencia de la
Generalidad en materia de industria
(art. 12.2 del Estatuto de autonomía de
Cataluña).  

c) El procedimiento por el cual los
consumidores pueden someter ante el

Estado las controversias con los opera-
dores o los prestadores de servicios de te-
lecomunicaciones (art. 38). Se prevé,
pues, un procedimiento administrativo
diferente de las juntas arbitrales de con-
sumo, lo que parece invadir el título com-
petencial de la Generalidad sobre comer-
cio interior, defensa del consumidor y
del usuario (art. 12.5 del Estatuto de au-
tonomía de Cataluña). 

d ) El alcance de la competencia san-
cionadora estatal (art. 50 y 58). Hay
que afirmar que hay casos que recaen
bajo control de la Agencia Catalana de
Protección de Datos (Ley catalana
5/2002). Eso también sería de apli-
cación en relación con la disposición
final primera, punto 5, que trata de las
comunicaciones comerciales no solici-
tadas.

e) La asunción por el Estado, de for-
ma excepcional y transitoria, de la ges-
tión directa de servicios o la explotación
de redes para garantizar la seguridad pú-
blica (art. 4.5). La posible invasión
competencial podría surgir, en este caso,
del menoscabo de la competencia ca-
talana sobre seguridad pública, con-
cretamente, la protección civil (ya en 
la Sentencia del Tribunal Constitucio-
nal 133/1990).   

f ) Finalmente, la evaluación de la
conformidad de los equipos y aparatos
de telecomunicaciones (art. 39 a 42). El
art. 12.2 del Estatuto fundamenta una
competencia exclusiva de la Generali-
dad sobre homologación industrial, que
aquí no se ha tenido en cuenta, a dife-
rencia de la anterior Ley de telecomuni-
caciones de 1998. 

Antoni Roig
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Se regulan las bases del régimen patri-
monial de las administraciones públi-
cas, y la administración, defensa y con-
servación del patrimonio del Estado,
con una pretensión sistemática, bajo
una perspectiva postconstitucional en lo
jurídico, y que responda a los paráme-
tros actuales en cuanto a la gestión. Es
una realidad que no sólo ha cambiado la
Administración, sino la propia actua-
ción administrativa, por lo que hay que
reconocer que las normas deben acomo-
darse también a las exigencias del paso
del tiempo.   

La nueva Ley describe el concepto y
clases de patrimonio de las adminis-
traciones públicas, pasando luego a tra-
tar el patrimonio del Estado, adquisi-
ción de bienes y derechos, protección y
defensa del patrimonio, cooperación
en la defensa de los patrimonios públi-
cos, afectación, desafectación y muta-
ción de destino de los bienes y derechos,
uso y explotación de los bienes y dere-
chos, gestión patrimonial, coordinación
y optimización de la utilización de los
edificios administrativos, patrimonio
empresarial de la Administración ge-
neral del Estado, en sus diferentes va-
riantes, así como las relaciones interad-
ministrativas. Es una Ley extensa, con
gran vocación de exhaustividad, que
tiene 197 artículos, 21 disposiciones
adicionales, 5 disposiciones transito-
rias, una disposición derogatoria (de 
la Ley 89/1962, de 14 de diciembre, 
de bases del patrimonio del Estado, y su
Texto articulado, aprobado por el De-
creto 1022/1964, de 15 de abril, ade-
más de la disposición adicional segunda
de la Ley 53/1999, de 28 de diciembre,
por la que se modifica la Ley 13/1995, de 

18 de mayo, de contratos de las admi-
nistraciones públicas), y 6 disposiciones
finales.

La disposición final segunda hace re-
ferencia a los títulos competenciales y en
ella se explicita que determinados pre-
ceptos son de aplicación general a todas
las administraciones. En otros, se afirma
que son preceptos básicos de acuerdo
fundamentalmente con el art. 149.1.18.
CE. Por consiguiente, estamos ante una
regulación del régimen jurídico del pa-
trimonio público en la que el desarrollo
de lo básico por el propio Estado, incluso
con carácter reglamentario, no debería
dejar sin efecto las competencias auto-
nómicas constitucional y estatutariamen-
te asumidas.

La Ley considera de forma conjun-
ta el régimen patrimonial de la Admi-
nistración general del Estado y el de los
organismos públicos dependientes de
ella. Concibe los bienes demaniales den-
tro del patrimonio de las administracio-
nes públicas, sometidos a un régimen
jurídico-público, mientras que los bie-
nes patrimoniales están sometidos a un
régimen jurídico-privado. Se presta es-
pecial relevancia a la coordinación inter-
administrativa, que aparece como un
mecanismo importante en la gestión
patrimonial, con el respeto debido al
principio de autonomía de los diferen-
tes gestores de bienes. La construcción
legislativa que se opera de las bases del
régimen jurídico de las administracio-
nes públicas y de contratos y conce-
siones administrativas, contribuye a 
generar mayor seguridad jurídica a los
ordenamientos autonómicos, que de-
ben respetar dichas bases (hasta aho-
ra preconstitucionales) y supone una
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Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del patrimonio de las administraciones pú-
blicas (BOE núm. 264, de 4 de noviembre; suplemento BOE núm. 22 en
lengua catalana, de 17 de noviembre).



actuación normativa al amparo del ya
mencionado art. 149.1.18 CE. Por otro
lado, hay disposiciones que son de apli-
cación a todas las administraciones 
—aunque debiéndose respetar las cláu-
sulas «sin perjuicio» del propio texto
constitucional, al tratarse de normas ci-
viles (art. 149.1 8), normas procesa-
les (149.1.6), normas sobre régimen

económico de la Seguridad Social 
(art. 149.1.17), o legislación sobre ex-
propiación forzosa (art. 149.1.18). Tam-
bién se regulan en esta Ley las actua-
ciones de la Administración por medio
de empresas públicas y de sociedades
mercantiles.

Joan Lluís Pérez Francesch
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Ley 37/2003, de 17 de noviembre, del ruido (BOE núm. 276, de 18 de noviem-
bre; suplemento BOE núm. 23 en lengua catalana, de 24 de noviembre).

El objeto de esta Ley es la prevención,
vigilancia y reducción de la contamina-
ción acústica, concepto que incluye tanto
el ruido propiamente dicho como las vi-
braciones. Según el legislador español,
los mandatos constitucionales de pro-
teger la salud (art. 43 CE) y el medio am-
biente (art. 45 CE) engloban en su alcan-
ce la protección contra la contaminación
acústica. Además, la protección consti-
tucional ante esta forma de contamina-
ción también encuentra apoyo en algunos
derechos fundamentales reconocidos por 
la Constitución, entre otros, el derecho a la
intimidad personal y familiar, reconoci-
do por el art. 18.1. No obstante, el ruido no
tenía hasta esta Ley una norma general
reguladora de ámbito estatal, y su tra-
tamiento normativo se desdoblaba, a
grandes rasgos, entre las previsiones de
la normativa civil en cuanto a relaciones
de vecindad y causa de perjuicios, la nor-
mativa sobre limitación del ruido en el
ambiente de trabajo, las disposiciones téc-
nicas para la homologación de productos
y las ordenanzas municipales en relación
con el bienestar de la ciudadanía o en
cuanto a la planificación urbanística. 

El fundamento constitucional para
dictar esta Ley es complejo porque, se-
gún el propio legislador estatal, se ampa-

ra en ocho preceptos diferentes del art.
149.1 CE. Así, según se explicita en la
disposición final primera, esta Ley se dic-
ta de acuerdo con las competencias que el
art. 149.1.16 y 23 de la Constitución otor-
ga al Estado, en materia de bases y coordi-
nación de la sanidad y de protección del
medio ambiente. Eso, sin perjuicio de
que la regulación sobre saneamiento y vi-
cios ocultos en los inmuebles se funda-
mente en el art. 149.1.8, que las tasas que
puedan establecer los entes locales para la
prestación de servicios de inspección se
basen en el art. 149.1.14 y que la regula-
ción de servidumbres acústicas de infra-
estructuras estatales y el régimen especial
de aeropuertos y equipamientos vincula-
dos al sistema de navegación y transporte
aéreo se dicte de acuerdo con lo que esta-
blecen los párrafos 13, 20, 21 y 24 del
apartado 1 del citado art. 149.

Con esta Ley, el legislador español no
invierte sólo el contenido de la denomi-
nada Directiva sobre el ruido ambiental
(2002/49/CE del Parlamento Europeo
y del Consejo, de 25 de junio, sobre eva-
luación y gestión del ruido ambiental),
sino que intenta ordenar y dar unas ba-
ses comunes al corpus normativo que en
materia de ruido han ido generando las
comunidades autónomas (en Cataluña,



la Ley 16/2002, de 28 de junio, sobre
contaminación acústica) y los entes lo-
cales. Así, una de las principales pre-
tensiones de esta Ley es dotar de más 
cohesión a la ordenación de la contami-
nación acústica en el Estado español, a
través de una determinada distribución
de competencias administrativas entre
las diferentes instancias territoriales. En
este sentido, se menciona expresamente
la competencia de los ayuntamientos
para aprobar ordenanzas sobre ruido 
y para adaptar las existentes y la planifi-
cación urbanística a las previsiones de la
Ley. Además, se especifican las compe-
tencias de las diferentes administracio-
nes públicas en relación con las obliga-
ciones que se imponen en la Ley y se
regula la información que estas adminis-
traciones deben poner a disposición del
público. El Gobierno del Estado debe-
rá fijar los objetivos de calidad acústica
aplicables a cada tipo de área acústica,
de manera que se garantice, en todo el
territorio del Estado, un nivel mínimo
de protección frente a la contaminación
acústica. El Gobierno también deberá
fijar los objetivos de calidad aplicables 
al espacio interior habitable de los edi-
ficios. Las áreas acústicas son zonas del
territorio que comparten idénticos ob-
jetivos de calidad acústica. Las comuni-
dades autónomas tienen competencia
para fijar los tipos de áreas acústicas, cla-
sificadas según el uso predominante del
suelo; sin embargo, esta Ley enmarca la
tipología mínima, y obliga al Gobierno
a establecer reglamentariamente los cri-
terios de su delimitación. La representa-
ción gráfica de las áreas acústicas sobre
el territorio dará lugar a la cartografía de
los objetivos de calidad acústica. En la
Ley, los mapas resultantes de esta repre-
sentación gráfica se conciben como ins-
trumento importante para facilitar la
aplicación de los valores límite de emi-

sión e inmisión que tiene que determi-
nar el Gobierno, aunque las comunida-
des autónomas y los ayuntamientos
pueden establecer valores límite más ri-
gurosos que los fijados por el Estado. 

La cartografía sonora prevista en la
Ley se completa con los denominados
mapas de ruido. La Directiva sobre ruido
ambiental impone a los estados miem-
bros la obligación de designar las autori-
dades y entidades competentes para ela-
borar los mapas de ruido y planes de
acción, así como para recopilar la infor-
mación que se genere, la cual tendrá que
ser transmitida por los estados miem-
bros a la Comisión y puesta a disposi-
ción de la población. El art. 4 de la Ley
fija las reglas de distribución de compe-
tencias y detalla las que le corresponden
a la Administración general del Estado,
dejando el resto a lo que disponga la le-
gislación autonómica y, en su defecto,
especifica que la competencia corres-
ponderá a la comunidad autónoma si el
ámbito territorial del mapa de ruido de
que se trate excede de un término muni-
cipal, y al ayuntamiento correspondien-
te en caso contrario. La Ley establece
también su propio calendario de aplica-
ción, y aunque afirma estar dentro de lo
que prevé la Directiva europea, puede sor-
prender que fije como plazo máximo para
aprobar los diversos tipos de mapas de
ruido los años 2007, 2008, 2012 y 2013. 

Finalmente, la Ley (que prevé tanto
medidas preventivas como correctoras)
acaba tipificando las infracciones y san-
ciones (que llegan hasta los 300.000 eu-
ros), sin perjuicio de las competencias
que tienen tanto las comunidades autó-
nomas como los ayuntamientos para es-
tablecer infracciones administrativas
adicionales. Asimismo, como principio
general, se prevé que la potestad sancio-
nadora recae preferentemente sobre las
autoridades locales, más próximas al fe-
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nómeno de contaminación acústica, y
se especifican los supuestos concretos en
que la imposición de las sanciones co-
rresponde a las comunidades autóno-
mas. Y en una cláusula final, de conte-
nido más incierto, se establece que la

Administración general del Estado sólo
ejercerá la potestad sancionadora «en el
ejercicio de sus competencias exclusi-
vas» (art. 30.1.c).

Marcel Mateu
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Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de protección a las familias numerosas
(BOE núm. 277, de 19 de noviembre; suplemento BOE núm. 23 en lengua
catalana, de 24 de noviembre).

Esta Ley pretende dar un marco le-
gal a la situación de las familias numero-
sas, y superar la Ley preconstitucional
25/1971, de 19 de junio, que se aplica-
ba, con modificaciones, hasta la presen-
te regulación. No sólo la situación social
y económica ya no es equiparable a la de
1971, sino que, por lo que aquí interesa,
la misma existencia de comunidades au-
tónomas con competencias en la mate-
ria no se contemplaba. 

Actualmente, las comunidades autó-
nomas están habilitadas para reconocer
la condición de familia numerosa y ex-
pedir y renovar el título correspondien-
te. Igualmente, pueden éstas ejercer la
potestad sancionadora en este ámbito.
Finalmente, muchos de los beneficios
para las familias numerosas se incluyen
en sectores de competencia autonómica
o incluso local.

En el título I se incluyen las disposi-
ciones de carácter básico para todo el
Estado: el concepto de familia numero-
sa, las condiciones que es necesario te-
ner en este sentido, las categorías en que
se clasifican las familias y los procedi-
mientos de reconocimiento, renova-
ción, modificación o pérdida de título.
Algunas novedades son la previsión de
nuevas situaciones familiares (monopa-
rentales, reconstituidas después de pro-
cesos de divorcio) y la equiparación en-

tre la filiación y los supuestos de acogida
o tutela. Se introducen también noveda-
des en relación con los requisitos de na-
cionalidad y residencia. Las categorías de
familia, por otra parte, se reducen a dos:
general y especial, según si tienen menos
de cinco hijos o no. Como se ha dicho,
son las comunidades autónomas las que
están autorizadas para expedir el título
que acredita la condición de familia nu-
merosa, que tiene, pese a todo, validez
en todo el territorio del Estado.

En el título II se prevén los beneficios
incluidos en el ámbito de competencias
estatal. El título II regula, además, el ré-
gimen de obligaciones, infracciones y
sanciones. Eso sí, la potestad sanciona-
dora es ejercida por la comunidad autó-
noma. La disposición adicional segunda
recoge el carácter mínimo que tienen los
beneficios incluidos en el título I: son
compatibles con otros de origen estatal,
autonómico y local. Finalmente, la dis-
posición final primera describe el marco
habilitador: la Ley es de aplicación ge-
neral en virtud de los apartados 149.1.1,
149.1.7 y 149.1.17 de la Constitución.
Los art. 11 a 16 (beneficios en materia
de actividades y servicios públicos o de
interés general) sólo se aplicarán en la
Administración general del Estado.

Antoni Roig



primera, referentes a la clasificación y
régimen jurídico de los montes (título II
de la Ley) y gestión forestal sostenible
(título III de la Ley). 

Asimismo, hay una serie de artículos
relativos a los efectos jurídicos de la in-
clusión de los montes en el Catálogo de
Montes de Utilidad Pública, asenta-
mientos registrales de montes privados,
derecho de adquisición preferente, tan-
teo y retracto, dictados al amparo de la
competencia exclusiva del Estado en
materia de legislación civil (149.1.8
CE). Los artículos dedicados a la inves-
tigación forestal (capítulo I del título V)
están dictados al amparo de la com-
petencia exclusiva del Estado en mate-
ria de fomento y coordinación general
de la investigación científica y técnica
(149.1.15 CE).

Entrando ya en su contenido, la Ley
proclama como principios inspiradores
de la nueva legislación de montes la ges-
tión sostenible, la planificación forestal
en el marco de la ordenación del territo-
rio y el fomento sostenible de la produc-
ción forestal, entre otros. Asimismo, la
Ley define el concepto de monte en el
art. 5 pormenorizadamente.

En lo que concierne a la afectación
del sistema de reparto competencial en-
tre Estado y comunidades autónomas,
hay que hacer referencia al capítulo II
del título I, donde bajo el equívoco en-
cabezamiento de «Competencias de las
administraciones públicas», la Ley se
propone clarificar las funciones de la
Administración general del Estado en
este ámbito. Partiendo de un punto de
vista legicéntrico poco acorde con la fi-
losofía de fondo del sistema competen-
cial establecido por la Constitución es-
pañola, en la exposición de motivos se
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La nueva Ley de montes del Estado
tiene por objeto actualizar la legislación
estatal en esta materia. Deroga expresa-
mente la legislación sectorial franquis-
ta de montes y forestal: Ley de patrimo-
nio forestal del Estado de 1941, Ley de
montes de 1957, Ley de incendios fo-
restales de 1968. La promulgación, aho-
ra, de esta Ley se justifica, tal como se
dice en la exposición de motivos, en la
voluntad de adaptarse al paradigma am-
biental marcado en los últimos tiempos
en las tendencias internacionales, de
acuerdo con los criterios de protección
del medio ambiente y de desarrollo sos-
tenible, tal como han sido recogidos por
la Declaración de la Asamblea de las Na-
ciones Unidas de junio de 1997. 

Asimismo, se señala la necesidad del
Estado de dotarse de un marco compe-
tencial básico en materia forestal de
acuerdo con los principios de reparto
competencial que recoge la Constitución
española de 1978 y el correspondiente
desarrollo en los estatutos de autonomía. 

En este sentido, la norma declara te-
ner un carácter básico, de acuerdo con
el art. 149.1.23 CE (legislación básica
sobre montes, aprovechamientos fores-
tales y protección del medio ambien-
te). Además del amparo genérico del ca-
rácter básico de la Ley otorgado por el 
art.  149.1.23 CE, algunos preceptos de
la Ley justifican su carácter básico al
amparo de preceptos específicos. Así, el
art. 149.1.18 (legislación básica sobre
régimen jurídico de las administracio-
nes públicas, en especial, legislación so-
bre expropiación forzosa, legislación
básica sobre contratos y concesiones ad-
ministrativas) ampara el carácter básico
de los art. 12, 14, 16, 17, 18.4, 20, 21,
36.4, 47.3 y disposición transitoria

Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de montes (BOE núm. 280, de 22 de noviem-
bre; suplemento BOE núm. 23 en lengua catalana, de 24 de noviembre).



dice que «la ley designa a las administra-
ciones autonómicas como las responsa-
bles y competentes en materia forestal».
De hecho, no es esta Ley la que designa
la Administración competente en mate-
ria autonómica, sino que son los estatu-
tos de autonomía que, en desarrollo del
art. 148.1.8 CE, prevén que las comuni-
dades autónomas podrán asumir com-
petencias en materia de montes y apro-
vechamientos forestales, disposición en
base a la cual los estatutos de autonomía
han asumido para las comunidades au-
tónomas competencia exclusiva en ma-
teria de montes y forestal. 

Siendo el marco competencial tan
claro y quedando circunscrita la compe-
tencia estatal a la legislación básica, se
hace difícil de entender las dificulta-
des del legislador estatal para reconocer
la competencia autonómica, incluso cuan-
do ésta ha sido recogida por la mayoría de
estatutos de autonomía como exclusiva.
Hay que recordar que el art. 9 del EAC
dice que la Generalidad de Cataluña
tendrá competencia exclusiva en mate-
ria de montes, aprovechamientos y ser-
vicios forestales, vías pecuarias y pastos,
espacios naturales protegidos y trata-
miento especial de zonas de montaña, de
acuerdo con la competencia estatal en
materia de legislación básica sobre pro-
tección del medio ambiente y sobre
montes, aprovechamientos forestales y
vías pecuarias.

El «reparto de competencias» que se
opera en el capítulo II del título I em-
pieza con la declaración de que son
competencias exclusivas del Estado la
gestión de los montes de su titularidad 
y la representación internacional de Es-
paña en materia forestal (art. 7). Son
también competencias del Estado, en
colaboración con las comunidades au-
tónomas, la definición de los objeti-
vos generales de la política forestal es-

pañola (estrategia forestal española,
plan forestal español, programa de ac-
ción nacional contra la desertización,
plan nacional de actuaciones prioritarias
de restauración hidrológico-forestal),
tratamiento de la información fores-
tal, normalización de los materiales para
la extinción de incendios forestales, me-
didas fitosanitarias urgentes, programas
de mejora genética y catalogación, ela-
boración de instrucciones básicas para la
conservación y aprovechamiento de los
montes, actuaciones de restauración, fo-
mento de la investigación. 

Aunque en la exposición de motivos
se dice que la Ley «opta con claridad por
la colaboración y cooperación entre ad-
ministraciones», en estas materias no se
prevén sistemas de colaboración, más
allá de la previsión, en el art. 10, que
será la Conferencia Sectorial de Medio
Ambiente la encargada de coordinar 
la Administración general del Estado
con las comunidades autónomas. Hay
que decir también que la redacción de
algunas competencias no parece demos-
trar una especial predisposición de la
Administración general del Estado para
la colaboración (por ejemplo, cuando
dice que corresponde al Estado la elabo-
ración y aprobación de las instrucciones
básicas para la ordenación y aprovecha-
miento de los montes).

La Ley también regula el régimen ju-
rídico de los montes (capítulos II a V del
título I), donde, entre otros, atribuye la
competencia de gestionar un catálogo
de montes de utilidad pública, un regis-
tro de montes protectores, al Estado. El
título III, dedicado a la gestión forestal
sostenible, incluye la regulación de una
planificación y estrategia forestal espa-
ñola (art. 29) y de un plan forestal es-
pañol competencia de las instancias esta-
tales. También se prevé un plan nacional
de actuaciones prioritarias de restaura-
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ción hidrológico-forestal y un pro-
grama de acción nacional contra la de-
sertización (art. 41), que prevé que las
comunidades autónomas podrán deli-
mitar zonas de peligro por riesgo de
inundaciones o intrusiones de nieve. La
regulación de los incendios foresta-
les también incluye definiciones de las
competencias autonómicas y las regula

(art. 43 y siguientes: establecimiento 
de un mando único para la extinción de
los incendios, declaración de zonas de
alto riesgo, etc.). El título VII, art. 67 y
siguientes, establece el régimen sancio-
nador (sin perjuicio del dispuesto por la
legislación autonómica).

Josep Pagès
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Ley 48/2003, de 26 de noviembre, de régimen económico y de prestación de
servicios de los puertos de interés general (BOE núm. 284, de 27 de no-
viembre; suplemento BOE núm. 24 en lengua catalana, de 1 de diciembre).

Esta Ley pretende ser una herramien-
ta de modernización de los puertos de
interés general, a través de la colabora-
ción de instituciones, figuras y concep-
tos del ámbito público y del privado.
Podemos enmarcarla en la tendencia
marcada en la última década, parcial-
mente como consecuencia de la liberali-
zación inherente a la pertenencia a la
Unión Europea, de introducir la inicia-
tiva privada en esferas formalmente pú-
blicas como un elemento dinamizador.
Esta consolidación o confirmación de la
iniciativa privada (ya existía en la nor-
mativa anterior, la Ley 27/1992, de 24
de noviembre, de puertos del Estado y de
la marina mercante, reformada por la
Ley 62/1997, de 26 de diciembre) tiene
como objetivo favorecer la libre compe-
tencia, cosa que, según los planteamien-
tos de la Ley, mejorará el servicio y hará
los puertos más eficientes en la gestión.
Los grandes bloques de la Ley son: 

a) Régimen económico del sistema
portuario de titularidad estatal. En este
título se establecen los principios bási-
cos de su régimen económico, que son:
autonomía, autofinanciación, optimi-
zación de la gestión económica, soli-
daridad entre los organismos públi-

cos portuarios, competencia entre los
puertos de interés general, libertad ta-
rifaria, mejora de su competitividad y
fomento de la participación de la ini-
ciativa privada (art. 1). En este aparta-
do destacan, entre otros, la obligación
de que los ingresos de las diversas auto-
ridades portuarias cubran no sólo los
gastos de explotación, sino también
nuevas inversiones que les permitan
mejorar o modernizar los servicios que
prestan, la libertad de establecer sus ta-
rifas cuando se trate de servicios que
concurran con la iniciativa privada
(con la obligación, eso sí, de que la tari-
fa cubra los costes del servicio), o la po-
sibilidad de reducir el importe de sus
tasas en los ámbitos de no concurrencia
con la iniciativa privada, en caso de un
funcionamiento eficiente de la auto-
ridad portuaria de que se trate (preci-
samente para motivar esta eficacia).
También se prevén bonificaciones que
pueden tener finalidades diversas, como,
por ejemplo, el interés de potenciar el
papel de España como plataforma lo-
gística internacional.

b) Régimen de planificación, presu-
puestario, tributario, de funcionamien-
to y de control. En el primer ámbito, se



introducen los planes estratégicos y los
planes directores, además de los ya exis-
tentes planes de empresa. Todos serán
aprobados por Puertos del Estado con la
colaboración de las autoridades por-
tuarias (como ya se hacía con los planes 
de empresa). En lo que concierne a los
otros regímenes, se refunde lo que ya se
había modificado a través de leyes espe-
cíficas, que ahora queda recogido en
este único texto. 

c) La prestación de servicios. Se distin-
gue entre servicios portuarios y servicios
comerciales y es en el ámbito de éstos úl-
timos donde se promueve la entrada de
la iniciativa privada, manteniéndose la
pública sólo cuando no exista iniciati-
va privada o esta iniciativa sea insufi-
ciente (principio de subsidiariedad). 

d) La regulación del régimen de uso
del dominio público portuario, que
también pretende incentivar la libe-
ralización, introduciendo mecanismos 
que estimulen la participación privada
(como, por ejemplo, el incremento de
la duración máxima de las concesiones
—de 30 a 35 años— con el fin de ha-
cerlas más atractivas a las potenciales
empresas concesionarias) y establecer
con claridad las potestades propias de
la Administración portuaria en este
ámbito.

No parece que pueda haber ningún
conflicto competencial con la aproba-
ción de esta Ley. El propio título de la
Ley hace referencia indirecta a la com-
petencia estatal, al definir los «puertos
de interés general» como objeto de la re-

gulación. Esta denominación coincide
con la reserva competencial en favor del
Estado hecha por el art. 149.1.20 de la
Constitución y, en sentido negativo, por
el art. 9.15 del Estatuto de autonomía
de Cataluña. De hecho, la disposición
final primera de la Ley legitima, compe-
tencialmente, la elaboración de la Ley
por parte del Estado en las competen-
cias sobre puertos de interés general y
hacienda (art. 149.1.14 CE). Resulta 
razonable la referencia al apartado 14
del art. 149.1 de la Constitución si te-
nemos en cuenta que, entre otras cosas,
la Ley regula los principios que tie-
nen que seguir las tasas que cobran las
diversas autoridades portuarias de estos
puertos.

Por otro lado, en el caso de puertos de
interés general cuya gestión directa no
se reserve al Estado (art. 11.8 del Estatu-
to), como estamos ante una competen-
cia ejecutiva de la Generalidad que no
incluye competencia normativa (más
allá de la autoorganización), la compe-
tencia estatal para regular la materia no
ofrece ninguna duda. El contenido de la
Ley tampoco parece afectar a otras titu-
laridades competenciales autonómicas
que pueden concurrir con las activida-
des portuarias (como, por ejemplo, la
ordenación territorial, el urbanismo o 
el medio ambiente). No hay nada en el
texto que haga pensar en una vulnera-
ción o ignorancia de estas competencias
autonómicas. 

Francesc Guillén
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las condiciones legalmente establecidas
que los propietarios pueden considerar
demasiado onerosas o, como mínimo,
rígidas) y que las fincas que sí son efecti-
vamente explotadas no tengan las dimen-
siones necesarias para ser competitivas,
la Ley establece medidas que pretenden
evitar estas situaciones.

Estas medidas que pretenden agilizar
el mercado del alquiler de fincas son de
índole diversa:

a) En primer lugar, se da mucha au-
tonomía a las partes para que establez-
can las condiciones contractuales que
consideren oportunas. El criterio gene-
ral es que estos contratos se rigen por
aquello que las partes han acordado ex-
presamente, siempre que no se oponga a
la Ley (art. 1.2). Los límites a esta auto-
nomía de la voluntad no son excesivos: 

—La duración mínima del alquiler
tiene que ser de tres años (las cláusulas
que estipulen una duración inferior se-
rán nulas y se tendrán por no puestas 
—art. 12—).

—Los contratos tienen que constar
por escrito (las partes pueden también
formalizarlo en documento público)
(art. 11).

—El alquiler puede finalizar de dos
maneras (si no se da ninguna, estaremos
ante una prórroga tácita): 

• El arrendatario pone la finca a dis-
posición del propietario al final del pe-
riodo de tres años. 

• El arrendador comunica su voluntad
de recuperar la posesión al arrendatario
con una antelación de un año (art. 12.3). 

—Serán nulos los pactos que impon-
gan al arrendatario restricciones en los
cultivos o en el destino de los produc-
tos (excepto aquellas que intenten pre-

ACTIVIDAD NORMATIVA... 109

Ley 49/2003, de 26 de noviembre, de arrendamientos rústicos (BOE núm.
284, de 27 de noviembre; suplemento BOE núm. 24 en lengua catalana,
de 1 de diciembre). 

Esta Ley reforma el régimen de los
arrendamientos rústicos para hacer-
los más ágiles con la finalidad última de
favorecer la creación de explotaciones
suficientemente grandes como para que
sean rentables. La Legislación anterior,
la Ley 83/1980, de 31 de diciembre,
partía de posicionamientos diferentes y
pretendía, más que la rentabilidad de las
explotaciones, mantener la colonización
del territorio, el tejido rural, así como la
figura del agricultor a título principal.
Es decir, de alguna manera dificultaba la
movilidad de las tierras con el fin de
proteger a aquellos que se dedicaban a la
tierra, pero que no eran suficientemente
fuertes, de aquellos otros que, sin dedi-
carse a ello de manera principal, podían
fácilmente impedirles continuar disfru-
tando de las tierras para su explotación.
Esta rigidez fue aplacada por la Ley
19/1995, de 4 de julio, de moderniza-
ción de las explotaciones agrarias, que
introdujo incentivos con el fin de per-
mitir un acceso más fácil a la propiedad
y al arrendamiento cuando se tratara de
constituir o consolidar explotaciones ca-
lificadas de prioritarias.

La nueva Ley se hace eco, por una par-
te, de tendencias normativas comunita-
rias (Declaración de Cork de 9 de no-
viembre de 1996 y Reglamento (CE)
núm. 1257/1999 del Consejo, de 17 de
mayo de 1999), y, por otra, de una reali-
dad sociológica evidente: cada vez más las
explotaciones agrícolas o ganaderas tie-
nen como titulares a personas de más de
50 años que no tienen sucesores claros al
frente de la explotación. Ante el riesgo
de que queden suelos sin explotar por la
dificultad de la compra (precios excesi-
vamente caros) y del alquiler (debido a



venir que la tierra se estropee o vengan
impuestas por la normativa vigente 
—art. 8.2—).

—Arrendador y arrendatario están
obligados a llevar a término las mejoras
necesarias que tiendan a conservar la
finca en un estado útil o que sean acor-
dadas por la comunidad de regantes (el
primero) y las mejoras e inversiones que
sean propias del empresario agrario en el
desarrollo normal de su actividad (el se-
gundo), tal como se establece en el capí-
tulo VI de la Ley.  

b) Se permite compatibilizar diversos
arrendamientos, siempre que sean com-
patibles y principales (art. 4.1).

c) Se permite contratar a cualquier
persona física o jurídica y también a las
comunidades de bienes (art. 9.1 y 2).

d) Se suprimen los derechos de tan-
teo y de retracto. 

e) Se permite la cesión y el subarren-
damiento, aunque con algunos límites
(consentimiento expreso del arrenda-
dor) (art. 23). 

La incidencia que puede tener esta
Ley en el ámbito de competencias de
las comunidades autónomas, y más
concretamente de la Generalidad de
Cataluña, no parece que sea relevante. 
De hecho, en la Ley sólo hay dos refe-
rencias explícitas a las comunidades au-
tónomas: 

1. «Las comunidades autónomas su-
ministrarán anualmente al Estado la in-
formación de que dispongan sobre los
contratos de arrendamientos rústicos
subscritos en su respectivo territorio»
(véase la disposición adicional terce-
ra), mandato que no parece afectar al
ámbito competencial autonómico, ya
que esta obligación de informar pode-
mos incluirla claramente en la obli-
gación de coordinación de las diversas
administraciones públicas (este manda-

to ya estaba incluido en el art. 2 de la 
Ley 12/1983, de 14 de octubre, del pro-
ceso autonómico, que pasó el filtro de su
constitucionalidad en la STC 76/1983,
de 5 de agosto, y en el artículo 4 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
régimen jurídico de las administracio-
nes públicas y del procedimiento admi-
nistrativo común).

2. Cuando, en la disposición final se-
gunda, se refiere al ámbito de aplicación
de la Ley establece: «Esta ley será de
aplicación en todo el territorio nacional,
sin perjuicio de la normativa de aplica-
ción preferente que dicten las comuni-
dades autónomas con competencia en
materia de derecho civil, foral o espe-
cial». Referencia que también aparece al
hablar de las aparcerías (capítulo IX),
donde también establece que el conteni-
do de la Ley sólo se aplicará en defec-
to de pacto expreso, de normas forales 
o derecho especial o de costumbre. La
referencia a los derechos forales o espe-
ciales es un reconocimiento de la apli-
cación preferente de la normativa auto-
nómica sobre aparcería, en este caso 
en las comunidades que, como Cata-
luña, tienen derecho civil, foral o espe-
cial propio.

Esta referencia es coherente con la
justificación competencial que hace la dis-
posición final primera de la Ley, que
basa fundamentalmente la competencia
estatal para la elaboración de esta Ley
en la competencia atribuida al Estado
por el art. 149.1.8 de la Constitución,
ya que este precepto establece como lí-
mite a la competencia estatal la con-
servación, modificación y desarrollo de
su derecho civil, foral o especial por
parte de las comunidades autónomas
que lo posean.

Francesc Guillén
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políticos, los acuerdos de los órganos
locales, los servicios públicos de com-
petencia local, ya sea directa o indi-
recta, estableciéndose que «en ningún
caso podrán prestarse por gestión indi-
recta ni mediante sociedad mercan-
til de capital social exclusivamente 
local los servicios públicos que impli-
quen ejercicio de autoridad» (art. 85.3), 
los consorcios con otras administra-
ciones públicas, o la creación de la Co-
misión Nacional de Administración 
Local como órgano permanente para 
la colaboración entre la Administra-
ción general del Estado y la Adminis-
tración local. 

En segundo término, hay que desta-
car que el título IX de la Ley de bases de
régimen local pasa a denominarse «Or-
ganizaciones para la cooperación entre
las administraciones públicas en mate-
ria de Administración local». El tercer
ámbito de reformas consiste en adicio-
nar diversos preceptos para facilitar la
participación de los vecinos en la vida
institucional de los entes locales (art. 70
bis, 85 bis, ter, 120 bis, así como diver-
sas disposiciones adicionales). En cuar-
to lugar hay que destacar el régimen de
organización de los municipios de gran
población, incorporado en el nuevo 
título X LBRL. El mismo establece 
un régimen orgánico para los muni-
cipios con más de 250.000 habitan-
tes, las capitales de provincia con más
de 175.000 habitantes, los municipios 
capitales de provincia, capitales auto-
nómicas o sede de instituciones au-
tonómicas y los municipios de pobla-
ción superior a los 75.000 habitantes
que presenten circunstancias económi-
cas, sociales, históricas o culturales es-

Ley 57/2003, de 16 de diciembre, de medidas para la modernización del go-
bierno local (BOE núm. 301, de 17 diciembre; suplemento BOE núm. 1
en lengua catalana, de 1 de enero de 2004). 

Al amparo de la competencia estatal
prevista en el art. 149.1.18, se realizan
diversas reformas en la Ley 7/1985, re-
guladora de las bases del régimen local.
En primer lugar, se modifican los art. 4,
12, 13, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 32,
33.3, 34.1.c, k y m, 34.2, 35, 36, 41,
44, 47, 52.2.a, 70, 73.3, 85, 87, 108, y
117, el art. 7 de la disposición adicio-
nal segunda y la disposición adicional
quinta. Así, se definen las potestades
municipales y de los demás entes lo-
cales, la creación y supresión de muni-
cipios, los derechos y deberes de los 
vecinos, y la organización del régimen
común. Hay alcalde, tenientes de al-
calde y pleno en todos los ayuntamien-
tos. La junta de gobierno local en los
municipios con más de 5.000 habitan-
tes, o cuando así se establezca reglamen-
tariamente o lo acuerde el pleno. Se crea-
rán órganos de estudio y asesoramiento
de los órganos decisorios, sin perjuicio de
las competencias de control que corres-
ponden al pleno. Se crea también la co-
misión especial de sugerencias y recla-
maciones, así como la comisión especial
de cuentas. Esta organización tiene ca-
rácter básico y puede ser complemen-
tada por la legislación autonómica. El
alcalde goza de amplios poderes ejecu-
tivos (art. 21), aunque puede delegar el
ejercicio de sus atribuciones, salvo las
establecidas en el art. 21.3, que se con-
sideran indelegables. El art. 22.2 es-
tablece las competencias indelegables
del pleno. También se regula la organi-
zación de las diputaciones provincia-
les (art. 32 y s.), y los cabildos insulares
(art. 41). Asimismo, se regula el régi-
men de las sesiones del pleno y de las
actuaciones de sus miembros en grupos



peciales, aunque en los dos últimos ca-
sos se exige que así lo decida el Parla-
mento autonómico. Una parte de dicho
título (capítulos II y III) es aplicable
también a los cabildos insulares de po-
blación superior a los 175.000 habitan-
tes o de más de 75.000 si así lo decide 
el Parlamento autonómico. Los órga-
nos que se consideran necesarios en los
grandes núcleos de población son el
pleno, las comisiones del pleno, el alcal-
de, los tenientes de alcalde y la junta de
gobierno local, así como la exigencia de
la división territorial en distritos, los ór-
ganos superiores y directivos, la asesoría
jurídica, los mecanismos de participa-
ción ciudadana, el consejo social de la
ciudad y la comisión especial de suge-
rencias y reclamaciones. El papel del al-
calde es uno de los que se redimensio-
na, puesto que puede ostentar menos
funciones gestoras o ejecutivas que en
los casos de régimen común. La junta
de gobierno local se diseña como el ór-
gano que debe ejercer el gobierno del
municipio, en el caso anterior, con la
posibilidad de que un tercio como má-
ximo pueden no ser concejales. Por su
parte, los distritos pretenden aproximar
el gobierno local a los ciudadanos,
mientras que el consejo social de la ciu-
dad se presenta como el foro participa-
tivo de tipo consultivo especialmente
de las organizaciones económicas y so-
ciales, y la comisión de sugerencias y re-
clamaciones, formada por miembros
del pleno, con participación de todos
los grupos, debe garantizar la participa-

ción de los vecinos y la defensa de sus
derechos. La Ley exige que las funcio-
nes de ase-soría jurídica y económica
estén dirigidas por profesionales que
gocen de la condición de funcionario.
El capítulo III, relativo a la gestión eco-
nómico-financiera, pone énfasis en los
criterios de gestión, y en la posibilidad
de crear un órgano de gestión tributa-
ria, «responsable de ejercer como propias
las competencias que a la Administra-
ción tributaria le atribuye la legislación
tributaria» (art. 135.1), regula el papel
de la intervención general municipal y el
órgano para la resolución de las reclama-
ciones económico-administrativas. Por
su parte, el nuevo título XI hace referen-
cia a la «Tipificación de las infracciones
y sanciones por las entidades locales en
determinadas materias», en defecto de
normativa sectorial específica, por me-
dio de las correspondientes ordenanzas.

Finalmente, varias disposiciones tran-
sitorias regulan la adaptación a la nueva
normativa, en lo referente al régimen de
municipios de gran población y el rol 
de los funcionarios de Administración
local con habilitación de carácter na-
cional, el régimen económico de las en-
tidades públicas empresariales, y los 
organismos autónomos. La disposición
transitoria cuarta afirma que hasta que
no se apruebe el régimen especial de la
ciudad de Barcelona, el título X de la Ley
no será aplicable a dicho municipio. La
Ley entra en vigor el 1 de enero de 2004.

Joan Lluís Pérez Francesch
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munidades autónomas financiadas por
el régimen común habrán de aplicar 
la Ley general tributaria tanto a los tri-
butos que le sean cedidos —la mayoría
de sus respectivos sistemas tributa-
rios— como a los tributos propios. Las
comunidades autónomas de régimen
especial, en cambio, aplicarán la Ley ge-
neral tributaria en función de sus res-
pectivas leyes de concierto y convenio
con el Estado.

Finalmente se ha de hacer un inciso
en relación con la distribución del poder
tributario. El art. 4 de la nueva Ley ge-
neral tributaria recoge la distribución
del poder tributario que se establece en
el art. 133 de la Constitución. El poder
originario corresponde al Estado, y las
comunidades autónomas y entes locales
pueden establecer y exigir tributos en
función de lo dispuesto por la Constitu-
ción y las leyes. La lectura que ha de ha-
cerse del precepto no es en el sentido de
un poder originario estatal y uno deriva-
do para el resto de los entes territoriales.
Todos ellos tienen poder financiero y
tributario, desde el propio texto consti-
tucional, sin perjuicio de que los límites
para su ejercicio sean diferentes.

Se trata de una Ley que ha sido consi-
derada como básica desde su versión de
1963. Estado, comunidades autónomas
y, cómo no, entes locales han organiza-
do y gestionado sus respectivos sistemas
tributarios por medio de lo dispuesto en
su texto. Con el nuevo texto, aquel ca-
rácter pasa a ser expreso de acuerdo con
las competencias a las que apela el Esta-
do en su art. 1.1.

José Antonio Fernández Amor

ACTIVIDAD NORMATIVA... 113

Ley 58/2003, de 17 de diciembre, general tributaria (BOE núm. 302, de 18 de
diciembre; suplemento BOE núm. 1 en lengua catalana, de 1 de enero 
de 2004).

La Ley general tributaria ha estado vi-
gente desde 1963. Con diversas en-
miendas, en todo este tiempo se ha eri-
gido en la piedra clave de la bóveda
tributaria. No a través del estableci-
miento de tributos concretos, sino por
medio del establecimiento de los con-
ceptos generales del derecho tributario.
Su contenido ha consistido tanto en as-
pectos jurídico-materiales como pueden
ser la estructura de los tributos, como 
en aspectos jurídicos formales como es
la regulación de los diversos procedi-
mientos de gestión.

La Ley 58/2003 es fruto de acometer
una revisión de la norma de 1963, ade-
más de otros textos relacionados con la
materia, de manera que se conforma
como la codificación en nuestro ordena-
miento de la normativa general relativa
a los tributos. En un primer momen-
to podría pensarse que su regulación
sólo atañe al ordenamiento estatal. Sin
embargo no es ésa la impresión que se
desprende de su lectura. Atendiendo a
lo que dispone el art. 1, se observa que
tiene una expansión hacia el ámbito 
autonómico. 

El legislador estatal fundamenta su
regulación en los títulos 1, 8, 14 y 18
del art. 149.1 CE. En consecuencia, se
convierte en regulación que ha de ser
seguida por las comunidades autóno-
mas a la hora de aplicar sus tributos.
Además hace la salvedad de que la regu-
lación establecida ha de aplicarse sin
perjuicio de lo dispuesto en las leyes
que aprueban el Convenio de la Comu-
nidad Autónoma de Navarra y el Con-
cierto con la Comunidad Autónoma
del País Vasco. En consecuencia, las co-



Esta Ley sustituye al Real decreto ley
14/1999, de 17 de septiembre, sobre fir-
ma electrónica. Después de la ratifica-
ción por el Congreso de los Diputados,
se acordó tramitar este último como
proyecto de ley, para incorporar modifi-
caciones. Esta iniciativa decayó, ya que
en marzo de 2000 se acabó el mandato
parlamentario. La Ley incorpora la Di-
rectiva 1999/93/CE, del Parlamento
Europeo y del Consejo, de 13 de di-
ciembre de 1999, por la cual se establece
un marco comunitario para la firma
electrónica. Se pretende fomentar el uso
de la firma electrónica en los trámites
realizados con las administraciones pú-
blicas. Por lo tanto, se amplía el ámbito
anterior limitado al sector tributario y a
la Seguridad Social. Por otra parte, se
prevé un documento nacional de identi-
dad electrónico. Finalmente, se regula la
utilización de la firma electrónica en 
las empresas, mediante sus representan-
tes. A continuación exponemos algunos
contenidos.

Los sujetos que hacen posible el uso de
la firma electrónica son llamados presta-
dores de servicios de certificación. A este
efecto, expiden certificados electrónicos
que relacionan la firma electrónica con la
identidad personal del signatario. La Ley
obliga a los prestadores de servicios de
certificación a gestionar permanente-
mente los certificados expedidos. Los de-
talles de esta gestión tienen que recogerse
en una declaración de prácticas de certifi-
cación, donde se prevén las condiciones
de solicitud, expedición, uso, suspensión
y extinción de los certificados. Hay un
servicio de consulta, que debe ser accesi-
ble, donde se indica la vigencia o falta de
vigencia del certificado.

La Ley prevé también unos certifica-
dos reconocidos, que son certificados emi-
tidos con unos requisitos calificados 
en cuanto al contenido, la comproba-
ción de la identidad y la fiabilidad. La
firma reconocida tiene el mismo valor
respecto de los datos electrónicos que 
la firma manuscrita. Por lo tanto, una
equiparación con la firma manuscri-
ta sólo es posible si se basa en un certifica-
do reconocido, y ha sido creada con un
certificado seguro de creación (de acuer-
do con lo que prevé la Ley 21/1992, de
16 de julio, de industria y las disposicio-
nes de desarrollo), y utilizando las nor-
mas técnicas publicadas en el Diario
Oficial de las Comunidades Europeas o,
excepcionalmente, aprobadas por el mi-
nisterio estatal competente. 

Se prevé, por otra parte, una obliga-
ción de constituir una garantía econó-
mica de tres millones de euros por parte
de los prestadores de servicios de certifi-
cación. No se prevé ningún mecanismo
de autorización previa, y por tanto se re-
fuerzan los controles e inspecciones por
parte del ministerio competente. Por otra
parte, como se ha dicho, el nuevo DNI
electrónico acredita la identidad de su
titular en cualquier procedimiento ad-
ministrativo, y permite la firma elec-
trónica de documentos. Otro aspecto
relevante es que el soporte donde se en-
cuentran los datos firmados electrónica-
mente es considerado prueba documen-
tal a efectos judiciales. Finalmente, se
prevé, como hemos dicho, la actuación
de las personas jurídicas como signata-
rios, sin restringir esta opción al ámbito
tributario, como sucedía antes.

Antoni Roig
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Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de firma electrónica (BOE núm. 304, de 20
de diciembre; suplemento BOE núm. 1 en lengua catalana, de 1 de enero
de 2004). 



No es momento ahora de hacer nin-
gún comentario con respecto a las rela-
ciones entre las leyes de presupuestos y
las leyes de acompañamiento. Pero su
desarrollo paralelo y su aprobación con-
temporánea permiten que estas normas
sean objeto de exposición conjunta.

La norma presupuestaria estatal tiene
como objeto el sector público del Esta-
do exclusivamente, y no forma parte de
su contenido que se pueda adjudicar a
las comunidades autónomas o entes lo-
cales. Ahora bien, ello no significa que
su regulación no tenga trascendencia
para las primeras. Se ha de pensar que el
sistema de financiación autonómico in-
cluye actividades del Estado que le van a
suponer gastos y, para las comunidades,
ingresos. El título VII, capítulo II es la
evidencia de lo que se expone. El siste-
ma de financiación autonómico se basa,
principalmente, en ingresos de tributos
cedidos como el IRPF, el IP o el IVA.
Esta cesión no figura como un gasto es-
tatal sino que se trata de una atribución
directa a las comunidades. Ahora bien,
el sistema de financiación se cierra con el
denominado Fondo de Suficiencia que
sí está constituido por recursos del Esta-
do que hay que transferir a las comu-
nidades autónomas. La Ley de presu-
puestos recoge la regulación de esta
transferencia. También se regula la de-
terminación del sistema de aplicación
de las garantías de financiación de los
servicios de asistencia sanitaria. Se pre-
vé, como cierre, el régimen de transfe-
rencia correspondiente al coste efectivo

de los servicios que puedan ser asumi-
dos por las comunidades autónomas.

Los fondos de compensación terri-
torial, compuestos del fondo de com-
pensación y el fondo complementario,
también son objeto de regulación. El
primero responde a la idea de solidari-
dad, es decir, viene a ser el instrumento
a través del cual el Estado realiza la re-
distribución de la renta y procura el
equilibrio territorial. El segundo va des-
tinado a gastos de inversión en los que
puedan incurrir las comunidades autó-
nomas, si bien pueden financiarse tam-
bién gastos corrientes de las inversiones
que se financien con el primero o con
dotaciones del segundo.

El segundo texto que es objeto de es-
tas líneas es la Ley de acompañamiento.
Con esta Ley se incide en varios aspectos
de nuestro ordenamiento que van desde
la materia fiscal hasta la materia labo-
ral pasando por la puramente adminis-
trativa. En principio, se trata de regular
competencias estatales, con lo cual la in-
cidencia en el ámbito autonómico no es
directa.

Ahora bien, es difícil pensar que no
tienen ninguna incidencia. Se regulan
modificaciones en diversos impuestos
cedidos como el IRPF, el IS, el IP, el
ISD, el IVA, el ITPAJD o los IIEE. A
ello cabe añadir que se incide en el régi-
men económico fiscal de Canarias al
modificar aspectos del impuesto general
indirecto canario. 

José Antonio Fernández Amor
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Ley 61/2003, de 30 de diciembre, de presupuestos generales del Estado para el
año 2004, y Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, admi-
nistrativas y del orden social (BOE núm. 313, de 31 de diciembre; suple-
mento BOE núm. 3 en lengua catalana, de 31 de enero de 2004).





Disposiciones diversas 2003

Real decreto 116/2003, de 31 de ene-
ro. [Recaudación de tributos]. (BOE
núm. 28, de 1 de febrero).

La Ley 46/2002, de 18 de diciembre,
de reforma parcial del impuesto sobre la
renta de las personas físicas y por la que
se modifican las leyes de los impuestos
sobre sociedades y sobre la renta de no
residentes, ha introducido en la Ley
41/1998, de 9 de diciembre, del im-
puesto sobre la renta de no residentes y
normas tributarias, mejoras orientadas a
la consecución de un triple objetivo: fa-
cilitar la internacionalización de la em-
presa española, tanto desde el punto de
vista de la inversión como de la movili-
dad geográfica del factor trabajo, favore-
cer la atracción de inversiones extranje-
ras y mejorar los mecanismos de control
para evitar el fraude fiscal.

El Real decreto analizado responde al
desarrollo reglamentario de los nuevos
preceptos legales y aborda las siguientes
materias: elementos afectos al estableci-
miento permanente, obligaciones de re-
tención sobre las rentas del trabajo en
caso de cambio de residencia y entida-
des en atribución de rentas. El plazo
para solicitar la devolución de cantida-
des ingresadas en exceso sobre las que 
se deriven de la aplicación de un conve-
nio de doble imposición se amplía con
carácter general, quedando fijado en cua-

tro años. De esta manera se ajusta a la
práctica internacional más extendida.
No obstante, se habilita al ministro para
fijar un plazo distinto en caso de que no
exista la lógica reciprocidad en el Estado
de residencia del contribuyente. A su
vez, también modifica el Real decreto
1080/1991, de 5 de julio, para introdu-
cir la posibilidad de excluir de la lista de
paraísos fiscales a los países y territorios
que se comprometan a intercambiar in-
formación con la Administración espa-
ñola. Dicho compromiso ha de quedar
plasmado en un acuerdo específico de
intercambio de información o en un
convenio para evitar la doble imposi-
ción con cláusula de intercambio de in-
formación.

Real decreto 117/2003, de 31 de ene-
ro. [Medio ambiente]. (BOE núm. 33,
de 7 de febrero).

Regula la limitación de emisiones de
compuestos orgánicos volátiles debidas al
uso de disolventes en determinadas acti-
vidades.

Real decreto 90/2003, de 24 de ene-
ro. [Buques. Marina mercante]. (BOE
núm. 30, de 4 de febrero).

Regula las reglas y estándares co-
munes para las organizaciones de ins-
pección y control de buques y para las
actividades correspondientes de la Ad-
ministración marítima.
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Real decreto 99/2003, de 24 de enero.
[Productos químicos]. (BOE núm. 30,
de 4 de febrero).

Modifica el Reglamento sobre no-
tificación de sustancias nuevas y clasifi-
cación, envasado y etiquetado de sus-
tancias peligrosas, aprobado por el Real 
decreto 363/1995, de 10 de marzo.

Real decreto 100/2003, de 24 de ene-
ro. [Sanidad animal]. (BOE núm. 30,
de 4 de febrero).

Modifica el Real decreto 1911/2000,
de 24 de noviembre, que regula la des-
trucción de los materiales especificados
de riesgo en relación con las encefalopa-
tías espongiformes transmisibles.

Real decreto 120/2003, de 7 de febre-
ro. [Reproducción humana asistida].
(BOE núm. 40, de 15 de febrero).

La Ley 35/1988, de 22 de noviembre,
sobre técnicas de reproducción asistida,
constituyó en su momento una valiosa
aportación para el desarrollo de estas
técnicas en nuestro país. En el caso de la
utilización para la fecundación con fi-
nes reproductivos de ovocitos o tejido
ovárico congelado, la anterior Ley es-
tablece que no se autorizará la criocon-
servación de ovocitos con fines de re-
producción asistida en tanto no haya
suficientes garantías sobre su viabilidad
después de su descongelación. Confor-
me al criterio manifestado por la Comi-
sión Nacional de Reproducción Humana
Asistida, la experiencia posterior acu-
mulada en investigación básica sobre
congelación de ovocitos y tejido ovári-
co, desarrollada conforme a lo dispuesto
en la Ley 35/1988, ha mejorado las ex-
pectativas mencionadas. Esa situación,
así como la posible utilización de dichas
técnicas para resolver ciertos casos de este-
rilidad sobrevenida por el sometimiento
de las pacientes a tratamientos potencial-

mente esterilizantes y su posible contri-
bución a resolver otros problemas en el
campo de la reproducción humana asis-
tida, aconsejan ahora efectuar la regu-
lación de las condiciones en las que lle-
var a cabo en nuestro país experiencias
controladas mediante las que se evalúe 
si existen las garantías suficientes an-
tes citadas, que, en su caso, permitan
con carácter general la crioconserva-
ción de ovocitos o tejido ovárico y su
posterior fecundación, contribuyendo
así al perfeccionamiento de las técni-
cas de reproducción humana asistida 
a las que se refiere el artículo 16.1.a de 
la Ley 35/1988.

El presente Real decreto, que tiene ca-
rácter de norma básica, establece la
competencia de las comunidades autó-
nomas para autorizar las experiencias
controladas de fecundación de ovocitos
o de tejido ovárico previamente conge-
lados. Sin embargo, de acuerdo con lo
establecido en la Ley 35/1988 en rela-
ción con el ejercicio de funciones dele-
gadas por parte de la Comisión Nacio-
nal de Reproducción Humana Asistida,
el carácter todavía excepcional de estas
experiencias justifica que, con carácter
previo a la autorización autonómica,
deba emitirse un informe previo y favo-
rable por la mencionada comisión.

Real decreto 140/2003, de 7 de febre-
ro. [Aguas]. (BOE núm. 41, de 21 de fe-
brero).

Establece los criterios de la calidad del
agua de consumo humano.

Real decreto 178/2003, de 14 de fe-
brero. [Comunidad Europea. Libre cir-
culación de personas]. (BOE núm. 46,
de 22 de febrero).

Con motivo de la adhesión de España
a las Comunidades Europeas, se dictó 
el Real decreto 1099/1986, de 26 de
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mayo, sobre entrada, permanencia y tra-
bajo en España de ciudadanos de los 
estados miembros de las Comunida-
des Europeas, en el que se regulaban las
formalidades administrativas para el
ejercicio de los derechos de entrada y
permanencia en España por parte de los
ciudadanos de sus estados miembros
para la realización de actividades asala-
riadas o no asalariadas o para prestar o
recibir servicios al amparo de lo esta-
blecido en el Tratado de la Comunidad
Económica Europea.

Posteriormente, la adopción por el
Consejo del Reglamento (CEE) núm.
2194/1991, de 25 de junio, relativo al
periodo transitorio aplicable a la libre
circulación de los trabajadores entre Es-
paña y Portugal y los otros estados miem-
bros, las directivas 90/364/CEE, relativa
al derecho de residencia; 90/165/CEE,
relativa al derecho de residencia de los
trabajadores por cuenta ajena o por cuen-
ta propia que hayan dejado de ejercer
una actividad profesional, y 93/96/CEE,
relativa al derecho de residencia de los
estudiantes, motivaron que se dictase el
Real decreto 766/1992, de 26 de junio,
sobre entrada y permanencia en España
de nacionales de estados miembros de
las Comunidades Europeas.

La entrada en vigor, el 1 de enero de
1994, del Acuerdo ratificado por Espa-
ña el 26 de noviembre de 1993, sobre el
espacio económico europeo, así como la
necesaria adecuación del citado Real de-
creto a la jurisprudencia emanada del
Tribunal de Justicia de las Comunidades
Europeas, obligaron a modificar el Real
decreto 766/1992, de 26 de junio, por
el Real decreto 737/1995, de 5 de mayo,
y por el 1710/1997, de 14 de noviem-
bre. Además, el Acuerdo de 21 de junio
de 1999, entre la Comunidad Europea y
la Confederación Suiza, sobre libre cir-
culación de personas, entró en vigor el 1

de junio de 2002, y mediante el cual se
concedió a los ciudadanos suizos y a los
miembros de sus familias la aplicación
del mismo tratamiento que a los ciudada-
nos de los estados miembros de la Unión
Europea y a sus familiares.

La firma el 28 de julio de 2000, en
Marsella, por los ministros del Interior
de Francia, Alemania, Italia y España, de
una declaración en la que se compro-
metían a suprimir la obligación de poseer
una tarjeta de residencia en determinados
supuestos, obliga a introducir las corres-
pondientes adaptaciones en el régimen con-
templado en los reales decretos mencio-
nados. Conforme a lo anterior, es necesario
introducir la no exigencia de tarjeta de
residencia para los nacionales de los es-
tados miembros de la Unión Europea y
de otros estados parte del Acuerdo sobre
el espacio económico europeo que sean
activos, beneficiarios del derecho a resi-
dir con carácter permanente, estudian-
tes o familiares de estas personas que
sean a su vez nacionales de los mencio-
nados estados. 

Real decreto 180/2003, de 14 de fe-
brero. [Auditoría de cuentas]. (BOE
núm. 50, de 27 de febrero).

Modifica el Real decreto 1636/1990,
de 20 de diciembre, que aprueba el Re-
glamento que desarrolla la Ley 19/1988,
de 12 de julio, de auditoría de cuentas.

Real decreto 207/2003, de 21 de fe-
brero. [Fuerzas Armadas]. (BOE núm.
55, de 5 de marzo).

Aprueba el Reglamento de cuerpos,
escalas y especialidades de las Fuerzas
Armadas.

Real decreto 209/2003, de 21 de febre-
ro. [Procedimiento administrativo. Técni-
cas electrónicas, informáticas y telemáti-
cas]. (BOE núm. 51, de 28 de febrero).
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Este Real decreto se ha dictado con el
objetivo de que las administraciones pú-
blicas consigan una efectiva extensión e
implantación del uso de las herramien-
tas tecnológicas entre los ciudadanos y,
especialmente, entre las pequeñas y me-
dianas empresas.

En este marco, en la Ley 24/2001, de
27 de diciembre, de medidas fiscales,
administrativas y del orden social, se
modificaron dos normas característi-
cas por la singular trascendencia que
presentan en cuanto a las relaciones en-
tre los ciudadanos y las administracio-
nes públicas: la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de régimen jurídico de las
administraciones públicas y del procedi-
miento administrativo común, y la Ley
230/1963, de 28 de diciembre, general
tributaria, con la finalidad de impul-
sar el uso de las técnicas electrónicas, in-
formáticas y telemáticas en la actividad
administrativa.

Para alcanzar los objetivos de las mo-
dificaciones anteriormente señaladas,
resulta necesario articular reglamen-
tariamente el funcionamiento de los 
registros telemáticos, las notificaciones 
telemáticas y los certificados y transmi-
siones telemáticas. En este sentido, es
fundamental tener en cuenta las venta-
jas que desde el punto de vista de la ges-
tión administrativa representa la presen-
tación telemática de las solicitudes y
demás documentación exigible. Ello
permitiría agilizar los trámites adminis-
trativos y reducir los plazos de resolu-
ción y notificación.

Es importante resaltar que el uso de
los medios y técnicas telemáticas se hará
de acuerdo con lo dispuesto en la Ley
orgánica 15/1999, de 13 de diciembre,
de protección de datos de carácter perso-
nal. Por otro lado, se ha buscado en todo
momento la garantía de la autenticidad,
integridad, confidencialidad, disponibi-

lidad y conservación de los documentos
regulados en el presente Real decreto.

Real decreto 213/2003, de 28 de fe-
brero. [Funcionarios públicos]. (BOE
núm. 52, de 1 de marzo).

Modifica el Real decreto 456/1986, de
10 de febrero, por el que se fijan las retri-
buciones de los funcionarios en prácticas.

Real decreto 252/2003, de 28 de febre-
ro. [Recaudación de tributos. Pensiones].
(BOE núm. 62, de 13 de marzo).

Modifica el Reglamento del impuesto
sobre sociedades aprobado por Real 
decreto 537/1997, de 14 de abril, así
como el Real decreto 2281/1998, de 23
de octubre, que desarrolla las disposicio-
nes aplicables a determinadas obliga-
ciones de suministro de información a
la Administración tributaria y modifica
el Reglamento de planes y fondos de
pensiones, aprobado por el Real decreto
1307/1988, de 30 de septiembre, y el
Real decreto 2027/1995, de 22 de di-
ciembre, que regula la declaración anual
de operaciones con terceras personas.

Real decreto 253/2003, de 28 de fe-
brero. [Títulos académicos y profesio-
nales. Unión Europea]. (BOE núm. 52,
de 1 de marzo).

Incorpora al ordenamiento español la
Directiva 1999/42/CE del Parlamento
Europeo y del Consejo, de 7 de junio,
por la que se establece un mecanismo de
reconocimiento de títulos respecto a las
actividades profesionales a que se refie-
ren las directivas de liberalización y de
medidas transitorias.

Real decreto 256/2003, de 28 de fe-
brero. [Alimentos]. (BOE núm. 52, de
1 de marzo).

Fija los métodos de toma de muestra
y de análisis para el control oficial del
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contenido máximo de plomo, cadmio,
mercurio y 3-monocloropropano-1, 2-
diol en los productos alimenticios.

Real decreto 281/2003, de 7 de mar-
zo. [Registro General de la Propiedad
Intelectual]. (BOE núm. 75, de 28 de
marzo).

Aprueba el Reglamento del Registro
General de la Propiedad Intelectual.

Real decreto 286/2003, de 7 de marzo.
[Seguridad Social. Plazos de resolu-
ción]. (BOE núm. 84, de 8 de abril).

La Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, de régimen jurídico de las adminis-
traciones públicas y del procedimiento
administrativo común, en la redacción
dada por la Ley 4/1999, de 13 de enero,
determina que el plazo máximo en el
que la Administración deberá notificar
la resolución expresa será el fijado por la
norma reguladora del correspondiente
procedimiento, añadiéndose, en el apar-
tado siguiente de este mismo artículo,
que cuando las normas reguladoras de
los procedimientos no fijen el plazo má-
ximo, éste será de tres meses.

Hasta el momento presente, y a pesar
del tiempo transcurrido, con la salvedad
de algunas excepciones, no se ha pro-
cedido a la determinación reglamenta-
ria de la duración de los plazos de re-
solución de los procedimientos para el
reconocimiento de prestaciones en ma-
teria de Seguridad Social. A través de
este Real decreto se pretende solventar
dicho vacío mediante la delimitación 
de los plazos máximos en que se han de
dictar y notificar las resoluciones expre-
sas en el ámbito de las prestaciones de la
Seguridad Social, garantizando de ese
modo que no en todos los casos sea pre-
ciso considerar aplicable el plazo máxi-
mo de tres meses previsto legalmente
con carácter supletorio.

Real decreto 287/2003, de 7 de marzo.
[Deportistas]. (BOE núm. 84, de 8 de
abril).

Integra en el régimen general de la
Seguridad Social a los deportistas pro-
fesionales.

Real decreto 288/2003, de 7 de marzo.
[Víctimas del terrorismo]. (BOE núm. 65,
de 17 de marzo).

Aprueba el Reglamento de ayudas y
resarcimientos a las víctimas de delitos
de terrorismo.

Real decreto 318/2003, de14 de mar-
zo. [Circulación urbana e interurbana.
Procedimiento sancionador]. (BOE
núm. 82, de 5 de abril).

La Ley 19/2001, de 19 de diciembre
de reforma del texto articulado de la Ley
sobre tráfico, circulación de vehículos 
a motor y seguridad vial, aprobado por
Real decreto legislativo 339/1990, de 
2 de marzo, establece que el Gobierno,
en el plazo máximo de seis meses desde
la entrada en vigor de dicha reforma,
procederá a modificar el Reglamento de
procedimiento sancionador en materia
de tráfico, circulación de vehículos a
motor y seguridad vial, aprobado por
Real decreto 320/1994, de 25 de febre-
ro, para adecuarlo a las modificaciones
contenidas en dicha reforma. Esta dis-
posición tiene por objeto el cumpli-
miento de dicho mandato legislativo. Se
trasladan así al reglamento de procedi-
miento sancionador las innovaciones
que en esta materia ha introducido la
Ley de reforma, entre las que cabe desta-
car el tratamiento diverso dado a la con-
currencia de las actuaciones jurisdiccio-
nales penales sobre el mismo hecho, que
no impide la continuación del proce-
dimiento administrativo sancionador, 
el cual queda práctica y completamen-
te instruido hasta el momento de dictar
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resolución, en que se suspende hasta
que la autoridad judicial resuelva lo pro-
cedente.

Por otra parte, se concretan de mane-
ra precisa los casos en que se admite la
notificación de la denuncia con poste-
rioridad a la comisión de la infracción,
reforzando de este modo la vigilancia en
zonas urbanas.

Se tiene en cuenta la incidencia del
pago anticipado a la resolución duran-
te la instrucción del procedimiento, re-
gulando la reducción legal del 30 % del
importe de la multa y su incompatibi-
lidad con otros beneficios legales de re-
ducción de sanciones por sometimiento
a medidas reeducadoras.

Por otro lado, se contempla expresa-
mente la competencia sancionadora en
materia de tráfico de las autoridades lo-
cales y autonómicas, definiendo sus com-
petencias y los recursos contra sus resolu-
ciones, y articulando la continuidad del
procedimiento cuando con el ejercicio
de esas competencias concurre el de las
autoridades de la Administración gene-
ral del Estado para la imposición de la
sanción de suspensión de la autoriza-
ción administrativa para conducir.

Se amplían en el sentido indicado por
la Ley de reforma los plazos de cancela-
ción de los antecedentes por infraccio-
nes graves y muy graves y los plazos de
prescripción de las infracciones y de ca-
ducidad del procedimiento, regulando
de forma precisa la interrupción y el
cómputo de dichas figuras jurídicas.

Por último, se establece el sistema
para que, en los registros de la Adminis-
tración general del Estado, consten la
totalidad de los antecedentes por infrac-
ciones graves y muy graves, a fin de ha-
cer posible la distinta graduación en
función de la reincidencia o, en su caso,
la instrucción de expedientes de revoca-
ción de permisos de conducción.

Real decreto 349/2003, de 21 de marzo.
[Salud laboral. Exposición a agentes can-
cerígenos y mutágenos]. (BOE núm. 82,
de 5 de abril).

La Directiva 90/394/CEE del Conse-
jo, de 28 de junio de 1990, fue incorpo-
rada al derecho español mediante el
Real decreto 665/1997, de 12 de mayo,
sobre la protección de los trabajadores
contra los riesgos relacionados con la ex-
posición a agentes cancerígenos durante
el trabajo. Posteriormente, fue aproba-
da la Directiva 97/42/CEE del Consejo,
de 27 de junio de 1997, por la que se
modifica por primera vez la Directiva
90/394/CE.

La transposición de la anterior Direc-
tiva se realizó mediante el Real decreto
1124/2000, de 16 de junio, por el que
se modifica el Real decreto 665/1997,
de 12 de mayo, sobre la protección de
los trabajadores contra los riesgos rela-
cionados con la exposición a agentes
cancerígenos durante el trabajo.

Por último, fue aprobada la Directiva
1999/38/CE, de 29 de abril de 1999,
por la que se modifica por segunda vez
la Directiva 90/394/CEE, relativa a la
protección de los trabajadores contra los
riesgos relacionados con la exposición a
agentes carcinógenos durante el trabajo
y por la que se amplía su ámbito de apli-
cación a los mutágenos.

Mediante este Real decreto se pro-
cede a la incorporación al derecho es-
pañol del contenido de la Directiva
1999/38/CE, antes mencionada, para
lo que resulta necesario modificar el
Real decreto 665/1997. La mayor parte
de estas modificaciones se derivan de la
ampliación del ámbito de aplicación del
Real decreto 665/1997 a los agentes
mutágenos, lo que obliga a realizar los
ajustes de redacción necesarios. Otras
novedades son la introducción en el
anexo I, lista de sustancias, preparados y
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procedimientos, de un nuevo apartado
referido a los trabajos que supongan ex-
posición a polvo de maderas duras, y la
introducción en el anexo III, cuadro
con los valores límite de exposición pro-
fesional, del cloruro de vinilo monóme-
ro y del polvo de maderas duras.

Real decreto 375/2003, de 28 de mar-
zo. [Funcionarios públicos. Seguridad
Social de los funcionarios civiles]. (BOE
núm. 87, de 11 de abril).

El Texto refundido de la Ley sobre se-
guridad social de los funcionarios civiles
del Estado, aprobado por Real decreto le-
gislativo 4/2000, de 23 de junio, faculta
al ministro de Administraciones Públi-
cas, previo informe, en su caso, de los
ministerios de Hacienda y de Trabajo y
Asuntos Sociales, en el ámbito de sus
respectivas competencias, para dictar o
proponer al Gobierno, según proceda,
las normas de aplicación y desarrollo de la
Ley. Por tanto, desde la publicación del
citado texto estaba pendiente de dictar-
se un nuevo reglamento ejecutivo gene-
ral de la norma, habiendo continua-
do en vigor —en lo que no se oponga al
Texto refundido—, el Reglamento ge-
neral del mutualismo administrativo,
aprobado por Decreto 843/1976, de
18 de marzo.

Como técnica normativa empleada
para la elaboración del Reglamento se
ha seguido el criterio de ofrecer un desa-
rrollo reglamentario con la misma siste-
mática y ordenación de materias que el
Texto refundido y de amplitud semejan-
te al anterior. Y ello porque, a diferencia
de la tendencia de los cuerpos legales
más recientes, la antigua Ley 29/1975,
de 27 de junio, sobre Seguridad Social de
los funcionarios civiles del Estado, nú-
cleo fundamental del Texto refundido,
presenta una regulación poco extensa y
ceñida a los contenidos principales en

los ámbitos prestacional y organizativo
de este régimen especial, disponiendo
finalmente y de forma expresa una remi-
sión de la Ley a favor del Reglamento.

Real decreto 378/2003, de 28 de mar-
zo. [Defensa de la competencia]. (BOE
núm. 90, de 15 de abril).

Desarrolla la Ley 16/1989, de 17 de
julio, de defensa de la competencia, en
materia de exenciones por categorías,
autorización singular y registro de de-
fensa de la competencia.

Real decreto 401/2003, de 4 de abril.
[Telecomunicaciones]. (BOE núm. 115,
de 14 de mayo).

Aprueba el Reglamento regulador de
las infraestructuras comunes de teleco-
municaciones para el acceso a los servi-
cios de telecomunicación en el interior
de los edificios y de la actividad de ins-
talación de equipos y sistemas de tele-
comunicaciones.

Real decreto 428/2003, de 11 de abril.
[Agrupaciones de defensa sanitaria ga-
naderas]. (BOE núm. 103, de 30 de
abril).

Establece la normativa básica de las
subvenciones destinadas al fomento de
las agrupaciones de defensa sanitaria 
ganaderas.

Real decreto 429/2003, de 11 de abril.
[Delitos violentos y contra la libertad se-
xual]. (BOE núm. 100, de 26 de abril).

La Ley 35/1995, de 11 de diciembre,
de ayudas y asistencia a las víctimas de de-
litos violentos y contra la libertad sexual,
creó la Comisión Nacional de Ayuda y
Asistencia a las Víctimas como órgano
colegiado con competencia para resol-
ver los procedimientos de impugnación
de las resoluciones del Ministerio de
Economía y Hacienda en la materia.
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Conforme a esta disposición, la Comi-
sión Nacional será presidida por un ma-
gistrado del Tribunal Supremo, nom-
brado a propuesta del Consejo General
del Poder Judicial, y estará integrada
por representantes de la Administra-
ción general del Estado y, en su caso, de
las organizaciones vinculadas a la asis-
tencia y defensa de las víctimas, ade-
más, una de sus vocalías corresponderá
necesariamente a un representante del
Ministerio Fiscal, nombrado a propuesta
del fiscal general del Estado. No obs-
tante, la Ley habilita al Gobierno para
desarrollar, a propuesta de los minis-
tros de Justicia e Interior y de Econo-
mía y Hacienda, la composición y el régi-
men de funcionamiento de la Comisión
Nacional.

Por su parte, el Real decreto 738/1997,
de 23 de mayo, por el que se aprueba el
Reglamento de ayudas a las víctimas,
desarrolla la composición de la Comi-
sión Nacional, que quedará finalmente
integrada por once vocales que se distri-
buirán del siguiente modo: siete repre-
sentantes con rango de subdirector ge-
neral de los departamentos ministeriales
de la Administración general del Estado
con competencias en la materia (dos del
Ministerio de Justicia, dos del Ministe-
rio de Economía y Hacienda, dos del
Ministerio del Interior y uno del Minis-
terio de Trabajo y Asuntos Sociales), tres
representantes de organizaciones vincu-
ladas a la asistencia y defensa de las vícti-
mas, y un último vocal en representa-
ción del Ministerio Fiscal, conforme a
lo exigido legalmente.

La experiencia acumulada por el fun-
cionamiento de esta comisión durante
los últimos años revela la conveniencia
de modificar su composición con dos
objetivos fundamentales. En primer lu-
gar, resulta necesario rebajar el rango
exigido a los magistrados y fiscales que

participan en este órgano colegiado, por
considerarse excesivo el requisito de te-
ner la categoría de magistrado o fiscal
del Tribunal Supremo. Por otra parte, se
trata de adecuar la composición de la
Comisión a los cambios organizativos
sufridos por los ministerios que conta-
ban con representación en ella. A estos
efectos, se han adoptado las siguientes
modificaciones: en primer lugar, la se-
paración de los ministerios de Econo-
mía y Hacienda ha aconsejado reservar a
este último la representación en la comi-
sión, en segundo lugar, se ha incremen-
tado la representación del Ministerio de
Trabajo y Asuntos Sociales y se han
mantenido los vocales asignados a los
restantes departamentos ministeriales,
lo que ha obligado a incrementar su nú-
mero, que pasa de 11 a 12.

Real decreto 463/2003, de 25 de abril.
[Seguridad Social. Trabajadores por
cuenta propia]. (BOE núm. 100, de 26
de abril).

El Texto refundido de la Ley general
de la Seguridad Social, aprobado por
Real decreto legislativo 1/1994, de 20
de junio, prevé la paulatina homogenei-
zación de los regímenes especiales de la
Seguridad Social con el régimen gene-
ral. En la misma dirección, la recomen-
dación sexta del Pacto de Toledo prevé
que, de forma progresiva, se vaya proce-
diendo a una simplificación e integra-
ción de los regímenes especiales de la
Seguridad Social que permitan un ma-
yor acercamiento de la estructura del
sistema.

Dentro de los mismos objetivos, el
Acuerdo para la mejora y desarrollo 
del sistema de previsión social, de 9 de
abril de 2001, previó la conveniencia
de introducir determinadas modifi-
caciones en el marco de la acción pro-
tectora de los trabajadores por cuenta
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propia, con objeto de incluir en ésta la
prestación de incapacidad permanen-
te total cualificada para la profesión 
habitual.

En tal sentido, la Ley 53/2002, de 30
de diciembre, de medidas fiscales, admi-
nistrativas y del orden social, ha modifi-
cado las normas legales que regulan los
regímenes especiales agrario y de traba-
jadores del mar, para incluir, dentro del
ámbito de la acción protectora dispen-
sada en aquéllos, la prestación señalada,
si bien difiriendo a disposición regla-
mentaria la concreción de la cuantía de
la prestación y de algunos de los requisi-
tos que, además del cumplimiento de
una determinada edad y la no realiza-
ción de actividad lucrativa, condicionan
el acceso a tal prestación.

En este sentido, este Real decreto
aborda el desarrollo reglamentario de la
Ley 53/2002, de 30 de diciembre, con-
cretando la cuantía de la prestación y 
de los requisitos que deben cumplir los
interesados para acceder a la prestación
de incapacidad permanente total cuali-
ficada, siguiendo, a tal efecto, las previ-
siones contenidas en el Acuerdo social
de 2001.

La extensión de la acción protectora,
en los términos indicados, también ha
de operar respecto de los trabajadores
por cuenta propia incluidos en el régi-
men especial de trabajadores por cuenta
propia o autónomos, respecto de los
cuales se prevé una regulación semejan-
te a la establecida para los trabajadores
por cuenta propia incluidos en los regí-
menes especiales mencionados.

Real decreto 464/2003, de 25 de abril.
[Salud laboral. Inspección de Trabajo].
(BOE núm. 139, de 11 de junio).

El Acuerdo adoptado por el Conse-
jo de Ministros en la reunión celebrada 
el día 11 de octubre de 2002 por el que

se da contestación al requerimiento de
incompetencia formulado por el Go-
bierno de la Generalidad de Cataluña,
en relación con el Real decreto 707/2002
de 19 de julio, por el que se aprueba el
Reglamento sobre el procedimiento ad-
ministrativo especial de actuación de la
Inspección de Trabajo y Seguridad So-
cial y para la imposición de medidas
correctoras de incumplimientos en ma-
teria de prevención de riesgos laborales
en el ámbito de la Administración ge-
neral del Estado, acepta modificar la
disposición final primera del citado
Real decreto y la disposición adicional
segunda del reglamento aprobado por
aquél.

La sentencia dictada por la Sección
Séptima de la Sala de lo Contencioso
Administrativo del Tribunal Supremo,
en fecha 10 de febrero de 2003, anula
el apartado 3 del art. 3 del Reglamen-
to de organización y funcionamiento
de la Inspección de Trabajo y Seguri-
dad Social aprobado por Real decreto
138/2000, de 4 de febrero, que se refie-
re a la obligación de preavisar las actua-
ciones inspectoras en centros o depen-
dencias de la Administración pública,
por lo que, aplicando idéntico funda-
mento jurídico, procede suprimir la
misma obligación de preaviso que con-
templa el actual apartado 1 del art. 4 del
Reglamento aprobado por el Real decreto
707/2002 y reordenar el resto de los apar-
tados de dicho artículo.

Real decreto 504/2003, de 2 de ma-
yo. [Comisión Nacional del Mercado 
de Valores]. (BOE núm. 118, de 17 de
mayo).

Regula el Comité Consultivo de la Co-
misión Nacional del Mercado de Valores.

Real decreto 549/2003, de 9 de mayo.
[Estadística]. (BOE núm. 112, de 10 de
mayo).
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Aprueba el Programa anual 2003 del
Plan estadístico nacional 2001-2004.

Real decreto 605/2003, de 23 de
mayo. [Sanidad]. (BOE núm. 134, de 5
de junio).

Establece las medidas para el trata-
miento homogéneo de la información
sobre las listas de espera en el Sistema
Nacional de Salud.

Real decreto 681/2003, de 12 de ju-
nio. [Salud laboral. Atmósferas explosi-
vas]. (BOE núm. 145, de 18 de junio).

Protección de la salud y la seguridad
de los trabajadores expuestos a los ries-
gos derivados de atmósferas explosivas
en el lugar de trabajo.

Real decreto 896/2003, de 11 de julio.
[Pasaportes]. (BOE núm. 166, de 12 de
julio).

Regula la expedición del pasaporte
ordinario y se determinan sus caracte-
rísticas.

Real decreto 996/2003, de 25 de julio.
[Asistencia jurídica gratuita]. (BOE
núm. 188, de 7 de agosto).

La Ley 1/1996, de 10 de enero, de
asistencia jurídica gratuita, y su Regla-
mento de desarrollo aprobado por el
Real decreto 2103/1996, de 20 de sep-
tiembre, operaron una trascendente re-
forma en el sistema de reconocimiento
del derecho a la asistencia jurídica gratui-
ta, así como en el funcionamiento de los
servicios colegiales de abogados y procu-
radores encargados de su prestación.

La Ley 38/2002, de 24 de octubre, de
reforma parcial de la Ley de enjuicia-
miento criminal, ha incorporado im-
portantes novedades con el fin de con-
seguir la celeridad en la respuesta ante 
la delincuencia, con la creación de un
proceso especial para el enjuiciamien-

to rápido de determinados delitos que 
permita su enjuiciamiento inmediato.
La aceleración más importante de estos
procesos es la que ha de darse en el tiempo
que transcurre desde la incoación del pro-
ceso penal hasta la celebración del jui-
cio oral, siendo, por tanto, pieza clave
del nuevo procedimiento la instrucción
concentrada ante el juzgado de guardia
y durante el tiempo que dure el servicio
de guardia de dicho órgano judicial,
prorrogable en aquellos partidos judi-
ciales en que dicho servicio no tenga ca-
rácter permanente.

Esta agilización y concentración de
actuaciones ante el juzgado de guardia
hace preciso asegurar la presencia en
aquéllas de forma inmediata de aboga-
dos que aseguren el derecho de asisten-
cia letrada y de defensa y representación
de las partes, y se prevé, en el ámbito de
la justicia gratuita y en este tipo de pro-
cedimientos, que será un único letrado
el que prestará la asistencia, desde la de-
tención, si la hubiera, hasta la finaliza-
ción del proceso, así como que las solici-
tudes de reconocimiento del derecho
gozarán de prioridad en su tramitación.

Esta reforma parcial de la Ley de en-
juiciamiento criminal tiene una reper-
cusión directa en el Reglamento de asis-
tencia jurídica gratuita, por lo que es
necesario abordar su modificación, me-
diante la incorporación de las previsio-
nes necesarias a las que debe ajustarse el
procedimiento para la tramitación de
solicitudes correspondientes a procesos
de enjuiciamiento rápido.

En este sentido, se ha optado por ela-
borar un nuevo texto que deroga el an-
terior y al que se incorporan, además de
las mencionadas modificaciones, aque-
llas que se han venido produciendo des-
de la entrada en vigor del Real decreto
2103/1996, operadas por el Real decre-
to 1949/2000, de 1 de diciembre, y por
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el Real decreto 1162/2001, de 26 de oc-
tubre, texto en el que se regula el proce-
dimiento para el reconocimiento del de-
recho a la asistencia jurídica gratuita por
la Administración general del Estado,
de conformidad con lo dispuesto por la
Ley 1/1996, de 10 de enero, de asisten-
cia jurídica gratuita, y que se aplicará al
reconocimiento del derecho en relación
con todo tipo de procesos ante órganos
jurisdiccionales españoles, cuya sede ra-
dique en el territorio de comunida-
des autónomas que no hayan recibido
los traspasos en materia de provisión 
de medios al servicio de la Administra-
ción de Justicia, o que extiendan su
competencia a todo el territorio nacio-
nal, con las excepciones que en aquél se
establecen.

Real decreto 942/2003, de 28 de julio.
[Formación profesional específica].
(BOE núm. 182, de 31 de julio).

Determina las condiciones básicas
que deben reunir las pruebas para la ob-
tención de los títulos de técnico y téc-
nico superior de formación profesional
específica.

Real decreto 1039/2003, de 1 de agos-
to. [Hipotecas]. (BOE núm. 184, de 2
de agosto).

Regula el derecho de los interesados
para instar la intervención de registra-
dor sustituto.

Real decreto 1042/2003, de 1 de agos-
to. [Viviendas y suelo. Adquisición de
viviendas libres]. (BOE núm. 198, de 19
de agosto).

El Real decreto 1/2002, de 11 de
enero, ha permitido la estructuración y
puesta en marcha del Plan de vivienda
2002-2005. En este sentido, se tiene
conocimiento de ciertas dificultades en
cuanto a la posibilidad de adquisición
en segunda o posterior transmisión,

con financiación cualificada, de vivien-
das libres, sobre todo en diversos mu-
nicipios declarados como singulares
del grupo A, en los que, precisamen-
te, resulta más apremiante la necesidad
de ofrecer soluciones habitacionales a
aquellas personas y familias con niveles
de ingresos medios y bajos, sobre todo
cuando concurren circunstancias per-
sonales que dificultan el acceso al mer-
cado de viviendas libres, como es, por
ejemplo, el caso de los jóvenes. En di-
chos municipios, los precios máximos
de referencia de adquisición de vivien-
das existentes acogidas al plan quedan
significativamente por debajo de los
precios medios de las viviendas libres
de segunda mano, de modo que no
existe, en la práctica, oferta de vivien-
das libres en segunda o posterior trans-
misión a dichos precios máximos de 
referencia. Como consecuencia, los ad-
quirentes potenciales de dichas vivien-
das sólo pueden dirigirse a otras de pre-
cio algo superior, que, por este mismo
hecho, quedan excluidas de la finan-
ciación cualificada ofrecida para este
supuesto por el plan. Así, estos adqui-
rentes no pueden beneficiarse de dicha
financiación, mediante la que podrían
resolver, por esta vía, sus necesidades
de alojamiento. Tanto más cuanto que
existe un amplio parque de viviendas
libres disponibles ya construidas, de se-
gunda mano, con diversas característi-
cas, precios y ubicación, que podría
contribuir poderosamente a resolver
estas situaciones, que se tornan aún
más agudas cuando se trata de localida-
des en las que resulta especialmente di-
fícil la nueva promoción de viviendas
por la escasez de suelo edificable.

A efectos de posibilitar que los adqui-
rentes potenciales de viviendas libres
existentes que se encuentran con estas
dificultades puedan beneficiarse de ayu-
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das del plan, se considera conveniente
introducir en este último un grado más
de flexibilidad. En este sentido, se des-
vincula, por una parte, el precio máxi-
mo de las viviendas libres adquiridas en
segunda o posterior transmisión del de
las protegidas de nueva construcción,
dentro, en general, del máximo corres-
pondiente a estas últimas; y, por otra, se
crea una modalidad nueva de munici-
pios singulares, encuadrados en un nue-
vo grupo 0, que comparte, en general,
las características de los del grupo A,
pero en los que será posible percibir
ayudas del Plan, aun cuando la vivienda
libre adquirida en segunda o posterior
transmisión en el ámbito de aquél supon-
ga un precio de venta superior al general
de dichos municipios singulares del gru-
po A. Asimismo, la cuantía de las ayu-
das, en términos absolutos, será, como
máximo, la que hubiera correspondido
en municipios singulares del grupo A.

Con estas medidas, se trata, sobre
todo, de hacer posible que algunos ad-
quirentes de viviendas libres, en segun-
da o posterior transmisión, que pueden
constituir su única alternativa viable
para satisfacer sus necesidades de aloja-
miento, accedan a aquellas viviendas
apoyados por una ayuda estatal, no dis-
ponible sin este cambio de la normativa
del Plan de vivienda vigente.

Real decreto 1048/2003, de 1 de agos-
to. [Pesca marítima]. (BOE núm. 184,
de 2 de agosto).

Ordenación del sector pesquero y
ayudas estructurales.

Real decreto 1125/2003, de 5 de sep-
tiembre. [Unión Europea. Universi-
dades]. (BOE núm. 224, de 18 de sep-
tiembre).

Establece el sistema europeo de crédi-
tos y el sistema de calificaciones en las

titulaciones universitarias de carácter
oficial y validez en todo el territorio
nacional.

Real decreto 1203/2003, de 19 de sep-
tiembre. [Emigración]. (BOE núm.
238, de 4 de octubre de 2003).

Modifica el Real decreto 996/1986,
de 25 de abril, por el que se regula la
suscripción de convenio especial de los
emigrantes e hijos de emigrantes.

Real decreto 1206/2003, de 19 de sep-
tiembre. [Armas nucleares]. (BOE
núm. 241, de 8 de octubre).

Aplicación de los compromisos con-
traídos por el Estado español en el Pro-
tocolo adicional al Acuerdo de salva-
guardias derivado del Tratado sobre la
no proliferación de las armas nucleares.

Real decreto 1231/2003, de 26 de sep-
tiembre. [Carreteras y caminos]. (BOE
núm. 234, de 30 de septiembre).

Modifica la nomenclatura y el catálo-
go de las autopistas y autovías de la red
de carreteras del Estado.

Real decreto 1273/2003, de 10 de oc-
tubre. [Seguridad Social de trabajadores
por cuenta propia o autónomos]. (BOE
núm. 253, de 22 de octubre).

El Texto refundido de la Ley general
de la Seguridad Social, aprobado por el
Real decreto legislativo 1/1994, de 20
de junio, establece que los trabajadores
por cuenta propia incluidos en el régi-
men especial de la Seguridad Social de
los trabajadores por cuenta propia o au-
tónomos podrán mejorar de forma vo-
luntaria el ámbito de la acción protec-
tora que les dispensa dicho régimen,
incorporando la correspondiente a las
contingencias profesionales, siempre
que dichos trabajadores hayan optado
por incluir también, dentro de dicho

AUTONOMIES · 30128



ámbito, la protección por incapacidad
temporal derivada de contingencias co-
munes. La citada disposición prevé que,
por las contingencias indicadas, se reco-
nocerán las prestaciones que, por causa
de aquéllas, se conceden a los trabajado-
res incluidos en el régimen general, en
las condiciones que reglamentariamente
se establezcan, determinando asimismo
la consiguiente obligación de cotizar
por las repetidas contingencias y remi-
tiendo a las normas correspondientes la
especificación de los epígrafes de la tari-
fa de primas por esas contingencias pro-
fesionales que hayan de aplicarse a estos
trabajadores autónomos en función de
sus actividades.

En consecuencia, con el objetivo de
hacer plenamente efectiva la nueva
mejora voluntaria de la acción protec-
tora de los incluidos en el aludido régi-
men especial de autónomos, se hace
preciso proceder al oportuno desarro-
llo reglamentario tanto en materia de
prestaciones como en relación con el
régimen jurídico de las opciones que 
al respecto pueden formular los intere-
sados y con los aspectos relativos a la
cotización por las expresadas contin-
gencias.

Real decreto 1257/2003, de 3 de oc-
tubre. [Ruidos. Aeropuertos]. (BOE
núm. 238, de 4 de octubre).

Como parte de la política común de
transportes, ésta viene desarrollando
una acción sobre limitación del uso de
aviones de reacción subsónicos civiles con
la finalidad de actuar sobre el ruido cau-
sado por el tráfico aéreo, acción con-
cretada en las directivas 80/51/CEE,
83/206/CEE, 89/629/CEE, 92/14/CEE
y 98/20/CEE, incorporadas al derecho
español por el Real decreto 1422/1992,
de 27 de noviembre, sobre limitación del
uso de aviones de reacción subsónicos

civiles, y los reales decretos 325/1995,
de 3 de marzo y 1908/1999, de 17 de ciem-
bre, que lo modificaron parcialmente.

Dentro de esta línea de actuación se
sitúa la recientemente adoptada Directi-
va 2002/30/CE del Parlamento Euro-
peo y del Consejo, de 26 de marzo de
2002, sobre el establecimiento de nor-
mas y procedimientos para la introduc-
ción de restricciones operativas relacio-
nadas con el ruido en los aeropuertos
comunitarios.

Por otra parte, esta Directiva 2002/30/CE
recoge los principios contenidos en la
Resolución A31/7 de la 33ª Asamblea
de la Organización de Aviación Civil 
Internacional (OACI), por la que se in-
troduce el concepto de «enfoque equi-
librado» como instrumento de acción
para tratar el problema del ruido de 
los aviones, lo que la lleva a habili-
tar para la introducción de restriccio-
nes operativas en los aeropuertos, pues 
para alcanzar una solución proporcio-
nal a dicho problema se requieren, en-
tre otras medidas, normas técnicas más 
estrictas en relación con los niveles de
ruido permitidos a las aeronaves e, in-
cluso, poner fuera de servicio a las más
ruidosas.

Real decreto 1276/2003, de 10 de oc-
tubre. [Centro de Estudios Jurídicos de
la Administración de justicia]. (BOE
núm. 249, de 17 de octubre).

Aprueba el Estatuto del Centro de Es-
tudios Jurídicos.

Real decreto 1328/2003, de 24 de oc-
tubre. [Oficinas de farmacia]. (BOE
núm. 256, de 25 de octubre).

Modifica el Real decreto 165/1997,
de 7 de febrero, por el que se establecen
los márgenes correspondientes a la dis-
pensación al público de especialidades
farmacéuticas de uso humano.
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Real decreto 1376/2003, de 7 de no-
viembre. [Carne]. (BOE núm. 273, de
14 de noviembre).

Establece las condiciones sanitarias de
producción, almacenamiento y comer-
cialización de las carnes frescas y sus de-
rivados en los establecimientos de co-
mercio al por menor.

Real decreto 1428/2003, de 21 de no-
viembre. [Circulación urbana e inter-
urbana. Reglamento general de circu-
lación]. (BOE núm. 306, de 23 de 
diciembre).

La Ley 19/2001, de 19 de diciembre,
de reforma del texto articulado de la Ley
sobre tráfico, circulación de vehículos a
motor y seguridad vial, establece que el
Gobierno, en el plazo máximo de seis
meses desde su entrada en vigor, proce-
derá a modificar el Reglamento general
de circulación, aprobado por el Real de-
creto 13/1992, de 17 de enero, para
adecuarlo a las modificaciones conteni-
das en dicha reforma. Al hilo de la adap-
tación del nuevo texto a la Ley 19/2001,
no sólo se introducen normas en mate-
ria de ciclismo y se contemplan nuevas
infracciones o se varía la calificación de
otras, como es el caso del uso de disposi-
tivos de telefonía móvil o la circulación
en sentido contrario, respectivamente,
sino que también se modernizan otros
preceptos en armonía con una nueva
concepción de la gestión del tráfico que
dispone de medios técnicos de regula-
ción de la circulación que la norma ha
de hacer plenamente operativos.

Ello ha llevado a revisar y actualizar
todo el sistema de señalización, adap-
tándolo a los avances en los criterios de
utilización generalizados en los países 
de nuestro entorno, mejorando la con-
cordancia entre la normativa de tráfico y
la de carreteras a este respecto. A su vez,
también se regulan las pruebas deporti-

vas, las marchas ciclistas y otros eventos,
hasta ahora reguladas por el Código de
la circulación.

Destaca la competencia de las comu-
nidades autónomas para autorizar la ce-
lebración de pruebas deportivas por vías
interurbanas de su ámbito territorial,
habida cuenta que tienen asumida y
traspasada la competencia en materia 
de espectáculos públicos en general, ca-
rácter del que participan las pruebas de-
portivas, cuya singularidad e inciden-
cia en la seguridad vial se salvaguarda a
través de un informe vinculante, que
emiten con carácter previo a la autori-
zación las administraciones públicas en-
cargadas de la vigilancia y regulación del
tráfico.

Asimismo, destacan las normas y con-
diciones especiales de circulación de los
vehículos especiales y de los vehícu-
los en régimen de transporte especial, lo
que constituía una laguna existente en
nuestro derecho de la circulación que
era urgente regular, dada la magnitud de
los accidentes que pueden sobrevenir
cuando se halla implicado este tipo de
vehículos.

Por último, se hace uso de la facultad
otorgada al Gobierno por la disposición
final del texto articulado de la Ley sobre
el tráfico, circulación de vehículos a mo-
tor y seguridad vial para modificar con-
ceptos básicos de circulación y añadir
definiciones a los contenidos en el ane-
xo de dicho texto articulado y que son
complementos indispensables para la
aplicación del nuevo Reglamento de cir-
culación que se aprueba.

Real decreto 1496/2003, de 24 de
noviembre. [Impuesto sobre el valor
añadido]. (BOE núm. 286, de 29 de
noviembre).

Aprueba el Reglamento que regula las
obligaciones de facturación, y se modifi-
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ca el Reglamento del impuesto sobre el
valor añadido.

Real decreto 1497/2003, de 28 de no-
viembre. [Asociaciones]. (BOE núm.
306, de 23 de diciembre).

Aprueba el Reglamento del Regis-
tro Nacional de Asociaciones y de sus
relaciones con los restantes registros de
asociaciones.

Real decreto 1537/2003, de 5 de di-
ciembre. [Enseñanza general]. (BOE
núm. 295, de 10 de diciembre).

Establece los requisitos mínimos de
los centros que impartan enseñanzas es-
colares de régimen general.

Traspasos

Real decreto 329/2003, de 14 de mar-
zo. [Cataluña]. (BOE núm. 78, de 1 de
abril de 2003). 

Amplía los medios traspasados a la
Generalidad de Cataluña por el Real de-
creto 966/1990, de 20 de julio, en ma-
teria de provisión de medios materiales
y económicos al servicio de la Adminis-
tración de justicia.

La Constitución española establece
que el Estado tiene competencia ex-
clusiva en materia de Administración
de justicia. Por su parte, el Estatuto de
autonomía de Cataluña establece que,
en relación con la Administración de
justicia, exceptuada la militar, corres-
ponde a la Generalidad ejercer todas
las facultades que las leyes orgánicas
del Poder Judicial y del Consejo Gene-
ral del Poder Judicial reconozcan o
atribuyan al Gobierno del Estado, así
como coadyuvar en la organización 
de los tribunales consuetudinarios y
tradicionales y en la instalación de juz-
gados, con sujeción en todo caso a lo

dispuesto en la Ley orgánica del Poder
Judicial.

Por el Real decreto 966/1990, de 20
de julio, se hicieron efectivos los traspa-
sos en materia de provisión de medios
materiales y económicos al servicio de 
la Administración de justicia a la Gene-
ralidad de Cataluña. Estos traspasos se
completaron mediante los reales decre-
tos 1553/1994, de 8 de julio y 1905/1994,
de 23 de septiembre.

Mediante este Real decreto se efectúan,
sobre las mismas previsiones constitu-
cionales y estatutarias, una ampliación
de medios en esta materia, en concepto de
financiación de los nuevos órganos judi-
ciales puestos en funcionamiento en abril
y diciembre de 2002.

Real decreto 431/2003, de 11 de abril.
[Extremadura]. (BOE núm. 102, de 29
de abril). 

Traspaso de profesores de educación
general básica de instituciones peniten-
ciarias a la Comunidad Autónoma de
Extremadura, en ampliación del tras-
paso efectuado por el Real decreto
1801/1999, de 26 de diciembre.

La Constitución, en el art. 149.1.30,
reserva al Estado la competencia exclu-
siva sobre regulación de las condiciones
de obtención, expedición y homologa-
ción de títulos académicos y profesiona-
les y normas básicas para el desarrollo
del art. 27 de la Constitución, a fin de
garantizar el cumplimiento de las obli-
gaciones de los poderes públicos en esta
materia. Por su parte, el Estatuto de au-
tonomía de Extremadura establece que
corresponde a la comunidad autóno-
ma la competencia de desarrollo legisla-
tivo y ejecución de la enseñanza en toda
su extensión, niveles y grados, modali-
dades y especialidades, de acuerdo con
lo dispuesto en el art. 27 de la Constitu-
ción y leyes orgánicas que, conforme a
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su art. 81.1, lo desarrollen, y sin perjui-
cio de las facultades que atribuye al Es-
tado el art. 149.1.30 y de la alta inspec-
ción para su cumplimiento y garantía.

Por el Real decreto 1801/1996, de 26
de diciembre, fueron traspasados a la
Comunidad Autónoma de Extremadura
las funciones y servicios de la Adminis-
tración del Estado en materia de ense-
ñanza no universitaria.

La Ley orgánica 1/1990, de 3 de oc-
tubre, de ordenación general del sistema
educativo (LOGSE), establece la inte-
gración de los funcionarios del cuer-
po de profesores de educación general
básica de instituciones penitenciarias en 
el cuerpo de maestros, en las condicio-
nes que el Gobierno establezca regla-
mentariamente.

Por el Real decreto 1203/1999, de 9
de julio, se ha hecho efectiva la mencio-
nada integración, estableciéndose que,
mediante acuerdos de las comisiones
mixtas de traspaso de funciones y servi-
cios, los funcionarios que se integran en
el cuerpo de maestros pasarán a depen-
der de la Administración educativa en
cuyo ámbito territorial se halle situado
el establecimiento penitenciario en el
que presten servicio.

Real decreto 467/2003, de 25 de abril.
[Andalucía]. (BOE núm. 103, de 30 de
abril). 

Traspaso a la Comunidad Autónoma
de Andalucía de la gestión realizada por
el Instituto Nacional de Empleo, en el
ámbito del trabajo, el empleo y la for-
mación.

La Constitución, en el art. 149.1.13,
reserva al Estado la competencia exclu-
siva sobre las bases y coordinación de la
planificación general de la actividad
económica, estableciendo, en el mismo
art. 149.1.7.a, que el Estado tiene com-
petencia exclusiva en materia de legisla-

ción laboral, sin perjuicio de su ejecu-
ción por los órganos de las comunidades
autónomas.

En el art. 149.1.30.a de la Constitu-
ción, se establece la competencia exclu-
siva del Estado sobre regulación de las
condiciones de obtención, expedición y
homologación de títulos académicos y
profesionales y normas básicas para el
desarrollo del art. 27 de la Constitu-
ción, artículo éste que reconoce, por su
parte, el papel de los poderes públicos
en cuanto a programación general de la
enseñanza, inspección y homologación
del sistema educativo, para garantizar el
cumplimiento de las leyes. Por su parte,
la Ley orgánica 1/1990, de 3 de octubre,
de ordenación general del sistema edu-
cativo, remite la ordenación de la for-
mación profesional ocupacional a su
normativa específica de carácter laboral.

Asimismo, el Estatuto de autonomía
para Andalucía establece que correspon-
de a la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía la ejecución de la legislación del
Estado en materia laboral, asumiendo
las facultades, competencias y servicios
que en este ámbito, y en el nivel de eje-
cución, ostenta actualmente el Estado;
y, en el mencionado Estatuto se estable-
ce que le corresponde a la Comunidad
Autónoma la competencia exclusiva so-
bre el fomento y la planificación de la
actividad económica en Andalucía.

Por otra parte, el propio Estatuto de
autonomía establece que es competen-
cia plena de la Comunidad Autónoma
de Andalucía la regulación y adminis-
tración de la enseñanza en toda su ex-
tensión, niveles y grados, modalidades y
especialidades, en el ámbito de sus com-
petencias, sin perjuicio de lo dispuesto
en el art. 27 de la Constitución y en las
leyes orgánicas que, conforme al art. 81
de ésta, lo desarrollen, de las facultades
que atribuye al Estado el art. 149.1.30.a
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de la Constitución, y de la alta inspec-
ción necesaria para su cumplimiento y
garantía.

Finalmente, el Real decreto 3825/1982,
de 15 de diciembre, determina las nor-
mas y el procedimiento a que han de
ajustarse los traspasos de funciones y ser-
vicios de la Administración del Estado a
la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Real decreto 468/2003, de 25 de abril.
[Región de Murcia]. (BOE núm. 102,
de 29 de abril). 

Traspaso a la Comunidad Autónoma
de la Región de Murcia de la gestión rea-
lizada por el Instituto Nacional de em-
pleo, en el ámbito del trabajo, el empleo
y la formación.

La Constitución, en el art. 149.1.13,
reserva al Estado la competencia exclu-
siva sobre las bases y coordinación de la
planificación general de la actividad
económica, estableciendo, en el mismo
art. 149.1.7.a, que el Estado tiene com-
petencia exclusiva en materia de legisla-
ción laboral, sin perjuicio de su ejecu-
ción por los órganos de las comunidades
autónomas.

En el art. 149.1.30.a de la Constitu-
ción, se establece la competencia exclu-
siva del Estado sobre regulación de las
condiciones de obtención, expedición y
homologación de títulos académicos 
y profesionales y normas básicas para el
desarrollo del art. 27, artículo éste que
reconoce, por su parte, el papel de los po-
deres públicos en cuanto a la programa-
ción general de la enseñanza, inspección y
homologación del sistema educativo, para
garantizar el cumplimiento de las leyes.
Asimismo, la Ley orgánica 1/1990, de 3
de octubre, de ordenación general del
sistema educativo remite la ordenación
de la formación profesional ocupacio-
nal a su normativa específica de carácter
laboral.

Por su parte, el Estatuto de autono-
mía para la Región de Murcia establece
que corresponde a la Comunidad Autó-
noma de la Región de Murcia la función
ejecutiva en materia laboral, sin perjuicio
de la competencia del Estado en materia
de legislación laboral y la alta inspec-
ción, de conformidad con el art. 149.1.7
de la Constitución.

Además, el propio Estatuto de auto-
nomía establece que corresponde a la
Comunidad Autónoma de la Región de
Murcia el desarrollo legislativo y la eje-
cución de la enseñanza, en toda su ex-
tensión, niveles, grados, modalidades y
especialidades, sin perjuicio de lo dis-
puesto en el art. 27 de la Constitución y
en las leyes orgánicas que lo desarrollen,
y sin perjuicio de las facultades que atri-
buye al Estado el art. 149.1.30.a de la
Constitución, y la alta inspección nece-
saria para su cumplimiento y garantía.

Finalmente, el Real decreto 2628/1982,
de 24 de septiembre, determina las nor-
mas y el procedimiento a que han de
ajustarse los traspasos de funciones y
servicios de la Administración del Esta-
do a la Comunidad Autónoma de la Re-
gión de Murcia.

Real decreto 601/2003, de 23 de mayo.
[Madrid]. (BOE núm. 124, de 24 de
mayo). 

Traspasa las funciones y servicios de la
Administración del Estado a la Comu-
nidad de Madrid, en materia de gestión
del impuesto sobre el patrimonio y de
los tributos sobre el juego.

La Constitución española dispone, en
su art. 157.1, que los recursos de las co-
munidades autónomas estarán consti-
tuidos, entre otros, por impuestos cedi-
dos, total o parcialmente, por el Estado.
Asimismo, la Ley orgánica 8/1980, de
22 de septiembre, de financiación de las
comunidades autónomas, establece el
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mecanismo de financiación constituido
por la cesión de tributos del Estado, e
incluye el impuesto sobre el patrimonio
y los tributos sobre el juego como sus-
ceptibles de cesión.

Por su parte, el Estatuto de autono-
mía de la Comunidad de Madrid esta-
blece que la hacienda de la Comunidad
de Madrid se constituye, entre otros,
con los rendimientos de los tributos ce-
didos por el Estado a que se refiere la
disposición adicional primera de la pro-
pia Ley. Asimismo, dicho Estatuto es-
tablece que corresponde a la Comuni-
dad Autónoma, por delegación del
Estado, la administración de los tribu-
tos cedidos, de acuerdo con lo especi-
ficado en la ley que fije el alcance y con-
diciones de la cesión.

La Ley 21/2001, de 27 de diciembre,
por la que se regulan las medidas fiscales
y administrativas del nuevo sistema de
financiación de las comunidades autó-
nomas de régimen común y ciudades
con estatuto de autonomía especifica
que, con el alcance y condiciones esta-
blecidos en esta Ley, se cede a las comu-
nidades autónomas, según los casos, el
rendimiento total o parcial, entre otros,
del impuesto sobre el patrimonio y de
los tributos sobre el juego. Por otro lado,
la Ley 30/2002, de 1 de julio, regulado-
ra del régimen de cesión de tributos del
Estado a la Comunidad de Madrid, es-
tablece que el alcance y condiciones de
dicha cesión son los establecidos en la
Ley 21/2001, de 27 de diciembre. Ade-
más, la referida Ley 30/2002, de 1 de ju-
lio, establece que la cesión efectiva del
impuesto sobre el patrimonio y de los
tributos sobre el juego surte efectos des-
de el 1 de enero de 2002, si bien las fun-
ciones inherentes a su gestión continua-
rán siendo ejercidas por la Agencia
Estatal de Administración Tributaria
hasta que no se haya procedido, a ins-

tancia de la comunidad autónoma, al
traspaso de los servicios adscritos a di-
chos tributos.

De esta manera, mediante el presente
Real decreto procede al traspaso de las
funciones y servicios de la Administra-
ción del Estado a la Comunidad de Ma-
drid, en materia de gestión del impuesto
sobre el patrimonio y de los tributos so-
bre el juego.

Real decreto 602/2003, de 23 de mayo.
[Madrid]. (BOE núm. 126, de 27 de
mayo). 

Modificación y ampliación de los
medios patrimoniales adscritos a los
servicios traspasados por la Adminis-
tración del Estado a la Comunidad de
Madrid por el Real decreto 1685/1997,
de 7 de noviembre, en la gestión en-
comendada en materia de agricultu-
ra, Fondo Español de Garantía Agra-
ria (FEGA).

La Constitución española reserva al
Estado, en el art. 149.1.13, la compe-
tencia sobre las bases y coordinación de
la planificación general de la actividad
económica.

Por su parte, el Estatuto de autonomía
de la Comunidad de Madrid dispone
que, de acuerdo con las bases y la orde-
nación de la actividad económica gene-
ral y la política monetaria del Estado,
corresponde a la Comunidad de Madrid
la competencia exclusiva en materia de
agricultura, ganadería e industrias agro-
alimentarias.

Mediante el presente Real decreto se
modifican y amplían los medios patri-
moniales adscritos a los servicios traspa-
sados por la Administración del Estado
a la Comunidad de Madrid por el Real
decreto 1685/1997, de 7 de noviembre,
en la gestión encomendada en materia
de agricultura, Fondo Español de Ga-
rantía Agraria (FEGA).
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Real decreto 603/2003, de 23 de mayo.
[Madrid]. (BOE núm. 126, de 27 de
mayo). 

Ampliación de los servicios y activi-
dades traspasados a la Comunidad de
Madrid por el Real decreto 2060/1985,
de 9 de octubre, en materia de sanidad
(servicios sanitarios del Instituto de Sa-
lud Carlos III).

La Constitución española, en el 
art. 148.1.21, establece que las comuni-
dades autónomas podrán asumir com-
petencias en materia de sanidad e higie-
ne, y en el art. 149.1.16 reserva al Estado
la competencia exclusiva sobre sanidad
exterior, bases y coordinación general de
la sanidad y legislación sobre productos
farmacéuticos.

Por su parte, el Estatuto de autonomía
de la Comunidad de Madrid establece
que, en el marco de la legislación básica
del Estado y, en su caso, en los términos
que ésta establezca, corresponde a la Co-
munidad de Madrid el desarrollo legisla-
tivo, la potestad reglamentaria y la ejecu-
ción en materia de sanidad e higiene.

Mediante Real decreto 2060/1985,
de 9 de octubre, se traspasaron a la Co-
munidad de Madrid las funciones y ser-
vicios de la Administración del Estado
en materia de sanidad.

Este Real decreto efectúa, sobre las
mismas previsiones constitucionales, es-
tatutarias y legales, una ampliación de los
servicios y actividades traspasados con los
correspondientes a los servicios sanitarios
del Instituto de Salud Carlos III.

Real decreto 1509/2003, de 28 de no-
viembre. [Castilla y León]. (BOE núm.
300, de 16 de diciembre). 

Ampliación de los medios económi-
cos de la Seguridad Social traspasados a
la Comunidad de Castilla y León por el
Real decreto 149/1999, de 29 de enero,
en las materias encomendadas al Insti-

tuto de Migraciones y Servicios Sociales
(IMSERSO).

La Constitución española reserva al
Estado, en el art. 149.1.17, la compe-
tencia exclusiva en materia de legis-
lación básica y régimen económico de 
la Seguridad Social, sin perjuicio de la
ejecución de sus servicios por las comu-
nidades autónomas. Por su parte, el Es-
tatuto de autonomía de Castilla y León
atribuye a la Comunidad de Castilla y
León la función ejecutiva en materia de
gestión de las prestaciones y servicios 
sociales del sistema de Seguridad So-
cial: INSERSO.

El Real decreto 905/1995, de 2 de ju-
nio, traspasó a la Comunidad de Castilla
y León las funciones y servicios de la Se-
guridad Social en las materias encomen-
dadas al entonces Instituto Nacional de
Servicios Sociales (INSERSO). Por el
Real decreto 149/1999, de 29 de enero,
se ampliaron los medios de la Seguridad
Social traspasados a la Comunidad de
Castilla y León en las materias encomen-
dadas al Instituto de Migraciones y Ser-
vicios Sociales (IMSERSO), incluyendo
el personal objeto de ampliación.

En virtud de la ejecución de senten-
cias, se ha incrementado en dos efecti-
vos la relación de personal laboral que
figura en el Real decreto 149/1999, de
29 de enero, por lo que procede ampliar
los medios económicos traspasados para
adecuar las valoraciones del coste efecti-
vo del traspaso a los costes derivados de
las sentencias dictadas.

Real decreto 1510/2003, de 28 de no-
viembre. [Castilla y León]. (BOE núm.
300, de 16 de diciembre). 

Modificación y ampliación de los me-
dios patrimoniales adscritos a los servi-
cios traspasados por la Administración
del Estado a la Comunidad de Castilla y
León por el Real decreto 2/2000, de 7
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de enero, en la gestión encomendada en
materia de agricultura, Fondo Español
de Garantía Agraria (FEGA).

La Constitución española reserva al
Estado, en el art. 149.1.13, la competen-
cia sobre las bases y coordinación de la
planificación general de la actividad eco-
nómica. Por su parte, el Estatuto de 
autonomía de Castilla y León dispone que
corresponde a la Comunidad de Castilla
y León la competencia exclusiva en ma-
teria de agricultura, ganadería e indus-
trias agroalimentarias, de acuerdo con la
ordenación general de la economía.

Mediante el presente Real decreto se
modifican y amplían los medios patri-
moniales adscritos a los servicios traspa-
sados por la Administración del Estado
a la Comunidad de Castilla y León por
el Real decreto 2/2000, de 7 de enero,
en la gestión encomendada en materia
de agricultura, Fondo Español de Ga-
rantía Agraria (FEGA).

Convenios

Resolución de 25 de marzo de 2003.
Secretaría de Estado de Organización
Territorial del Estado. [Islas Baleares.
Política económica]. (BOE núm. 76, de
29 de marzo).

Ordena la publicación del Acuerdo
de la Comisión Bilateral de Coopera-
ción Administración general del Esta-
do-Comunidad Autónoma de las Islas
Baleares, en relación con la Ley del 
Estado 53/2002, de 30 de diciembre,
de medidas fiscales, administrativas y del
orden social.

Resolución de 22 de julio de 2003. Se-
cretaría de Estado de Organización Te-
rritorial del Estado. [Canarias. Puertos.
Pesca marítima]. (BOE núm. 176, de
24 de julio).

Ordena la publicación del Acuerdo
de la Comisión Bilateral de Coopera-
ción Administración general del Esta-
do-Comunidad Autónoma de Canarias,
en relación con las leyes de Canarias
14/2003, de 8 de abril, de puertos de
Canarias y 17/2003, de 10 de abril, de
pesca de Canarias.

Resolución de 29 de julio de 2003. Se-
cretaría de Estado de Organización Te-
rritorial del Estado. [Andalucía. Trans-
portes urbanos]. (BOE núm. 188, de 7
de agosto).

Ordena la publicación del Acuerdo
de la Comisión Bilateral de Coopera-
ción Administración general del Esta-
do-Comunidad Autónoma de Andalu-
cía, en relación con la Ley de Andalucía
2/2003, de 12 de mayo, de ordenación
de los transportes urbanos y metropoli-
tanos de viajeros de Andalucía.

Resolución de 2 de octubre de 2003.
Secretaría de Estado de Organización
Territorial del Estado. [Castilla-La Man-
cha. Vino]. (BOE núm. 241, de 8 de 
octubre).

Ordena la publicación del Acuerdo 
de la Comisión Bilateral de Coopera-
ción Administración general del Estado-
Comunidad Autónoma de Castilla-La
Mancha, en relación con la Ley del Es-
tado 24/2003, de 10 de julio, de la viña
y del vino.
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Ponente:
María Emilia Casas Baamonde.

En el recurso de inconstitucionali-
dad que ahora se comenta se impugna 
el art. 13 de la Ley extremeña 5/1995 
en la parte que dispone que se pierde 
la condición de funcionario por falta de
petición de reingreso al servicio activo
durante el periodo de duración de la ex-
cedencia voluntaria por agrupación fa-
miliar; el art. 17, que establece que la
falta de petición del reingreso al servicio
activo al finalizar el periodo máximo de
excedencia por agrupación familiar o
cuando desaparezcan las causas que die-
ron lugar a su concesión, comportará la
pérdida de la condición de funcionario;
y el art. 19, que prevé que los otros fun-
cionarios en excedencia forzosa, cuando
incumplan las obligaciones menciona-
das en la Ley, perderán la condición de
funcionario.

Con posterioridad a la interposición
del recurso, se modificó parcialmente la
normativa básica estatal, vigente cuan-
do se aprobó la Ley extremeña, y el Tri-

bunal recuerda que en este supuesto el
recurso tiene que resolverse tomando
como parámetro de control la legisla-
ción básica estatal vigente cuando tiene
que dictarse sentencia, aunque no fuera
la vigente cuando se aprobó la norma
impugnada.

Entrando ya a examinar el fondo del
recurso, el Tribunal Constitucional ad-
vierte que la pérdida de la condición de
funcionario y la ordenación de las situa-
ciones administrativas forman parte del
concepto constitucional de estatuto de
los funcionarios públicos, y que el Esta-
do tiene atribuida la competencia ex-
clusiva para el establecimiento de las
bases de este estatuto (art. 149.1.18 CE),
mientras que la Comunidad Autónoma
de Extremadura, en virtud del art. 8.5 de
su EA, tiene la competencia de desarro-
llo legislativo y de ejecución, de acuer-
do con la legislación básica estatal, del
Estatuto de la función pública autonó-
mica y local. 

En lo que se refiere a la normativa es-
tatal básica vigente cuando se aprobó la
Ley extremeña, ésta no fijaba la conse-

1.3. TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
1.3.1. SENTENCIAS DEL TRIBUNAL

CONSTITUCIONAL

A cargo de Manuel Gerpe Landín

Sentencia 1/2003, de 16 de enero (BOE núm. 43, de 19 de febrero de 2004).
Recurso de inconstitucionalidad núm. 2987/1995, planteado por el 
Gobierno de la Nación contra determinados incisos de los art. 13, 17 y 19
de la Ley de la Asamblea de Extremadura 5/1995, de 20 de abril, de mo-
dificación parcial y urgente del Texto refundido de la Ley de la función
pública de Extremadura, aprobado por Decreto legislativo 1/1990, de 
26 de julio.
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cuencia jurídica derivada de que un fun-
cionario no solicitara dentro del corres-
pondiente plazo su reingreso al servicio
activo; y sólo reguló una de las moda-
lidades de excedencia forzosa, dejan-
do a la normativa de desarrollo, estatal o
autonómica, el establecimiento de otros
tipos de excedencia forzosa. Por lo tan-
to, la Ley extremeña no incurrió en el
momento de su aprobación en inconsti-
tucionalidad.

Posteriormente, la Ley 13/1996 mo-
dificó esta situación, y previó dentro de
la legislación básica estatal que si un
funcionario en situación de excedencia
voluntaria por agrupación familiar no
solicita su reingreso al servicio activo al
finalizar el plazo o las causas que die-
ron lugar a su concesión, se producirá
el cambio a excedencia voluntaria por
interés particular, pero no la pérdida de
la condición de funcionario. Lo mismo
se establece para los funcionarios en 
situación de excedencia forzosa deriva-
da de suspensión firme que incumplen
sus obligaciones para intentar volver al
servicio activo. 

El Tribunal Constitucional examina
si la normativa estatal aprobada en 1996
cumple los requisitos para ser conside-
rada básica y, por lo tanto, parámetro a
respetar por la normativa autonómi-
ca. Su conclusión es que se cumplen los
requisitos formales y materiales para
considerar la regulación estatal como
básica, ya que la normativa regula dos
ámbitos nu-cleares del régimen estatu-

tario de los funcionarios públicos: la
pérdida de la condición de funcionario
y la ordenación de las situaciones ad-
ministrativas.

Por último, el Tribunal Constitucio-
nal declara la disconformidad sobreve-
nida de los artículos de la Ley extremeña
con las nuevas bases en materia de régi-
men estatutario de los funcionarios pú-
blicos aprobadas por el legislador esta-
tal, lo que lleva a estimar el recurso
planteado.

Voto particular que formulan Manuel
Jiménez de Parga Cabrera, Javier Del-
gado Barrio y Jorge Rodríguez-Zapata
Pérez.

El voto se fundamenta en la conside-
ración por parte de los magistrados dis-
crepantes de que la mayoría tendría que
haber aplicado la cláusula de prevalen-
cia prevista en el art. 149.3 CE. Así,
dado que la normativa autonómica im-
pugnada no contradecía las bases del
Estado cuando se aprobó, sino que la
contradicción se produjo con poste-
rioridad, al modificarse la normativa 
estatal, la solución consistía en aplicar
la normativa básica estatal, y acordar la
inaplicación de la normativa autonó-
mica, al haber sido desplazada por la
mencionada normativa estatal, pero no
declarar su nulidad, ya que éste es uno de
los supuestos en que se produce una
ruptura entre inconstitucionalidad y
nulidad.

Marta Fernández de Frutos
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Ponente:
Eugeni Gay Montalvo.

El presidente del Gobierno del Esta-
do interpone recurso de inconstitucio-
nalidad contra la Ley del Parlamento
vasco 1/2002, de 23 de enero, por no
incluir el contenido que le es propio,
vulnerando los preceptos del bloque de
la constitucionalidad que establecen el
régimen presupuestario de las comuni-
dades autónomas (art. 134.2 CE, art. 25
y 44 EAPV y art. 21 LOFCA); por con-
tradecir el principio de seguridad jurídi-
ca ya que la aprobación de dicha Ley se
ha simultaneado con la prórroga auto-
mática de los presupuestos para 2001
(art. 9.3 CE) y por vulnerar el proce-
dimiento de elaboración de los presu-
puestos contenido en el Reglamento del 
Parlamento vasco. La impugnación se
basa, pues, en la concepción de que el
régimen presupuestario debe contenerse
en su totalidad en la ley anual corres-
pondiente, y no en normativas parcia-
les, puesto que entonces no se sabría a
ciencia cierta qué disposiciones deben
prevalecer, si las partidas de la ley pro-
rrogada o las de la nueva ley. La Ley de
presupuestos es un producto normativo
unitario, no parcial o fragmentario.

El Parlamento vasco se opone a los
motivos de impugnación, entendiendo
que la Ley 1/2002 es una mera ley ordi-
naria que complementa y matiza la Ley
de presupuestos prorrogada. Entiende
también que, al ser aprobada por medio
del procedimiento propio de la Ley de
presupuestos, la Ley impugnada es ga-
rantista. Pese a reconocer la defectuosa
técnica legislativa, rechaza que se vulne-

re la seguridad jurídica, ya que mantiene
que sus únicos destinatarios son el Par-
lamento y el Gobierno vascos.

El Gobierno vasco sostiene que los
presupuestos de la Comunidad Autóno-
ma para el ejercicio 2002 son los del año
anterior prorrogados. La Ley impugnada
puede tener así contenido presupuesta-
rio, pero no es una ley de presupuestos.
La tramitación inicial como ley de pre-
supuestos se transformó en ley ordinaria
en el último momento de su tramita-
ción parlamentaria. Considera que el
Parlamento puede adoptar esta deci-
sión. Finalmente, entiende que no se ha
afectado a la seguridad jurídica, puesto
que hay dos normas de contenido pre-
supuestario, la Ley de presupuestos pro-
rrogada y la Ley 1/2002, a la que siguió
la Ley 2/2002, para facilitar la inserción
de la norma anterior en el ordenamien-
to jurídico.

Hemos de recordar que el Parlamento
vasco aprobó también la Ley 8/2002, de
27 de diciembre, de presupuestos gene-
rales de la Comunidad Autónoma para
2003. El Tribunal entiende que ello no
es óbice para que se analice la constitu-
cionalidad de la Ley impugnada en el
presente recurso de inconstituciona-
lidad, ya que en otro caso las leyes con
vigencia temporal quedarían fuera del
objeto de control del Tribunal Constitu-
cional. Por ello, entiende que no ha ha-
bido pérdida sobrevenida del objeto del
recurso.

En el fundamento jurídico 3, el TC
recuerda que es una competencia par-
lamentaria inexcusable la aprobación
anual de los presupuestos, ya que es un
elemento nuclear de la concepción de la
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democracia parlamentaria, que en el
bloque de la constitucionalidad corres-
ponde, según los casos, a las Cortes Ge-
nerales o a las asambleas legislativas de
las correspondientes comunidades au-
tónomas. En el fundamento jurídico 4
se extiende sobre la naturaleza jurídica 
de la Ley de presupuestos, de acuerdo
con la doctrina reiterada y extensa del
propio Tribunal. Así, se destaca que los
presupuestos contienen de forma unita-
ria la totalidad de los gastos e ingresos
del sector público, constituyendo un
instrumento de dirección de la política
económica del Gobierno, pero siempre
bajo el control parlamentario. La Ley de
presupuestos se concibe como una «ley
de contenido constitucionalmente de-
terminado», en la que concurren tres
elementos: «es una Ley dictada en el
ejercicio de su potestad legislativa, por
la que se aprueban los presupuestos y,
además, a través de ella, se controla la
acción del Gobierno».

Por otro lado, la Ley de presupues-
tos tiene una naturaleza temporalmen-
te limitada a cada ejercicio, esto es, a 
un año, aunque puede ser prorrogada 
(art. 134.4 CE y 56.1 de la Ley general
presupuestaria). La prórroga constituye
un «mecanismo excepcional que opera
en bloque y exclusivamente en aquellos
casos en los que, finalizado el ejercicio
presupuestario, aún no ha sido aproba-
da la nueva Ley. La prórroga opera, ade-
más, como un mecanismo automático,
ex constitutione, sin necesidad de una
manifestación de voluntad expresa en
tal sentido» (FJ 5).

El TC entiende que las reglas consti-
tucionales sobre la Ley de presupuestos
son aplicables a las instituciones centra-
les del Estado y a las autonómicas. Ade-
más, de manera específica para el caso
vasco, recuerda los art. 25 y 44 EAPV,
21.1 LOFCA, así como el Decreto legis-

lativo vasco 1/1997, de 11 de noviem-
bre, por el que se aprueba el Texto re-
fundido de la Ley de principios ordena-
dores de la hacienda general del País
Vasco, y el Decreto legislativo 1/1994,
de 27 de septiembre, por el que se
aprueba el Texto refundido de las dispo-
siciones vigentes sobre el régimen presu-
puestario de Euskadi. 

En el fundamento jurídico 7, el TC
sostiene que la Ley impugnada no es la
ley de presupuestos de la Comunidad
Autónoma para el año 2002. Y no lo es,
porque así lo decidió el Parlamento vas-
co y por carecer del contenido «propio,
mínimo, indisponible y necesario» que
debe tener dicha Ley. A pesar de lo soste-
nido por el Gobierno y el Parlamento
vasco, el TC niega la posibilidad de que
sea constitucionalmente admisible una
Ley como la aquí impugnada, que es de-
finida por sus defensores como de «con-
tenido presupuestario» y que coexiste
con la Ley presupuestaria prorrogada
(en dos ocasiones). No puede haber una
multiplicidad de leyes reguladoras de los
presupuestos. Por ello, el TC afirma que
«la Ley 1/2002, de 23 de enero, al inci-
dir sobre la realidad de la prórroga pre-
supuestaria, es contraria a la Constitu-
ción y a las normas que integran el
bloque de la constitucionalidad (art. 21
LOFCA y 44 EAPV), concretamente a
los principios de unidad y universalidad
presupuestaria recogidos en los art. 134
CE, 21 LOFCA y 44 EAPV». La reserva
material de la Ley de presupuestos, que
es la previsión de los ingresos y autoriza-
ciones de gastos para un año, pueden 
ser alterados excepcionalmente e inclu-
so prorrogados, pero a juicio del Tribu-
nal ello es muy diferente a lo que ocurre
con la Ley impugnada, que realiza una
auténtica fragmentación de la insti-
tución presupuestaria, contraria a los
principios de unidad y universalidad. La
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Ley 1/2002 impugnada se ve completa-
da, además, por otras que se aprobaron
posteriormente, a las cuales, aunque no
sean objeto del presente recurso, el TC
también hace referencia, ya que comple-
tan el fragmentario mapa presupuesta-
rio vasco del momento. La aplicación
sólo parcial de la Ley de presupuestos 
no es compatible con la institución de la
prórroga. Además, no es admisible que
«la suma de los créditos presupuesta-
rios autorizados para el ejercicio 2002
en la Comunidad Autónoma vasca como
consecuencia de las previsiones conte-
nidas en las leyes 1/2002, 4/1999 y
2/2002, supere el límite máximo del
gasto autorizado para este ejercicio, ni,
por otro lado, que la Ley 1/2002 coexis-
ta con unos presupuestos prorrogados
(los contenidos en la Ley 4/1999), susti-
tuyéndolos en parte» (FJ 9 in fine). Esta
situación lleva al Tribunal  a afirmar que
también se ha infringido el principio
constitucional de la seguridad jurídica,
por la confusión que se genera, y por la
dificultad de un conocimiento cierto
por parte de los ciudadanos. No es de
recibo, pues, argumentar que la Ley pre-
supuestaria tiene como destinatarios
sólo los poderes públicos, ya que los ciu-
dadanos también lo son (FJ 10).

El TC declara la inconstitucionalidad
de la Ley impugnada y, por consiguien-
te, su nulidad. En el FJ 11 se modulan
los efectos de dicha declaración «para
atender a terceros de buena fe que man-
tienen relaciones económicas con la Ad-
ministración [...]. Por ese motivo deben
declararse no susceptibles de ser revisa-
das como consecuencia de la nulidad
que ahora declaramos no sólo aquellas
situaciones decididas mediante senten-
cia con fuerza de cosa juzgada (art. 40
LOTC), sino también por exigencia del
principio constitucional de seguridad
jurídica (art. 9.3 CE), las establecidas

mediante actuaciones administrativas
firmes».

El voto particular formulado por los
magistrados Tomás Vives Antón, Pablo
García Manzano, María Emilia Casas
Baamonde y Elisa Pérez Vega discrepa
de la argumentación llevada a cabo por
el Tribunal. Entiende que no se ha in-
sistido suficientemente en la naturale-
za jurídica de la Ley de presupuestos 
y, en cambio, demasiado en disquisi-
ciones genéricas sobre la función del
Parlamento. Se critica el «doble régi-
men presupuestario» que se ha dado 
en la Comunidad Autónoma del País
Vasco, por lo que se afirma que lo que
vulnera la Ley 1/2002 es el propio ré-
gimen de la prórroga presupuestaria, 
ya que ésta existe hasta que se aprueben
los nuevos y en bloque. La Ley im-
pugnada desnaturaliza la institución de
la prórroga, al mantener subsistente
sólo en una parte la Ley de presupues-
tos prorrogada. Todo ello vulnera el 
art. 134.4 CE «en cuanto que se le asig-
na una función materialmente presu-
puestaria (aunque sea parcial) a una Ley
que no es aprobatoria de los presupues-
tos de todas las entidades integrantes de
la Comunidad Autónoma vasca».

Finalmente, los firmantes del voto
particular consideran que en la argu-
mentación de la Sentencia no se han te-
nido en cuenta elementos que en su día
fueron debatidos en el Pleno: en la Ley
impugnada hay preceptos que no debe-
rían declararse inconstitucionales por-
que no tienen carácter presupuestario 
o son complementarios, por lo que que-
darían fuera de los estados financie-
ros de ingresos y gastos. No se comparte,
pues, la inconstitucionalidad global y
como un todo único que se declara en
la Sentencia.

Joan Lluís Pérez Francesch
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Ponente:
Javier Delgado Barrio.

Con esta Sentencia el Tribunal Cons-
titucional inicia una serie de pronun-
ciamientos sobre diversas cuestiones
que se plantean desde la Comunidad
Autónoma canaria sobre la constitu-
cionalidad del impuesto especial sobre 
determinados medios de transporte. De
hecho, las posteriores sentencias tienen
como argumentos básicos los que se
han construido en el fallo que ahora 
se sintetiza.

En esta Sentencia se plantean cuatro
argumentos para fundamentar la in-
constitucionalidad del tributo. En pri-
mer lugar, del régimen económico fiscal
de Canarias se deriva el denominado
principio de franquicia, que impide que
en el territorio canario puedan existir
tributos que graven el consumo. En se-
gundo lugar, la introducción del tributo
en el régimen económico fiscal de Ca-
narias ha prescindido, a juicio de los re-
currentes, del informe preceptivo que
demanda el art. 46 del EACan. En ter-
cer lugar, se deriva de la CE y el Esta-
tuto canario una competencia para la
comunidad de desarrollo de la legis-
lación y de la ejecución en materia de
procedimientos relacionados con el es-
pecial régimen económico fiscal. Final-
mente, se alega, como argumento subsi-
diario, que el tributo impugnado puede

considerarse cedido y, en consecuencia,
es la Comunidad Autónoma la que pue-
de gestionarlo.

Ante estos argumentos el Tribunal, en
primer término, aclara el objeto de la
controversia. Se ha de tener en cuenta
que han pasado diez años desde su plan-
teamiento. La Ley 21/2001 ha converti-
do el tributo impugnado en un tributo
cedido a las comunidades autónomas,
sobre el que pueden ejercer competen-
cias normativas y realizar, previa delega-
ción, tareas de gestión; mientras que, en
el momento de interposición de los re-
cursos, el tributo era estatal. Este cam-
bio de realidad en su régimen no hace
que pierda su sentido el tratamiento por
parte del Tribunal de lo planteado,
puesto que las partes ya aportaron la 
necesidad de analizar su carácter de tri-
buto cedido.

El Tribunal trata, en primer lugar, las
características del principio de franqui-
cia y su fundamento en la ordenación
del régimen especial económico cana-
rio. De la disposición adicional tercera
de la Constitución y del Estatuto se de-
riva la necesidad de que exista tal régi-
men pero no su carácter de inalterable.
Se ha de adaptar a las evoluciones que
puede experimentar la realidad social o
económica tanto de las islas que forman
el archipiélago como del resto del Esta-
do. En consecuencia, no se puede de-
rivar que el principio de franquicia, que
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es aplicable al territorio y caracteriza 
su sistema tributario, posea un núcleo
esencial o sea en absoluto inviolable.
Desde esta perspectiva, el Estado pue-
de establecer tributos en el territorio
que graven el consumo, máxime cuan-
do se regulan con características espe-
ciales (tipos impositivos más bajos)
para las Islas Canarias.

En relación con la necesidad del in-
forme preceptivo, el Tribunal entiende
que el Estado cumplió con tal requisito.
Añade que es preceptivo tal informe
pero no se le ha de considerar vinculan-
te. Es obligatorio presentar este docu-
mento junto a la iniciativa legislativa
para adjuntarlo al necesario debate en
las Cortes Generales. 

Sobre la competencia autonómica
relativa al desarrollo legislativo y sobre
la ejecución entiende el Tribunal que
no hay fundamento jurídico suficiente
para identificar tal competencia. El im-
puesto impugnado es producto del po-
der tributario estatal y es a él al que le
corresponde ejercer la competencia
cuya titularidad se cuestiona. Añádase
a esto que se ha de considerar que la
Comunidad Autónoma puede, en todo
caso, desarrollar la legislación relativa a
la ejecución de las especialidades del
régimen económico-fiscal. No necesita
tal desarrollo el régimen jurídico del
tributo impuesto, ya que la especiali-
dad para Canarias es la de poseer un

tipo impositivo inferior al del resto del
Estado.

Finalmente, se trata la cuestión del
carácter cedido del tributo. Aclara el tri-
bunal que en el momento de presenta-
ción de los recursos no tenía tal carácter.
Es en la actualidad cuando el tributo ha
pasado a ser efectivamente cedido. Sin
embargo, esta característica no supone
que sea un tributo propio de la Comu-
nidad Autónoma. La titularidad de la fi-
gura así como de su gestión siguen sien-
do estatales. Se pone de manifiesto que
lo cedido es la recaudación y compe-
tencias normativas sobre determinados
aspectos del tributo, así como, por de-
legación, puede realizarse la gestión 
del tributo por la Comunidad. Ahora
bien, en ningún momento suponen una
transferencia definitiva de competen-
cias. Por este argumento y los anteriores
se desestima lo planteado.

Cierra esta Sentencia la existencia de un
voto particular expuesto por varios magis-
trados. No discuten el fallo de la misma
sino que se aporta una precisión sobre la
argumentación realizada en la sentencia.
Consideran los firmantes del voto que el
Tribunal no aporta ningún argumento
decisivo para el fallo al señalar que el in-
forme preceptivo ha de ser presentado an-
tes de la tramitación de las iniciativas le-
gislativas en las Cortes Generales.

José Antonio Fernández Amor
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Ponente:
María Emilia Casas Baamonde.

En esta ocasión, la aplicación de 
la regulación que ordena el impuesto 
general indirecto canario (IGIC) y el
arbitrio sobre la producción y la im-
portación plantea dudas de constitu-
cionalidad a la instancia judicial que
presenta la cuestión. Entiende que su
regulación violenta el principio de fran-
quicia que caracteriza el régimen econó-
mico fiscal canario. Asimismo, conside-
ra que atribuir mediante ley ordinaria la
revisión de los actos administrativos re-
lacionados con el arbitrio es contrario al
ordenamiento, pues ha de hacerse me-
diante ley orgánica.

Es escueto el Tribunal en el trata-
miento de lo planteado. Previo a cual-
quier análisis realiza el juicio de rele-
vancia que exige el art. 35 de la LOTC
para las cuestiones de inconstituciona-
lidad. Determina que el fallo del Tri-
bunal Superior de Justicia no depende

de la normativa que regula el arbitrio,
por lo que el objeto de análisis se re-
duce a lo que se refiere estrictamente 
al IGIC.

Sobre el tributo citado entiende que
no altera el principio de franquicia des-
de que no se le puede considerar un
rasgo inalterable del régimen económi-
co fiscal canario. Este tributo ya se in-
serta en el citado régimen como exclu-
sivo de la Comunidad Autónoma, no
aplicable en el resto del Estado. Asimis-
mo, se trata de una figura que recauda
a favor de las instituciones canarias. Es
un tributo producto de la evolución de
la realidad económico-fiscal tanto del
archipiélago como de España (se esta-
blece a raíz de su entrada en la Unión
Europea con la exclusión para el terri-
torio canario del IVA). Se desestima el
recurso en relación con el IGIC, y no
se trata lo planteado en relación con el
arbitrio.

José Antonio Fernández Amor
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Ponente:
Jorge Rodríguez-Zapata Pérez.

La presente Sentencia se ha de añadir
a las relativas al impuesto sobre determi-
nados medios de transporte. En esta oca-
sión, lo impugnado es un real decreto ley
y una orden ministerial que regulan in-
centivos fiscales relacionados con el im-
puesto citado. Se fundamenta su incons-
titucionalidad en que la Comunidad
Autónoma de Canarias posee la compe-
tencia para el desarrollo legislativo y la
ejecución en materia de procedimiento
administrativo de los tributos que se in-
cluyen en su régimen económico fiscal.
Como argumento subsidiario se apor-
ta que el tributo es cedido, por lo que 
su gestión pertenece a la comunidad au-
tónoma.

Se hace necesario determinar el obje-
to del recurso, puesto que se resuelve 
pasados casi diez años. Igual que ocurre
en la Sentencia 16/2003, anteriormen-

te expuesta, el que se apruebe la Ley
21/2001 y el tributo pase a ser efectiva-
mente cedido no altera la necesidad de
pronunciarse en esta ocasión sobre los
problemas planteados. 

Haber reconocido un régimen econó-
mico fiscal especial a las Islas Canarias
no significa que se les haya atribuido
competencias específicas. Es al Estado al
que le compete la regulación del citado
régimen, sin ser éste obstáculo para el
establecimiento de tributos producto de
su poder tributario.

Sobre el argumento subsidiario man-
tiene lo expuesto en la Sentencia
16/2004. El carácter cedido del tributo
no implica que se haya transferido su
titularidad. El Estado sigue mante-
niendo su condición tanto en relación
con el tributo como en relación con su
gestión. Por todo ello, se desestima el
recurso.

José Antonio Fernández Amor
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Ponente: 
Tomás S. Vives Antón.

En lo que concierne a la impugnación
estatal de las leyes autonómicas, ésta se
fundamenta en que el régimen jurídico
que establecen con respecto a las autori-
zaciones administrativas exigidas para la
apertura de oficinas de farmacia (prin-
cipio de intransmisibilidad de las au-
torizaciones; caducidad de las autori-
zaciones en determinados supuestos, y 
la titularidad del farmacéutico sobre
una única farmacia) vulnera la compe-
tencia estatal para dictar bases sobre esta
materia (art. 149.1.16 CE). Asimismo,
de manera subsidiaria se alega que vul-
neran la garantía de igualdad de todos
los españoles (art. 149.1.1 CE) al afectar
a los derechos regulados en los artícu-
los 33, 35, 36 y 38 CE; la legislación
mercantil (art. 149.1.6 CE) y la legisla-
ción civil (art. 149.1.8 CE). 

Con respecto a la Ley estatal 16/1997,
la impugnación se fundamenta en que la
regulación que la Ley hace de las auto-
rizaciones de apertura de las farmacias
no puede ser considerada, como por el
contrario se dice en la Ley, normativa
básica. 

El Tribunal Constitucional analiza en
primer lugar el recurso planteado contra
la Ley estatal 16/1997 (que es una Ley
aprobada con posterioridad a las nor-
mas autonómicas impugnadas) con el
fin de determinar si la regulación de las

autorizaciones de apertura de farmacias
es normativa básica, ya que dependien-
do de la respuesta la resolución con res-
pecto a la impugnación de la normativa
autonómica variará.  

Como punto de partida se recuerda
que el art. 103.2 de la Ley 14/1986 ge-
neral de sanidad configura las oficinas
de farmacia como «establecimientos sa-
nitarios» y que en la STC 32/1983 se
declaró que el régimen jurídico de estos
establecimientos tiene que entenderse
como una competencia de fijación de
bases; pero la regulación estatal es, en
todo caso, una regulación de mínimos
que puede ser desarrollada por las comu-
nidades autónomas con competencias
sobre materias sanitarias. A continua-
ción, el Tribunal repasa su jurispruden-
cia sobre el concepto formal y material
de bases para aplicarla a la Ley estatal,
llegando a la conclusión de que los pre-
ceptos impugnados sí tienen este carác-
ter básico, y, por tanto, se desestima el
recurso planteado con respecto a la nor-
ma estatal.

En lo que concierne a la normativa
autonómica, en este comentario se trata
de manera conjunta el análisis de consti-
tucionalidad de la Ley extremeña y la
Ley de Castilla-La Mancha. 

En primer lugar se analiza si las leyes
vulneran el régimen de transmisibilidad
de autorizaciones de apertura de farma-
cias. Así, en lo que concierne al art. 14,
párrafo primero, de la Ley de Extrema-
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Sentencia 109/2003, de 5 de junio (BOE núm. 156, de 1 de julio). Recursos de
inconstitucionalidad núm. 3540/1996, 1492/1997 y 3316/1997 inter-
puestos, respectivamente, por el presidente del Gobierno contra la Ley 
de la Comunidad Autónoma de Extremadura 3/1996, de 25 de junio, de
atención farmacéutica; por el presidente del Gobierno contra la Ley 
de Castilla-La Mancha 4/1996, de 26 de diciembre, de ordenación del ser-
vicio farmacéutico, y por el Consejo de Gobierno de la Junta de Comuni-
dades de Castilla-La Mancha contra la Ley 16/1997, de 25 de abril, de re-
gulación de los servicios de las oficinas de farmacia. 



dura, se declara su inconstitucionalidad
porque proclama la intransmisibilidad de
autorizaciones de apertura de farmacia,
en contra de lo que dispone la normati-
va básica estatal. Pero no son inconsti-
tucionales los párrafos segundo y tercero
del mencionado art. 14 porque respe-
tan la normativa básica. La disposición
transitoria tercera de la Ley, que pre-
vé una excepción en el régimen gene-
ral de intransmisibilidad, permitiendo
en determinados supuestos una única
transmisión, también resulta contraria a
la normativa básica estatal que establece
como criterio general la transmisibi-
lidad sin ningún tipo de limitación. El
art. 38.1 de la Ley de Castilla-La Man-
cha, que prevé la no transferencia de las
autorizaciones, también vulnera la Ley
estatal.

En segundo lugar, se examina la posi-
ble inconstitucionalidad del régimen de
caducidad de las autorizaciones admi-
nistrativas de apertura de farmacias. El
Tribunal considera que las causas de ca-
ducidad del art. 14, párrafos cuarto,
quinto y sexto de la Ley de Extremadura
no son inconstitucionales porque no re-
presentan un impedimento general en
la libre transmisión establecida en la
normativa estatal. Asimismo, no es in-
constitucional el régimen de caducidad
previsto en el art. 38.1, párrafo cuarto,
de la Ley de Castilla-La Mancha.

En tercer lugar, se trata la posible vul-
neración de la competencia estatal so-
bre legislación civil y laboral. La con-
clusión es que el reiterado artículo 14,
que prevé que cuando se produce una
nueva autorización administrativa de
farmacia ya autorizada tienen que man-
tenerse en sus puestos de trabajo los
mismos ayudantes técnicos de farma-
cia, no es inconstitucional y respeta el
régimen estatal de sucesión de empresas
(art. 44 ET).

En cuarto lugar, se analiza el art.
20.2 de la Ley castellana, que sólo per-
mite la titularidad de una oficina de
farmacia a un único farmacéutico. El
Tribunal Constitucional declara que
este precepto vulnera la normativa bá-
sica estatal que permite la cotitulari-
dad; no obstante, resulta conforme con
la Constitución la previsión de que
cada farmacéutico sólo podrá ser titu-
lar de una única oficina de farmacia.

En lo que concierne a la posibili-
dad de que las causas de caducidad 
de las autorizaciones previstas en las 
leyes impugnadas vulneren el art. 35 
CE, que reconoce el derecho al trabajo, 
el Tribunal declara que los preceptos 
impugnados no limitan el derecho del 
farmacéutico a ejercer libremente su
profesión. Asimismo, tampoco vulne-
ran, atendiendo al interés público de las
farmacias que permite introducir limi-
taciones en su regulación, el art. 33 CE
(derecho a la propiedad), ni el art. 36
CE (regulación por ley del ejercicio de
las profesiones tituladas), ni el art. 38
CE (libertad de empresa).

Voto particular formulado por Pablo
García Manzano.

El voto particular se formula porque
el magistrado discrepa de la decisión de
la mayoría de declarar inconstituciona-
les los preceptos autonómicos que pro-
híben la transmisión de la autorización
de las oficinas de farmacia. Así, consi-
dera que las leyes autonómicas se apro-
baron cuando el marco básico estatal lo
formaban la Ley 14/1986, general de
sanidad, la Ley 25/1990, del medica-
mento, y el Real decreto ley 11/1996,
sobre ampliación del servicio farma-
céutico a la población, y que estas nor-
mas no establecían como básico el re-
quisito de la transmisibilidad de las
autorizaciones. Sólo la posterior apro-
bación de la Ley estatal 16/1997 esta-
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blecerá esta exigencia de transmisibili-
dad, y el magistrado discrepante consi-
dera que este requisito no puede ser
considerado básico, y, por lo tanto, las

normas autonómicas serían conformes
a la Constitución.

Marta Fernández de Frutos
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Sentencia 123/2003, de 19 de junio (BOE núm. 170, de 17 de julio, suple-
mento). Recurso de inconstitucionalidad núm. 2988/1995, planteado por
el presidente del Gobierno contra diversos artículos de la Ley de la Comu-
nidad Autónoma de Extremadura 8/1995, de 27 de abril, de pesca.  

Ponente: 
Tomás S. Vives Antón.

El abogado del Estado considera que
la Ley objeto de este recurso contiene un
conjunto de medidas encaminadas a la
preservación del medio acuático que su-
peran el ámbito estrictamente pesquero
e invaden el de la materia hidráulica, so-
bre el que el Estado ostenta importantes
competencias exclusivas (art. 149.1.22
CE). La principal cuestión, pues, que se
plantea en este recurso es el cruce entre
las competencias estatales sobre el recur-
so hidráulico y las competencias auto-
nómicas sobre otras materias, como la
pesca fluvial (art. 7.1.8 EAE) y la pro-
tección del medio ambiente (art. 8.9
EAE), que se da cuando se proyectan en
un mismo espacio o realidad física: las
cuencas fluviales supracomunitarias
(Extremadura no tiene ninguna intraco-
munitaria). 

Para resolver este caso el Tribunal
Constitucional se basa en criterios doc-
trinales anteriores (que sintetiza en el 
FJ 2) porque considera que las cuestio-
nes debatidas en esta controversia com-
petencial tienen una estrecha relación
con las que resolvían las STC 15/1998, 
de 22 de enero, y 110/1998, de 21 de
mayo. Hay que recordar que el objeto
de la STC 15/1998 era la Ley de Casti-
lla-La Mancha 1/1992, que, según el

Tribunal, guarda una notable similitud
con varios de los preceptos impugna-
dos de la Ley de Extremadura, hasta el
punto de que algunos de éstos son idén-
ticos. Por eso, el Tribunal resuelve este
recurso aplicando una y otra vez la doc-
trina contenida en aquellas sentencias,
en las cuales, recordémoslo, el Tribunal
hacía un llamamiento a la «mutua cola-
boración» entre los organismos de
Cuenca y las comunidades autónomas.
Así, para el Tribunal, «la atribución de
una competencia sobre un ámbito físico
determinado no impide necesariamente
que se ejerzan otras competencias en ese
espacio, siempre que ambas tengan dis-
tinto objeto jurídico, y que el ejercicio
de las competencias autonómicas no in-
terfieran o perturben el ejercicio de las
estatales, por lo que, frecuentemente,
resultará imprescindible el estableci-
miento de mecanismos de colaboración
que permitan la necesaria coordinación
y cooperación entre las administracio-
nes públicas implicadas» (STC 15/1998,
FJ 3, y 110/1998, FJ 2). Asimismo, la
competencia exclusiva autonómica sobre
pesca fluvial no se agota en la regulación
de la actividad consistente en la captu-
ra de las diferentes especies piscícolas sino
que «alcanza también a aquellas otras
medidas encaminadas a la protección y
conservación de las especies que, en mu-
chos casos incidirán inevitablemente



sobre las previsiones jurídicas de carácter
general previstas para el medio en el que
habitan. A estos efectos, se precisó que la
delimitación del título competencial pes-
ca fluvial no puede ignorar, en absoluto,
la inescindible conexión que existe entre
el recurso natural objeto de esta actividad
y el medio en el que habita, añadiéndose,
con apoyo en la STC 56/1989 (FJ 5),
que es presupuesto inherente a esa activi-
dad el régimen de protección, conserva-

ción y mejora de les recursos pesqueros
(STC 110/1998, FJ 2)».

El Tribunal acaba estimando parcial-
mente el recurso que había presentado
al presidente del Gobierno (invocando,
una vez más, el art. 161.2 CE) y sólo de-
clara contrarios al orden constitucional
y, por lo tanto, nulos, cuatro de los trece
preceptos impugnados.  

Marcel Mateu
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Sentencia 124/2003, de 19 de junio (BOE núm. 170, de 17 de julio, suple-
mento). Recursos de inconstitucionalidad acumulados núm. 1254/1996 
y 1255/1996, promovidos por el Gobierno de Navarra contra algunos 
art. de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de ordenación del comercio minoris-
ta, y contra los art. 2 y 3 de la Ley orgánica 2/1996, de 17 de enero, com-
plementaria de la ordenación del comercio minorista. 

Ponente: 
Elisa Pérez Vera.

Voto particular: 
Javier Delgado Barrio (se adhieren al
mismo los magistrados M. Jiménez de
Parga, V. Conde Martín de Hijas, R.
García-Calvo, J. Rodríguez-Zapata).

Voto particular: 
J. Rodríguez-Zapata (se adhiere al mis-
mo R. García-Calvo).

Esta Sentencia es especialmente re-
marcable por dos cuestiones sustantivas
y una curiosidad formal. En primer lu-
gar, tal como destaca el segundo voto
particular, el Tribunal Constitucional se
ha enfrentado a una figura de enorme
relieve en la construcción y articulación
del Estado de las autonomías: el ámbito
propio, naturaleza, elaboración y límites
de las leyes orgánicas del art. 150.2 CE
(las leyes de transferencia o delegación).
En segundo lugar, el Tribunal Consti-

tucional tiene una nueva oportunidad 
de pronunciarse sobre la regulación de 
las grandes superficies y los horarios 
comerciales (como subsector de la mate-
ria comercio interior), dando un paso
más en la confección de una doctrina
que se empezó a construir con la STC
225/1993. La cuestión formal es que el
segundo voto particular está firmado
por dos magistrados que también se ha-
bían adherido al primero: en total, una
aparente mayoría de siete.

En esta Sentencia el Tribunal estima
parcialmente los dos recursos de incons-
titucionalidad presentados por el Go-
bierno de Navarra, que impugnaban,
respectivamente, varios preceptos de la
Ley 7/1996, de ordenación del comer-
cio minorista, y los art. 2 y 3 de la LO
2/1996 complementaria de la anterior;
originariamente las dos procedían de
una misma iniciativa legislativa, sin em-
bargo en el curso de la tramitación par-
lamentaria (ya en el Senado) se desdobla
en dos leyes porque determinados pre-



ceptos tenían carácter orgánico. Se re-
currió contra la primera de estas leyes
por considerar que los preceptos im-
pugnados excedían de los títulos com-
petenciales reservados al Estado, inva-
diendo competencias atribuidas a la
comunidad foral; mientras que los artí-
culos de la segunda Ley se consideran
inconstitucionales porque atribuyen ca-
rácter orgánico a materias reservadas a la
ley ordinaria, contrariando lo que dis-
ponen los art. 81.1 y 150.2 CE.

Con relación a la Ley 7/1996, el Tri-
bunal sólo considera inconstitucionales
dos artículos de los nueve preceptos im-
pugnados. El 37, porque «la exigencia
de autorización y de su eventual inscrip-
ción registral, por parte de la Comuni-
dad Autónoma, para ejercer las ventas a
distancia, ambulantes, automáticas o en
pública subasta no puede considerarse
un criterio global de ordenación de este
sector comercial, ni una medida singu-
lar de ordenación económica para al-
canzar una determinada finalidad, en
este caso, el control de esas activida-
des comerciales, sino una medida de po-
lítica administrativa correspondiente 
a la disciplina de mercado y dirigida a 
la protección del consumidor, y por 
ello no puede reputarse como norma
básica al amparo del título competencial
que corresponde al Estado —ex art.
149.1.13 CE» (FJ 7). Citando la STC
264/1993, FJ 5, el Tribunal Constitu-
cional también considera inconstitucio-
nal el art. 53 (excepto el inciso final que
define qué es venta ambulante o no se-
dentaria) porque regula la modalidad de
venta ambulante «en sus aspectos neta-
mente públicos y por ello no puede en-
tenderse amparada en el ámbito compe-
tencial reservado al Estado —ex art.
149.1.6 y 8 CE— por lo que debe de-
clararse inconstitucional». En cambio,
según el Tribunal, «los preceptos de la

Ley impugnada que fijan un contenido
mínimo de la noción de gran estableci-
miento, establecen la sujeción a una li-
cencia comercial específica otorgada por
las comunidades autónomas, y determi-
nan los mencionados criterios también
mínimos de otorgamiento, deben consi-
derarse normas básicas legítimamente
dictadas al amparo del art. 149.1.13 CE
y por ello no contrarias al orden consti-
tucional de distribución de competen-
cias» (FJ 3). El Tribunal tampoco consi-
dera inconstitucional la exigencia de un
informe del Tribunal de Defensa de la
Competencia que, aunque preceptivo,
no tiene carácter vinculante, como trá-
mite para otorgar o denegar la licencia
de apertura de los grandes estableci-
mientos por parte de la Administración
autonómica. 

El último gran bloque normativo que
se impugnaba de esta Ley estaba en re-
lación con las infracciones y sancio-
nes. Como los preceptos impugnados
no contienen ni tipificación de infrac-
ciones ni conminan con sanciones, el
Tribunal considera aceptable que se 
establezcan criterios para la gradación 
de las sanciones y se regule la reinci-
dencia y la prescripción de las infraccio-
nes, y les reconoce el carácter de condi-
ciones básicas que permiten al Estado
evitar divergencias irrazonables o des-
proporcionadas entre las diferentes re-
gulaciones autonómicas (sobre la base
del art. 149.1.1 CE).

En lo que concierne a la LO 2/1996,
el Tribunal descarta que pueda predicar-
se el carácter orgánico del art. 2 por su
vinculación al derecho establecido en el
art. 38 CE y tampoco considera justifi-
cado este carácter para el art. 3 sobre la
base de razones de conexión temática,
sistematicidad o buena política legislati-
va. Asimismo, después de repasar doc-
trina anterior en relación a los límites
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Ponente:
María Emilia Casas Baamonde.

Esta Sentencia cierra las que en 2003
han supuesto que el Tribunal Consti-
tucional se pronunciase sobre aspectos
relativos al régimen económico fiscal 
de Canarias. En este caso, es objeto un
Real decreto ley que modifica el tipo
impositivo del impuesto especial sobre
determinados medios de transporte.
Los argumentos empleados para justifi-
car la inconstitucionalidad ya se han
tratado en otras ocasiones. Se constru-
yen alrededor de cuestiones ya plan-
teadas en relación con el tema de los 
reales decretos ley y el deber de con-
tribuir. En primer término, se cuestio-
na si se ha producido el supuesto habi-
litante para utilizar esta norma, esto 
es, la «extraordinaria y urgente necesi-
dad» que prevé el art. 86 CE. En segun-
do lugar, se considera que la norma no

puede alterar el tipo impositivo de un
tributo, pues es uno de sus elementos
esenciales. Finalmente, se hace uso de la
ausencia de informe preceptivo cuando
se modifica el régimen económico fiscal
canario.

El Tribunal estima que tratar el tema
planteado no ha perdido su interés a pe-
sar de aprobarse la Ley 21/2001, por la
que el tributo pasa a ser efectivamente
cedido. Por esta razón pasa a analizar el
impugnado Real decreto ley confirman-
do que se produce el supuesto de extraor-
dinaria y urgente necesidad. No se da
contenido a este requisito con el hecho
de que se hayan debido prorrogar los
presupuestos del año 1995 para 1996,
actualizándose medidas presupuestarias
mediante esta norma, lo que es posible
aunque con límites, tal y como se recoge
en la STC 3/2003, de 16 de enero. Más
bien, el fundamento se forma con la fi-
nalidad de completar la política seguida
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materiales de la LO, el Tribunal, en con-
tra de lo que afirmaba el abogado del
Estado (pero sin argumentarlo mucho),
considera que «de la misma literalidad
de ambos preceptos puede deducirse
que en ellos no se transfiere ninguna fa-
cultad a las comunidades autónomas en
materia de comercio interior, razón por
la que no pueden revestir carácter orgá-
nico al amparo del art. 150.2 CE» (FJ
13). Finalmente, el Tribunal Constitu-
cional precisa el alcance de su decisión
porque el Gobierno de Navarra solicita-

ba o bien la declaración de inconstitu-
cionalidad de las normas impugnadas o
bien la inaplicación a su Comunidad.
Pues bien, teniendo en cuenta que, des-
de 1999, todas las comunidades autó-
nomas han asumido competencias ex-
clusivas en materia de comercio interior,
el Tribunal declara la nulidad y, por lo
tanto, da un carácter general a las decla-
raciones de inconstitucionalidad que in-
cluye su Sentencia.

Marcel Mateu

Sentencia 137/2003, de 3 de julio (BOE núm. 181, de 30 de julio). Recurso de
inconstitucionalidad 1313/1996. Promovido por el Gobierno de Canarias
contra el artículo 34 del Real decreto ley 12/1995, de 28 de diciembre, so-
bre medidas urgentes en materia presupuestaria, tributaria y financiera,
que modificó el tipo de gravamen del impuesto especial sobre determina-
dos medios de transporte. 



Ponente: 
Pablo García Manzano.

El conflicto está planteado por el
Consejo Ejecutivo de la Generalidad de
Cataluña por considerar que el art. 33.3
del Reglamento general de carreteras
vulnera la competencia exclusiva de Ca-
taluña en materia de urbanismo, reco-
nocida en el art. 9.9 de su Estatuto de
autonomía, al imponerle la inclusión en
el planeamiento urbanístico de nuevas
carreteras estatales o variantes, sin la
aprobación previa por parte de la Admi-
nistración estatal, de un proyecto de
construcción de carreteras.      

El Tribunal Constitucional considera
que en este supuesto coexisten diferen-
tes títulos competenciales que, con un
diverso objeto jurídico, inciden sobre
un mismo espacio físico. Estos títulos

competenciales son la competencia ex-
clusiva autonómica sobre urbanismo y
la competencia estatal sobre carreteras.
Esta coexistencia hace necesario buscar
fórmulas de cooperación, y sólo cuando
estas fórmulas sean insuficientes tendrá
que determinarse a quién correspon-
de la decisión final en consideración al 
interés general implicado y a otras cir-
cunstancias concurrentes. 

Entrando ya a examinar el conflicto
planteado, el Tribunal Constitucional
sitúa el art. 33.3 del Reglamento de Ca-
rreteras dentro del contexto normativo
del art. 10 de la Ley 25/1988 de carrete-
ras. Este precepto trata de resolver la po-
sible colisión entre legislación sectorial
sobre carreteras estatales y las determi-
naciones de los instrumentos de planea-
miento urbanístico, ya que la primera
materia es competencia exclusiva del Es-
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por el ejecutivo para el fomento del sec-
tor del automóvil en aquel momento. 

La segunda cuestión planteada es un
tema conocido por el Tribunal (véase la
STC 187/1997, de 28 de octubre). El
Real decreto ley puede ser utilizado para
regular la materia tributaria encontran-
do, no obstante, sus límites en el conte-
nido esencial del deber de contribuir.
En consecuencia, se extralimitará el eje-
cutivo en su uso si altera de forma esen-
cial el citado deber, lo que es necesario
determinar caso por caso. En el presente
supuesto, la modificación parcial que su-
pone (rebaja de la carga tributaria que
supone el tributo) no es igual a la altera-

ción de régimen que rodea el deber que
prevé el art. 31.1 CE.

Sin embargo, el Tribunal Constitu-
cional sí estima el argumento del recu-
rrente sobre la falta del informe pre-
ceptivo que exige el art. 46 EACan. El
impuesto se integra en el régimen fiscal
de Canarias y su modificación por par-
te del Estado requiere el informe de la
comunidad autónoma. Su ausencia hace
que el Real decreto devenga inconstitu-
cional, siendo el argumento decisivo para
su expulsión del ordenamiento.

José Antonio Fernández Amor

Sentencia 151/2003, de 17 de julio (BOE núm. 193, de 13 de agosto). Conflic-
to positivo de competencia núm. 508/1995, promovido por el Consejo
Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña, en relación con el art. 33.3 
del Reglamento general de carreteras aprobado por el Real decreto
1812/1994, de 2 de septiembre.



Ponente:
Vicente Conde Martín de Hijas.

Las cuestiones que se plantean en este
recurso son: a) dos aspectos del régimen
jurídico de las autorizaciones admi-
nistrativas para la apertura y funcio-
namiento de las oficinas de farmacia: la
intransmisibilidad inter vivos y la cadu-
cidad de las oficinas de farmacia; b) la
dispensación a los enfermos crónicos de
medicamentos a través de correo o servi-
cios de mensajería, y c) la regulación de 
la actividad de las unidades de radio-
farmacia de tipo II y la autorización de
las mismas. 

En lo que concierne a la primera cues-
tión, el Tribunal Constitucional recuer-
da la STC 109/2003, en la que declaró
que las oficinas de farmacia son estable-
cimientos sanitarios, y que, por lo tanto,

las regulaciones que afectan de manera
sustancial al régimen jurídico de estos
establecimientos tienen que incardinar-
se dentro de la materia sanidad. Así, en
este supuesto debe tenerse presente el
art. 4 de la Ley 6/1997 de oficinas de
farmacia, que tiene carácter básico y 
establece el régimen de transmisión de 
estas oficinas. 

El art. 23 de la Ley gallega impug-
nada establece la prohibición de trans-
misión de las oficinas de farmacia au-
torizadas mediante concurso público 
con posterioridad a la entrada en vigor 
de la Ley. Esta prohibición de trans-
misión vulnera el art. 4 de la Ley esta-
tal 6/1997 que sí permite la transmi-
sión, y, por lo tanto, el art. 23 se declara
inconstitucional.

En lo que concierne al art. 20 de la
Ley, regula la caducidad de las autori-

ACTIVIDAD NORMATIVA... 153

tado al amparo del art. 149.1.24 CE, 
y la segunda es competencia exclusiva de
las comunidades autónomas, de acuer-
do con el art. 148.1.3 CE y los corres-
pondientes estatutos de autonomía. El
mecanismo de resolución es el de la coor-
dinación que se establece desde dos ver-
tientes, en función de si cuando el Esta-
do quiere construir nuevas carreteras ya
existe previamente un plan de ordena-
ción urbanística que no las incluye, o si
se trata de carreteras estatales que pue-
den ser afectadas por un nuevo plan de
ordenación urbana.

El supuesto del art. 33.3 del Re-
glamento de carreteras relativo a los 

estudios de carreteras aprobados de-
finitivamente y que es objeto de im-
pugnación resulta, según el Tribunal
Constitucional, conforme a la Consti-
tución ya que se encuadra dentro de los
mecanismos de coordinación mencio-
nados, y por tanto se rechaza la alega-
ción de la Generalidad de Cataluña, 
que consideraba que el precepto vul-
nera la competencia autonómica al no
prever la necesidad de la aprobación
por parte de la Administración estatal 
de un proyecto de construcción de 
las carreteras. 

Marta Fernández de Frutos

Sentencia 152/2003, de 17 de julio (BOE núm. 193, de 13 de agosto). Recurso
de inconstitucionalidad núm. 3537/1999, planteado por el presidente del
Gobierno contra los art. 4.3, 20, 23.1 y 45.b, en relación con el art. 46, de
la Ley del Parlamento de Galicia 5/1999, de 21 de mayo, de ordenación
farmacéutica.



zaciones de apertura de farmacias cuan-
do el farmacéutico autorizado cumpla
setenta años o a causa de su muerte.
Este precepto respeta el ya menciona-
do art. 4 de la Ley 16/1997, que per-
mite que las comunidades autónomas
establezcan requisitos para la transmi-
sibilidad en determinados supuestos.
El Tribunal Constitucional rechaza
también las alegaciones relativas a que
el precepto podría vulnerar las compe-
tencias estatales en materia de «legisla-
ción mercantil» y «legislación civil»
(art. 149.1.6 y 8 CE) porque la caduci-
dad de una autorización administra-
tiva corresponde al ámbito del derecho
administrativo y no al del civil o el mer-
cantil; tampoco vulnera el principio de
igualdad del art. 14 CE, ni el art. 33
CE relativo al derecho de propiedad,
ni el derecho al trabajo del art. 35 CE,
ni el régimen de los colegios profesio-
nales del art. 36 CE, ni la libertad de
empresa del art. 38 CE.

En lo que concierne a la segunda
cuestión planteada, la dispensación de
medicamentos, el Tribunal Constitu-
cional, en primer lugar, determina dón-
de se encuadra competencialmente esta
materia. Así, declara que en todo lo
que sea necesario para garantizar la se-
guridad de los tratamientos se incardi-
na en la materia relativa a la legislación
sobre productos farmacéuticos, pero
eso no impide que las comunidades
autónomas competentes puedan tam-
bién regular, en relación con la dispen-
sación de medicamentos, aspectos que
tengan relación con la función de las
farmacias al dispensarlos. De acuerdo
con este planteamiento, el hecho de

que el art. 4.3 de la Ley impugnada es-
tablezca la posibilidad de dispensar
medicamentos de larga duración me-
diante servicio de correos o de mensa-
jería no resulta inconstitucional, por-
que esta regulación forma parte de la
actividad ordinaria de las oficinas de
farmacia.

Por último, en relación con la regula-
ción de la actividad de las unidades de
radio-farmacia de tipo II y la autoriza-
ción de las mismas, el Tribunal Consti-
tucional declara que esta materia consti-
tuye un aspecto sustancial del régimen
jurídico de los medicamentos, por lo
que se encuentra dentro de la materia
«legislación sobre productos farmacéu-
ticos», y, por lo tanto, la regulación que
se hace en el art. 45.b de la Ley impug-
nada sobre la producción de radio-fár-
macos invade las competencias estatales
sobre esta materia. 

Voto particular que formula Vicente
Conde Martín de Hijas, al que se adhie-
ren Pablo Cachón Villar y Javier Delgado
Barrio. 

El motivo que conduce a la formula-
ción del voto particular es la discrepan-
cia sobre el criterio de la mayoría con
respecto al art. 4.3 de la Ley impugnada,
ya que se considera que este precepto
tendría que haber sido declarado in-
constitucional por invadir la materia
competencial estatal de legislación sobre
productos farmacéuticos, ya que la dis-
pensación de medicamentos no pue-
de incluirse dentro de la regulación de 
establecimientos farmacéuticos como se
dice en la Sentencia. 

Marta Fernández de Frutos
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Ponente:
Eugeni Gay Montalvo.

El Tribunal Constitucional entiende
que se han vulnerado algunas compe-
tencias de la Generalidad y, por tanto,
estima parcialmente los dos conflictos
positivos de competencia, pero mati-
za el alcance de su pronunciamiento 
—como ya había hecho en anterior oca-
siones— afirmando que, como las ór-
denes impugnadas ya han agotado sus
efectos y «no procede afectar a situa-
ciones jurídicas consolidadas», «la pre-
tensión de la Generalidad de Cataluña 
puede estimarse satisfecha mediante la
declaración de titularidad de la com-
petencia controvertida, sin necesidad 
de anular los preceptos correspondien-
tes» (FJ 18). 

Estos dos conflictos son de considera-
ble amplitud porque se extienden a la
totalidad de las dos órdenes y obligan al
Tribunal a encuadrar detalladamente las
diferentes líneas de ayuda que prevén 
las órdenes impugnadas en el sistema de
distribución competencial que se deri-
va de la Constitución y el EAC, para po-
der apreciar, posteriormente, en qué ca-
sos se ha producido vulneración de las
competencias de la Generalidad en un 
exhaustivo examen tanto de las condi-
ciones normativas de otorgamiento como
del procedimiento de gestión, conce-
sión y pago de las subvenciones. 

El tema subvencional, desde los pri-
meros años de actividad del Tribunal, ha

sido de los que en más ocasiones ha re-
clamado su atención. El Tribunal par-
te, pues, de una muy reiterada doctri-
na constitucional en relación con las
ayudas o subvenciones reguladas por el 
Estado, doctrina que culmina con la
STC 13/1992, que incluía una doctrina
que pretendía ser completa y estable 
y que fue confirmada por múltiples sen-
tencias posteriores. En esta doctrina hay
tres puntos principales: en primer lugar,
que el Estado no dispone de un poder
subvencional de carácter general, enten-
dido como poder libre o desvinculado
del poder competencial, de manera que
el poder de gasto no constituye un título
competencial autónomo de las compe-
tencias que puedan corresponder a las
comunidades autónomas. En segundo
lugar, que la técnica de reparto territo-
rial de las subvenciones para su gestión
descentralizada por parte de las comuni-
dades autónomas resulta la más ajustada
al modelo de Estado diseñado para la
Constitución. En este sentido, cuando
el Estado tiene un título competencial
genérico de intervención en una mate-
ria o le corresponde la competencia de 
bases, puede consignar subvenciones 
en sus presupuestos generales, especi-
ficar su destino y fijar sus condiciones 
de otorgamiento hasta donde se lo per-
mita su competencia, pero ha de dejar
margen a las comunidades para desarro-
llar las condiciones de otorgamiento y
tramitación y respetar en todo caso sus
competencias ejecutivas, excepto si la
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Sentencia 175/2003, de 30 de septiembre (BOE núm. 254, de 23 de octubre,
suplemento). Conflictos positivos de competencia acumulados núm.
3757/1997 y 3187/1999, promovidos ambos por el Gobierno de la Ge-
neralidad de Cataluña contra dos órdenes del Ministerio de Industria y
Energía, de 25 de abril de 1997 y de 4 de marzo de 1999, respectivamente,
por las que se aprueban las bases reguladoras y la convocatoria para la con-
cesión de ayudas en el trienio 1997-1999 en relación con la iniciativa de
apoyo a la tecnología, la seguridad y la calidad industrial (ATYCA).



naturaleza de la medida hace imprescin-
dible la gestión centralizada. Y, justa-
mente, el alcance de esta excepción 
es lo que perfila esta Sentencia. En tercer
lugar, que las dotaciones presupuestarias
tienen que territorializarse en los propios
presupuestos del Estado, a ser posible, o
en un momento posterior, mediante
normas o convenios de colaboración,
con la condición de que la fórmula del
convenio no puede servir para que el Es-
tado recupere competencias en sectores
de actividades descentralizadas.

A pesar de esta doctrina, se han conti-
nuado planteando conflictos competen-
ciales relacionados con las subvenciones
convocadas por el Estado, y se ha man-
tenido una inercia centralista al elaborar
los presupuestos. Además, en ocasiones
como ésta se tergiversa el sentido de la
jurisprudencia constitucional por una
doble vía: por una parte, forzando la in-
clusión de las subvenciones en un título
de competencia estatal de los genéricos
u horizontales y desplazando la compe-
tencia autonómica específica. Y, por
otra parte, en supuestos de competencia
ejecutiva autonómica, afirmando sin
ninguna justificación que se dan las cir-
cunstancias excepcionales que hacen
imprescindible la gestión centralizada
de las ayudas. 

El Tribunal, aplicando a este caso el
criterio que la inclusión de una compe-
tencia genérica tiene que ceder delante
de una competencia específica, rechaza
que las ayudas de fomento a la tecnolo-
gía industrial puedan inscribirse en la
materia «medio ambiente» y las inserta,
a cambio, en la materia «industria», con
unas contadas excepciones que se inclu-
yen en la materia «fomento y coordina-
ción general de la investigación científi-
ca y técnica» (art. 149.1.15 CE) cuando
resulta patente que la actividad princi-
pal o predominante es la investigadora.

Así, en esta Sentencia se perfilan los lí-
mites de estos ámbitos materiales diver-
sos y el de «ordenación económica del
sector industrial» (art. 149.1.13 CE) y,
teniendo en cuenta que «la investiga-
ción científica y técnica» es una materia
que de hecho concurre con otras mate-
rias específicas de carácter sectorial,
también se distingue, caso por caso, qué
ayudas tienen que configurarse como
«investigación» y cuáles tienen que in-
cluirse en la materia «régimen energéti-
co». También reconoce la submateria de
«seguridad industrial», con un régimen
normativo y ejecutivo diferente dentro
de la materia «industria», y se distingue
todavía de lo que es otro subsector como
la «calidad industrial».

A partir del encuadre material previa-
mente realizado, la sentencia va desgra-
nando precepto a precepto los puntos
que son materialmente básicos (regula-
ciones relativas a las condiciones gene-
rales de otorgamiento de las ayudas) 
y los que no tienen este carácter y, por 
lo tanto, vulneran competencias norma-
tivas y de gestión de la Generalidad
(preceptos que regulaban aspectos en re-
lación al procedimiento de tramitación,
gestión, concesión y pago de las ayudas
y lo hacían de manera centralizada, atri-
buyéndolas a órganos estatales). Asimis-
mo, la Sentencia también acota un poco
más la doctrina tradicional del TC en lo
que concierne a la gestión administrati-
va de las subvenciones. Porque, si bien 
el TC ha insistido en que la gestión ad-
ministrativa de las subvenciones tiene
que corresponder a la Administración
competente para realizar las funciones
ejecutivas en la materia de que se trate,
en algunos casos excepcionales había ad-
mitido que, a pesar del criterio general
mencionado, el Estado podía gestionar
las subvenciones sin tener competencias
de ejecución en la materia. En este caso,
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el TC rechaza que esté justificada la ges-
tión excepcional de subvenciones por
parte del Estado, porque —a diferencia
de otros casos— las ayudas no prove-
nían de fondos comunitarios sino que se

financiaban exclusivamente con fondos
estatales.

Marcel Mateu
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Sentencia 202/2003, de 17 de noviembre (BOE núm. 296, de 11 de diciembre,
suplemento). Cuestión de inconstitucionalidad presentada por la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Ma-
drid, sobre la posible inconstitucionalidad del art. 20 de la Ley de la Asam-
blea de Madrid 15/1991, de 13 de diciembre, de presupuestos generales de
la Comunidad de Madrid. 

Ponente:
María Emilia Casas Baamonde.

Votos particulares (dos):
Vicente Conde Martín de Hijas; 
Jorge Rodríguez-Zapata Pérez (se adhie-
ren a los mismos el presidente Manuel
Jiménez de Parga Cabrera y el magistra-
do Roberto García-Calvo Montiel).

El objeto de la presente cuestión de in-
constitucionalidad es el art. 20 de la Ley
de la Asamblea de Madrid 15/1991, de
presupuestos generales de la Comuni-
dad de Madrid, que establece que los
funcionarios de carrera y estatutarios
que hayan sido altos cargos consolidarán
un grado personal máximo con efectos
económicos equivalentes a lo que corres-
ponda al valor del complemento de des-
tino de los directores generales. Según 
el órgano jurisdiccional que plantea la
cuestión, el contenido del artículo es in-
constitucional por varios motivos: pri-
mero, vulnera los art. 9.3 y 134.2 CE,
ya que excede los límites materiales de
las leyes de presupuestos; segundo, esta-
blece la consolidación de un «grado per-
sonal máximo», que incide en el sistema
de grados personales regulado con ca-
rácter básico por el legislador estatal

(Ley 30/1984, de medidas urgentes
para la función pública); tercero, vulne-
ra el principio de igualdad, recogido en
el art. 14 CE, introduciendo en la Co-
munidad de Madrid un criterio políti-
co y extraño a la carrera administrativa;
y cuarto, comporta una invasión de la
competencia exclusiva del Estado por
regular las bases del régimen estatutario
de los funcionarios públicos, recogida
en el art. 149.1.18 CE. Esta posición es
mantenida también por el abogado del
Estado y por el Ministerio Fiscal (en el
caso del último, con la excepción de la
vulneración del art. 14 CE). Por contra,
el letrado de la Comunidad de Madrid
mantiene que el artículo impugnado es
plenamente constitucional, ya que con-
tiene la misma regla que el art. 33 de 
la Ley 31/1990, de presupuestos genera-
les del Estado para 1991, que ha sido
avalada por el Tribunal Constitucional 
en la STC 32/2000. 

El mismo Tribunal Constitucional
destaca el interés que presenta la men-
cionada STC 32/2000 para la presen-
te cuestión de inconstitucionalidad ya
que, con la excepción de la posible vul-
neración del art. 149.1.18 CE, el res-
to de alegaciones de inconstitucionali-
dad coinciden (art. 9.3, 134.2, y 14 CE)



(FJ 3). Así pues, empieza comprobando
la identidad de contenido de ambos pre-
ceptos, que comporta la aplicación de 
la doctrina establecida en la sentencia
anterior (FJ 4). Del tenor literal del ar-
tículo de la ley autonómica se deduce 
que va más allá del de la ley estatal, que
contempla simplemente la consolida-
ción de un determinado nivel retributi-
vo para los funcionarios que han sido al-
tos cargos, y consagra la consolidación
de un grado personal máximo. Ahora
bien, en aplicación de su doctrina, que
establece que la validez de la Ley tiene
que ser preservada cuando su texto no
impida una interpretación adecuada a la
Constitución (STC 108/1986), el Tri-
bunal concluye que puede entenderse
que el artículo impugnado contempla
exclusivamente el derecho de dichos
funcionarios a percibir el complemento
de destino correspondiente a los direc-
tores generales (FJS 6-9). De acuerdo
con esta interpretación, el contenido
del artículo impugnado coincide plena-
mente con el del art. 33.2 de la Ley
31/1990 y el Tribunal pasa a aplicar la
solución de la STC 32/2000 a la pre-
sente cuestión de inconstitucionalidad
desestimándola. A continuación, nos li-
mitaremos a comentar las cuestiones
competenciales que presenta la actual
cuestión de inconstitucionalidad al re-
ferirse a la disposición de una ley auto-
nómica, y la anterior, a la disposición de
una ley estatal.

En referencia a la posible vulnera-
ción de los art. 9.3 y 134.2 por exce-
der el contenido constitucionalmente
posible de las leyes de presupuestos, y
en particular, para poder aplicar la doc-
trina recogida en la STC 32/2000 so-
bre esta cuestión, el Tribunal examina
si los límites materiales de las leyes de
presupuestos, establecidos en relación
en las leyes de presupuestos del Estado

(STC 174/1998, 130/1990, 32/2000),
son también aplicables a la Ley de pre-
supuestos de la Comunidad de Madrid
(FJ 10). Del análisis conjunto del Esta-
tuto de autonomía de Madrid (art. 16.3.a
y 61.2) y de la LO 8/1990, de finan-
ciación de las comunidades autónomas
(art. 21.1), concluye que existe una
identidad sustancial entre las normas
que integran el bloque de constitucio-
nalidad aplicable a los presupuestos de
la Comunidad de Madrid y lo que dis-
pone el art. 134.2 CE con respecto a los
presupuestos del Estado. Continúa di-
ciendo que «no podía ser de otro modo,
dado que la norma constitucional y 
estatutaria (así como las normas que 
las desarrollan) no hace otra cosa que re-
coger una serie de principios que son
consustanciales a la institución presu-
puestaria y al sistema parlamentario»
(STC 3/2003/6), lo que permite dedu-
cir «la existencia de un principio general
de que el contenido de una ley de pre-
supuestos autonómica se adecue a la
función institucional que le es propia, 
sin que puedan incluirse en ella nor-
mas que no guarden relación directa
con el programa de ingresos y gastos 
o con los criterios de política económica
en que se sustentan, o que no sean un
complemento necesario para la mejor y 
más eficaz ejecución del presupuesto»
(STC 174/1998/6, 130/1999/5). 

Al final de la Sentencia, el Tribunal
examina si el precepto afectado vulnera
el art. 149.1.18 CE, en el sentido de que
invade la competencia estatal para orde-
nar las bases del régimen estatutario de
los funcionarios públicos (FJ 13). Aquí,
el Tribunal observa que si se atribuye al
artículo un significado meramente eco-
nómico no afecta al régimen de grados
personales establecido por el legislador
en la Ley 30/1984, y que entonces sólo
podría producirse una vulneración del
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orden de competencias si el incremen-
to retributivo establecido en el artícu-
lo impugnado no respetara la legisla-
ción básica del Estado en materia de 
retribuciones de funcionarios (FJ 14).
Para comprobar si efectivamente se pro-
duce esta vulneración, analiza la regula-
ción estatal en materia de retribuciones
de funcionarios, de la cual destaca tres
cuestiones: a) los aspectos que tienen
atribuido carácter básico incluyen los
diferentes conceptos retributivos, pero
no la determinación exacta de su res-
pectiva cuantía, que se habrá de reflejar
para cada ejercicio presupuestario en la
correspondiente ley de presupuestos ge-
nerales del Estado, y figurar en los pre-
supuestos del resto de administraciones
públicas, dentro de los límites materia-
les que la propia ley establece (art. 23 y
24, y art. 1.3 junto con la rúbrica del 
capítulo VI, de la Ley 30/1984); b) en re-
lación con el complemento de destino,
el único límite material que el legisla-
dor ha establecido con carácter básico es
el que obliga a que cada funcionario re-
ciba al menos el complemento de desti-
no correspondiente a su grado personal
(art. 1.3 y 21.2.a de la Ley 30/1984), y c)
el art. 33.2 de la Ley 31/1990 contem-
pla el mismo complemento retributivo
que el que incluye el artículo impugna-
do por el ámbito de la Administración
general del Estado, pero sin establecer
su carácter básico. 

A partir de estas cuestiones destaca-
das y en aplicación de su jurispruden-
cia anterior, el Tribunal concluye que al
no haber sido declarado expresamente
como básico por el legislador estatal
postconstitucional, ni poder inferirse
dicho carácter de su posible conside-
ración como complemento necesario 
de las normas básicas postconstitucio-
nales, no se puede considerar que el in-
cremento retributivo sobre el comple-

mento de destino correspondiente al gra-
do personal de los funcionarios que han
sido altos cargos tenga carácter básico
(STC 37/2002 y 1/2203). Esta conclu-
sión se ve reafirmada por la doctrina es-
tablecida en la STC 24/2002/5, según
la cual «en tanto la definición de los di-
versos conceptos retributivos de los
funcionarios públicos se incardina en
la competencia atribuida al Estado por
el artículo 149.1.18 CE, su modifica-
ción o el establecimiento de límites a la
misma, con lo que ello supone de limi-
tación a la autonomía financiera de las
comunidades autónomas en su vertien-
te de poder de gasto, debe reconducirse
tanto al título competencial contenido
en el art. 149.1.13 CE como al princi-
pio de coordinación al que se refiere el
art. 156.1.b CE, en este último caso
con el alcance previsto en el art. 2.1.b
de la LOFCA». De esta manera, el Tri-
bunal afirma que desde la perspectiva
del art. 149.1.18 CE, nada se opone a
que la Comunidad de Madrid, en vir-
tud de la competencia que tiene asumi-
da  estatutariamente en relación con el
desarrollo del régimen estatutario de
sus funcionarios en el marco de la legis-
lación básica del Estado (27.2 EAM),
haya establecido que los funcionarios 
a su servicio que han desarrollado un
alto cargo en la Administración reciban
un complemento de destino superior al
que les corresponde en razón de su gra-
do personal hasta igualarlo al valor del
que se fije para los directores generales.

Para acabar, el Tribunal también des-
carta la alegación del abogado del Es-
tado de que la mención que hace el ar-
tículo impugnado de los «funcionarios
estatutarios» pueda infringir el art. 33.2
de la Ley 31/1990, que no los mencio-
na de forma expresa; por una parte, por-
que no puede considerarse que el incre-
mento recogido en el artículo estatal sea
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básico, y por otra, porque dicha expresión
puede entenderse referida al personal
médico estatutario de las instituciones
sanitarias de la Seguridad Social, que
tienen un sistema retributivo práctica-
mente igual que el de los funcionarios, y
para los cuales es la denominación tradi-
cional (FJ 15).

La Sentencia va seguida de dos votos
particulares que discrepan de la inter-
pretación conforme a la Constitución
del precepto impugnado que hace la
Sentencia y, por lo tanto, de la decisión
adoptada por la mayoría. 

Elisenda Casañas
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Ponente: 
Tomás S. Vives Antón.

El conflicto se plantea porque la Ge-
neralidad de Cataluña considera que la
Orden y las resoluciones impugnadas
vulneran las competencias autonómicas
en materia de régimen jurídico y siste-
ma de responsabilidad de su Adminis-
tración y del régimen jurídico de sus
funcionarios, que incluye el desarrollo
legislativo y la ejecución de la legislación
básica del Estado (art. 10.1.1 EAC).

El Tribunal Constitucional tiene que
pronunciarse sobre si los fondos de las
partidas presupuestarias destinadas a la
formación continua de los empleados
públicos tienen que ser territorializados
según criterios objetivos entre las comu-
nidades autónomas, asignándose a la
Generalidad los fondos correspondien-
tes a la formación de su personal para
que la misma los aplique para esta finali-

dad. También tiene que decidir si resul-
ta conforme al orden constitucional de
competencias que las ayudas destinadas
a la formación se concedan en régimen
de concurrencia competitiva. 

Para dar respuesta a estas cuestiones,
el Tribunal Constitucional recuerda su
jurisprudencia sobre la competencia
subvencional del Estado y la interven-
ción de las comunidades autónomas
(STC 13/1992, 242/1999, 95/2002,
190/2002), y declara que el Estado pue-
de canalizar los fondos públicos des-
tinados a la formación continua para
una específica formación dentro de las
administraciones públicas, siempre que
esta canalización no ponga en cues-
tión las competencias normativas y de 
gestión que tenga la correspondien-
te comunidad autónoma, que tendrá
que disponer de los fondos territoriali-
zados según criterios objetivos. Así, en
lo que concierne a esta gestión de los

Sentencia 228/2003, de 18 de diciembre (BOE núm. 17, de 20 de enero de
2004). Conflicto positivo de competencia núm. 3342/1995, planteado por
el Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña contra la Orden de 4
de mayo de 1995, del Ministerio de Administraciones Públicas, por la que
se aprueban las bases reguladoras de la concesión de ayudas para el desa-
rrollo de planes de formación en el marco del Acuerdo de formación conti-
nua en las administraciones públicas, de 21 de marzo de 1995, y su aplica-
ción por las resoluciones del Instituto Nacional de Administraciones
Públicas, de 4 y 30 de mayo de 1995, mediante las que se efectúa la prime-
ra y segunda convocatoria, respectivamente, para el ejercicio 1995 de con-
cesión de ayudas en el marco del mencionado Acuerdo. 



fondos, el Tribunal Constitucional, de
acuerdo con la STC 13/1992, manifiesta
que corresponde a las comunidades au-
tónomas, y no pueden consignarse a fa-
vor de un órgano de la Administración
del Estado, sino que tienen que territo-
rializarse en los presupuestos generales
del Estado. 

Por lo tanto, la normativa estatal, en
tanto que prevé un régimen de con-
currencia competitiva mediante el que 
se determina si los planes presentados
por la Administración del Estado, de las
comunidades autónomas, de la Admi-
nistración local y los sindicatos pueden
disfrutar de apoyo financiero, vulne-
ra el orden constitucional de competen-
cias, ya que el Estado tiene que poner 
a disposición de las comunidades au-
tónomas la financiación que les co-
rresponde, y no tiene que seguirse un

proceso centralizado de concesión sub-
vencional. Además, las atribuciones asig-
nadas al INAP sobre la convocatoria,
tramitación, resolución y pago de las
ayudas, invaden la función aplicativa 
y ejecutiva de la Generalidad de Cata-
luña, y por lo tanto resultan inconstitu-
cionales. 

Por último, el Tribunal Constitu-
cional declara que, dado que la Orden
y las resoluciones impugnadas decla-
radas inconstitucionales han agota-
do sus efectos, y no puede afectarse 
a situaciones jurídicas consolidadas, la
pretensión de la Generalidad resulta
satisfecha con la declaración de titula-
ridad de la competencia, sin necesidad
de anular los preceptos correspon-
dientes. 

Marta Fernández de Frutos
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Sentencia 230/2003, de 18 de diciembre (BOE núm. 17, de 20 de enero de
2004). Conflicto positivo de competencia núm. 5471/2003, plantea-
do por el Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña contra la Re-
solución de 25 de julio de 2003, de la Dirección General del Instituto 
Nacional de Empleo, por la que se prorrogan las competencias de ayudas
para planes de formación continua de demanda y de oferta, publica-
das dentro del ejercicio 2002, para la formación continua correspondien-
te al ejercicio 2003.

Ponente: 
Javier Delgado Barrio.

La Generalidad alega que la Resolu-
ción impugnada restablece la centrali-
zación de la gestión de ayudas atribu-
yendo la tramitación, resolución y pago
de las ayudas correspondientes a órga-
nos estatales o de integración de repre-
sentantes estatales y de las organizaciones
empresariales y sindicales.  

El Tribunal Constitucional manifies-
ta que la controversia planteada ya se re-

solvió en la doctrina formulada en las
STC 95/2002 y 190/2002, en las que se
declaró que el poder de gasto del Esta-
do no puede concretarse ni ejercerse al
margen del sistema constitucional de
distribución de competencias, ya que no
existe una competencia subvencional
diferenciada de la potestad financiera
del Estado, y por lo tanto la subvención
no es un concepto que delimite com-
petencias.

Además, la gestión de los fondos corres-
ponde a las comunidades autónomas, por



lo que no pueden consignarse a favor de
un órgano de la Administración del Es-
tado u organismo mediador de ésta,
sino que tienen que territorializarse en
los presupuestos generales del Estado o
en un momento posterior.

De acuerdo con esta doctrina, el Tri-
bunal Constitucional declara que la 
Resolución impugnada vulnera las com-
petencias de la Generalidad, porque atri-
buye la gestión administrativa de las
ayudas a órganos de la Administración
del Estado o a la fundación tripartita
para la formación de la ocupación, y ex-
cluye a las comunidades autónomas.
Asimismo, se vulneran las competencias
autonómicas con respecto a las acciones
formativas que se realicen dentro del te-
rritorio de las comunidades, porque se
atribuyen al Patronato de la Fundación
y a la Dirección General del INEM.      

Por último, el Tribunal advierte que,
dado que las disposiciones declaradas
inconstitucionales ya han agotado sus
efectos, no pueden revisarse situaciones
jurídicas consolidadas, y la pretensión
de la Generalidad queda satisfecha me-
diante la declaración de la titularidad de
la competencia.

Voto particular que formula Guillermo
Jiménez Sánchez, al que se adhieren Ma-

nuel Jiménez de Parga Cabrera y Jorge
Rodríguez-Zapata Pérez. 

El voto particular reproduce bási-
camente los argumentos que ya se uti-
li-zaron para formular votos particula-
res en las STC 95/2002 y 190/2002.
Así, se dice que la constitución de 
un fondo nacional no puede ser obje-
to de valoración por parte del Tribu-
nal Constitucional porque es una de-
cisión que corresponde a los órganos 
de decisión política, y que el Tribunal
tendría que limitarse a determinar si 
la creación del fondo nacional impli-
ca la privación efectiva de las faculta-
des, competencias y servicios que en
materia laboral y en el ámbito de eje-
cución corresponden a la Comunidad
Autónoma de Cataluña. Además, con-
sidera que no resulta de aplicación 
en el supuesto examinado la doctri-
na de la territorialización de las sub-
venciones.

Voto particular que formulan Pablo
García Manzano y María Emilia Casas
Baamonde.

Se remiten al voto particular con-
currente que formularon en las STC
95/2002 y 190/2002.

Marta Fernández de Frutos
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Leyes orgánicas

—Ley orgánica 10/2002, de 23 de di-
ciembre, de calidad de la educación.

Recurso de inconstitucionalidad 1663/
2003, promovido por el Consejo de
Gobierno de la Comunidad Autónoma
de las Islas Baleares, contra varios pre-
ceptos (BOE de 23 de abril).

Recurso de inconstitucionalidad 1660/
2003, promovido por el Consejo de
Gobierno de la Junta de Comunidades
de Castilla-La Mancha, contra varios
preceptos (BOE de 23 de abril).

Recurso de inconstitucionalidad 1649/
2003, promovido por el Consejo de Go-
bierno de la Junta de Extremadura, con-
tra varios preceptos (BOE de 23 de abril).

Recurso de inconstitucionalidad 1605/
2003, promovido por Consejo de Go-

bierno de la Junta de Andalucía, contra
determinados preceptos (BOE de 23 de
abril).

Recurso de inconstitucionalidad 1601/
2003, promovido por el Gobierno de
Aragón, contra varios preceptos (BOE
de 23 de abril).

Recurso de inconstitucionalidad 1621/
2003, promovido por el Gobierno de la
Generalidad de Cataluña, en relación
con determinados preceptos (BOE de
17 de mayo).

Recurso de inconstitucionalidad 1661/
2003, promovido por el Consejo de
Gobierno del Principado de Asturias,
contra varios preceptos (BOE de 1 de
julio).

—Ley orgánica 1/1990, de 3 de oc-
tubre, de ordenación del sistema edu-
cativo.

1.3.2. PROCESOS ANTE EL TRIBUNAL
CONSTITUCIONAL1

A cargo de Markus González Beilfuss

1. Normas estatales con rango de ley

Autonomies, núm. 30, noviembre de 2004, Barcelona.

1. Siguiendo el criterio utilizado en los números anteriores, los procesos contra normas admiti-
dos a trámite por el Tribunal Constitucional en el año 2003 se agrupan según afecten a normas estata-
les con rango de ley, a normas estatales de rango infralegal o a normas autonómicas. En los dos pri-
meros casos, se citan las normas objeto de impugnación en orden cronológico inverso y se da cuenta
de los diversos procesos admitidos a trámite en relación con las mismas, así como de otras resoluciones
del Tribunal Constitucional que afectan a su vigencia o a procesos pendientes. En el caso de la norma-
tiva autonómica, las normas afectadas por procesos constitucionales se agrupan por comunidades 
autónomas ordenadas alfabéticamente. A diferencia de otros años, sin embargo, el retraso en la publi-
cación de la Memoria del Tribunal Constitucional del año 2003 ha impedido tenerla en cuenta en la
valoración final.



Cuestiones de inconstitucionalidad 4126/
2003 y 5924/2003, en relación con 
la disposición adicional segunda, en la 
redacción dada por la Ley 50/1998
(BOE de 29 de julio y 1 de noviembre).

—Ley orgánica 2/1989, de 13 de abril,
procesal militar.

Cuestiones de inconstitucionalidad 6348/
2002 y 5580/2003, en relación con el
art. 127, párrafo primero (BOE de 7 de
abril y 1 de noviembre).

—Ley orgánica 4/1987, de 15 de julio,
de competencia y organización de la ju-
risdicción militar, y art. 127, párrafo 1,
de la Ley orgánica 2/1989, de 13 de
abril, procesal militar.

Cuestiones de inconstitucionalidad 6348/
2002, 445/2003 y 5580/2003, en rela-
ción con el art. 108, párrafo 2 (BOE de
7 de abril y 1 de noviembre).

Leyes ordinarias

—Ley 24/2003, de 10 de julio, de la
viña y el vino.

Recurso de inconstitucionalidad 5934/
2003, promovido por el Parlamento de Ca-
taluña, contra la disposición final segunda,
en cuanto declara como básicos determina-
dos artículos (BOE de 1 de noviembre).

—Ley 53/2002, de 30 de diciembre, de
medidas fiscales, administrativas y del
orden social.

Recurso de inconstitucionalidad 1756/
2003, promovido por más de cincuenta
diputados del Grupo Parlamentario So-
cialista, contra varios preceptos (BOE
de 23 de abril).

Recurso de inconstitucionalidad 1871/
2003, promovido por el Gobierno de 
la Generalidad de Cataluña, en re-
lación con el art. 12.1 en cuanto a la 
redacción que da al párrafo segundo 
del art. 36 del Texto refundido de tasas
fiscales, aprobado por Decreto 3059/
1966, de 1 de diciembre (BOE de 17 de
mayo).

Recurso de inconstitucionalidad 1870/
2003, promovido por el Gobierno de 
la Generalidad de Cataluña, en rela-
ción con varios preceptos (BOE de 17
de mayo).

Recurso de inconstitucionalidad 1851/
2003, promovido por el Consejo de
Gobierno de la Junta de Andalucía,
contra determinados preceptos (BOE
de 3 de junio).

—Ley 52/2002, de 30 de diciembre, de
presupuestos generales del Estado para
2003.

Recurso de inconstitucionalidad 1850/
2003, promovido por el Consejo de
Gobierno de la Junta de Andalucía,
contra determinados preceptos (BOE
de 3 de junio).

—Ley 44/2002, de 22 de noviembre, 
de medidas de reforma del sistema fi-
nanciero.

Recurso de inconstitucionalidad 488/
2003, promovido por el Parlamento de
Andalucía, contra determinados pre-
ceptos (BOE de 17 de abril).

Recurso de inconstitucionalidad 893/
2003, promovido por el Consejo de
Gobierno de la Junta de Andalucía,
contra diversos preceptos (BOE de 
7 de abril).
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Recurso de inconstitucionalidad 1004/
2003, promovido por el Consejo de
Gobierno de la Junta de Comunidades
de Castilla-La Mancha, contra deter-
minados preceptos (BOE de 23 de
abril).

Recurso de inconstitucionalidad 845/
2003, promovido por más de cincuenta
diputados del Grupo Parlamentario So-
cialista, contra el art. 8, apartados 15 y
17 (BOE de 7 de abril).

—Ley 1/2000, de 7 de enero, de enjui-
ciamiento civil.

Cuestión de inconstitucionalidad 5090/
2002, en relación con el art. 261.2 (BOE
de 7 de abril).

—Ley 55/1999, de 29 de diciembre, de
medidas fiscales, administrativas y del
orden social.

Cuestiones de inconstitucionalidad 4095,
5861 y 6301/2003, en relación con la
disposición adicional trigésimo cuarta,
apartado primero (BOE de 1 de octubre
y 26 de noviembre).

—Ley 30/1995, de 8 de noviembre, so-
bre responsabilidad civil y seguro de la
circulación de vehículos de motor.

Cuestión de inconstitucionalidad 7420/
2002, en relación con los apartados 1.4
y 2.a, primer párrafo (BOE de 7 de
abril).

—Ley 27/1992, de 24 de noviembre, 
de puertos del Estado y de la marina
mercante.

Cuestión de inconstitucionalidad 1418/
2003, en relación con los apartados 1 y
2 del art. 70 (BOE de 14 de junio).

—Ley 39/1988, de 28 de diciembre, re-
guladora de las haciendas locales.

Cuestiones de inconstitucionalidad 5546/
2002, 6611/2002 y 428/2003, en re-
lación con el inciso «o visibles desde 
carreteras, caminos vecinales, y demás 
vías públicas locales» de la letra s del 
art. 20.3, en la redacción dada por la
Ley 25/1998, de 13 de julio, de modifi-
cación del régimen de las tasas estatales
y locales y de reordenación de las presta-
ciones patrimoniales de carácter público
(BOE de 3 de junio).

Cuestión de inconstitucionalidad 5380/
2002, en relación con el art. 108.6
(BOE de 3 de junio).

—Código civil.

Cuestión de inconstitucionalidad 4203/
2003, en relación con el art. 136.1, 
en la redacción dada por la Ley 11/
1981, de 13 de mayo (BOE de 1 de
octubre).

—Acuerdo sobre enseñanza y asuntos
culturales, suscrito el 3 de enero de
1979 entre el Estado español y la Santa
Sede, ratificado por Instrumento de 4
de diciembre de 1979.

Cuestiones de inconstitucionalidad 4126
y 5924/2003, en relación con los art. 3,
6 y 7 (BOE de 29 de julio y 1 de no-
viembre).

Decretos ley

—Real decreto ley 5/2002, de 24 de
mayo, de medidas urgentes para la 
reforma del sistema de protección 
por desempleo y mejora de la ocupa-
bilidad.
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Cuestiones de inconstitucionalidad 6415,
6480, 6566, 6917, 6957, 7016, 7168 y
7363/2002, y 295, 568, 749, 803, 884,
922, 1146, 1147, 1148 1306, 1553,
1913, 1914, 2009 y 3061/2003, en rela-
ción con el art. 2.3 (BOE de 7 de abril, 17
de mayo, 3 y 14 de junio).

Decretos legislativos

—Decreto legislativo 2/1995, de 7 de
abril, por el que se aprueba el Texto refun-
dido de la Ley de procedimiento laboral.

Cuestión de inconstitucionalidad 3151/
2003, en relación con el art. 138.6
(BOE de 1 de noviembre).

—Decreto legislativo 1/1994, de 20 de
junio, por el que se aprueba el Texto re-
fundido de la Ley general de la Seguri-
dad Social.

Cuestión de inconstitucionalidad 3988/
2001, en relación con el art. 28 (BOE
de 1 de octubre).

Cuestiones de inconstitucionalidad 2531
y 3173/2002, en relación con el art.
219.2 (BOE de 1 de noviembre).

Cuestión de inconstitucionalidad 5862/
2003, en relación con el inciso inicial de
la letra a de la regla segunda del aparta-
do primero de la disposición adicional
séptima (BOE de 26 de noviembre).
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—Real decreto 1046/2003, de 1 de
agosto, por el que se regula el subsiste-
ma de formación profesional continua.

Conflicto de competencia 7264/2003,
promovido por el Gobierno de la Gene-
ralidad de Cataluña, contra diversos
preceptos (BOE de 31 de diciembre).

—Resolución de la Dirección General
del Instituto Nacional de Empleo, de 25
de julio de 2003, por la que se prorrogan
las convocatorias de ayudas para planes
de formación continua de demanda y
oferta publicadas en el ejercicio 2002.

Conflicto positivo de competencias
5471/2002, promovido por el Gobier-
no de la Generalidad de Cataluña (BOE
de 1 de noviembre).

—Resolución del Instituto Nacional de
Empleo, de 25 de julio de 2003, por la

que se prorroga para el curso 2002-
2003 la convocatoria de ayudas para
permisos individuales de formación del
curso 2001-2002.

Conflicto positivo de competencia 6638/
2003, promovido por el Gobierno de la
Generalidad de Cataluña (BOE de 31
de diciembre).

—Real decreto 942/2003, de 18 de 
julio, por el que se determinan las 
condiciones básicas que deben reu-
nir las pruebas para la obtención de
los títulos de técnico y técnico supe-
rior de formación profesional especí-
fica.

Conflicto positivo de competencia 6421/
2003, promovido por el Gobierno de 
la Generalidad de Cataluña, contra 
diversos preceptos (BOE de 19 de di-
ciembre).

2. Normas estatales con rango infralegal



—Real decreto 835/2003, de 27 de ju-
nio, por el que se regula la cooperación
económica del Estado en las inversiones
de las entidades locales.

Conflicto positivo de competencia 6454/
2003, promovido por el Gobierno de la
Generalidad de Cataluña, contra diver-
sos preceptos (BOE de 31 de diciembre).

—Real decreto 832/2003, de 27 de ju-
nio, por el que se establece la ordena-
ción general y las enseñanzas comunes
del bachillerato.

Conflicto positivo de competencia 6327/
2003, promovido por el Gobierno de la
Generalidad de Cataluña, en relación
con diversos preceptos (BOE de 19 de
diciembre).

—Real decreto 831/2003, de 27 de ju-
nio, por el que se establece la ordena-
ción general y las enseñanzas comunes
de la educación secundaria obligatoria.

Conflicto positivo de competencia 6330/
2003, promovido por el Gobierno de la
Generalidad de Cataluña, en relación
con diversos preceptos (BOE de 19 de
diciembre).

—Real decreto 830/2003, de 27 de ju-
nio, por el que se establecen las enseñan-
zas comunes en la educación primaria.

Conflicto positivo de competencia 6326/
2003, promovido por el Gobierno de la
Generalidad de Cataluña, en relación con
diversos preceptos (BOE de 19 de di-
ciembre).

—Real decreto 828/2003, de 27 de ju-
nio, por el que se establecen los aspectos
educativos básicos de la educación pre-
escolar.

Conflicto positivo de competencia 6328/
2003, promovido por el Gobierno de la
Generalidad de Cataluña, en relación
con diversos preceptos (BOE de 19 de
diciembre).

—Orden de 13 de marzo de 2003, del
Ministerio de Economía, por la que se
autoriza la modificación de los Estatu-
tos y el Reglamento del procedimiento
para la designación de los órganos de
gobierno de la entidad Caja de Ahorros
y Monte de Piedad de Córdoba.

Conflicto positivo de competencia 3933/
2003, promovido por el Consejo de
Gobierno de la Junta de Andalucía
(BOE de 29 de julio).

—Certificación de la Dirección General
de Conservación de la Naturaleza del
Ministerio de Medio Ambiente, de 7 de
febrero de 2003.

Conflictos positivos de competencia
3074, 3659 y 3660/2003, promovidos
por el Gobierno de Aragón (BOE de 14
de junio y 15 de julio).

—Certificación de la Dirección General
de Conservación de la Naturaleza del
Ministerio de Medio Ambiente, de 20
de enero de 2003, del proyecto de en-
cauzamiento del río Sosa en el casco ur-
bano de Monzón (Huesca).

Conflicto positivo de competencia 2317/
2003, promovido por el Gobierno de
Aragón (BOE de 3 de junio).

—Orden APA/62/2003, de 20 de ene-
ro, por la que se regula el ejercicio de la
actividad pesquera con arte de almadra-
ba y la concesión de las licencias.

Conflicto positivo de competencia 3175/
2003, promovido por el Consejo de
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Gobierno de la Junta de Andalucía, en
relación con los art. 7 y 8 (BOE de 14
de junio).

—Orden TAS/2926/2002, de 19 de
noviembre, por la que se establecen
nuevos modelos para la notificación de
los accidentes de trabajo y se posibilita
su transmisión por procedimiento elec-
trónico, y la Resolución de la Subse-
cretaría del Ministerio de Trabajo y
Asuntos Sociales, de 26 de noviembre
de 2002.

Conflicto positivo de competencia 1453/
2003, promovido por Gobierno de la
Generalidad de Cataluña (BOE de 17
de mayo).

—Certificación de la Dirección General
de Conservación de la Naturaleza del
Ministerio de Medio Ambiente, de 9 de
noviembre de 2002.

Conflicto positivo de competencia 1618/
2003, promovido por el Gobierno de
Aragón (BOE de 23 de abril).

—Real decreto 1052/2002, de 22 de 
octubre, por el que se regula el procedi-
miento para la obtención de la eva-
luación de la Agencia Nacional de 
Evaluación de la Calidad y Acredita-
ción, y de su certificación, a los efectos
de contratación de personal docente e
investigador universitario.

Conflicto positivo de competencia 1130/
2003, promovido por el Gobierno de la
Generalidad de Cataluña, en relación
con determinados preceptos (BOE de
17 de mayo).

—Orden MAM/2484/2002, de 4 de
octubre, por la que se establecen las ba-
ses reguladoras de las ayudas a la investi-
gación en materias relacionadas con la
Red de Parques Nacionales y se convo-
can para el año 2003.

Conflicto positivo de competencia 476/
2003, promovido por el Consejo de
Gobierno de la Junta de Andalucía
(BOE de 7 de abril).

—Resolución de la Presidencia del Or-
ganismo Autónomo Parques Naciona-
les, de 31 de julio de 2002.

Conflicto positivo de competencia 6904/
2002, promovido por el Consejo de
Gobierno de la Junta de Andalucía
(BOE de 28 de enero).

—Certificados sobre afección de pro-
yectos a la Red Natura 2000, emitidos
por la Dirección General de Conserva-
ción de la Naturaleza del Ministerio de
Medio Ambiente.

Conflicto positivo de competencia 5209/
2003, promovido por el Consejo de
Gobierno de la Junta de Comunidades
de Castilla-La Mancha (BOE de 1 de
octubre).
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3. Normativa autonómica

Andalucía

Ley 10/2002, de 21 de diciembre, por la
que se aprueban normas en materia de
tributos cedidos y otras medidas tribu-
tarias, administrativas y financieras.

Recurso de inconstitucionalidad 783/
2003, promovido por el presidente del
Gobierno, contra la disposición adicio-
nal quinta. Suspensión de la misma por



invocación del art. 161.2 CE (BOE de 
7 de abril). Levantamiento de la sus-
pensión por Auto de 15 de julio.

Recurso de inconstitucionalidad 1674/
2003, promovido por más de cincuenta
diputados del Grupo Parlamentario Po-
pular del Congreso de los Diputados,
contra los art. 6, 7 y 23.4, párrafo últi-
mo (BOE de 3 de junio).

—Ley 13/2001, de 11 de diciembre, de
coordinación de las policías locales.

Cuestión de inconstitucionalidad 4346/
2003, en relación con la disposición tran-
sitoria cuarta (BOE de 1 de octubre).

Canarias

—Ley 6/1997, de 4 de julio, de coordi-
nación de policías locales.

Cuestión de inconstitucionalidad 5384/
2003, en relación con la disposición
transitoria segunda (BOE de 1 de no-
viembre).

— Ley 5/1996, de 27 de diciembre, de
presupuestos generales de la Comuni-
dad Autónoma para 1997.

Cuestión de inconstitucionalidad 979/
1998, promovida por la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Canarias, contra
la disposición adicional vigésimo quinta
(BOE de 29 de julio). 

Castilla-La Mancha

—Ley 10/2003, de 20 de marzo, de mo-
dulación de ayudas agrarias en Castilla-
La Mancha.

Recurso de inconstitucionalidad 5175/
2003, promovido por el presidente del
Gobierno. Suspensión de los preceptos
impugnados por invocación del art. 161.2
CE (BOE de 20 de agosto).

—Ley 25/2002, de 19 de diciembre, de
presupuestos generales.

Recurso de inconstitucionalidad 1818/
2003, promovido por el presidente del
Gobierno, contra la disposición adicio-
nal decimoctava (BOE de 17 de mayo).

—Ley 11/2002, de 27 de junio, de mo-
dificación de la Ley 5/1986, de 23 de di-
ciembre, electoral.

Mantenimiento de la suspensión del
art. 23.1 bis, provocada por la admi-
sión a trámite del Recurso de inconsti-
tucionalidad 5537/2002 (BOE de 19
de marzo).

—Ley 4/1996, de 26 de diciembre, de
ordenación del servicio farmacéutico.

Cuestión de inconstitucionalidad 296/
2003, en relación con el art. 22.6 (BOE
de 29 de julio).

Cataluña

—Ley 10/2003, de 14 de junio, de mu-
tualidades de previsión social.

Recurso de inconstitucionalidad 5851/
2003, promovido por el presidente del
Gobierno, contra los art. 1.4.b, 23.1 y la
disposición final segunda. Suspensión de
su vigencia por invocación del art. 161.2
CE (BOE de 1 de noviembre).

—Ley 1/2003, de 19 de febrero, de uni-
versidades.
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Recurso de inconstitucionalidad 3280/
2003, promovido por el presidente del
Gobierno, contra los art. 29.3, 46.a,
47.1.d, 86.2 y 148.2. Suspensión de los
mismos por invocación del art.161.2
CE (BOE de 14 de junio). Levanta-
miento de la suspensión de los art.
47.1.d y 86.2, y mantenimiento de la
suspensión del art. 29.3 y del art.148.2,
este último en los términos expresados
en el FJ 8 del Auto de 29 de octubre de
2003 (BOE de 18 de noviembre).

—Ley 31/2002, de 30 de diciembre, de
medidas fiscales y administrativas.

Conflicto en defensa de la autonomía lo-
cal 3540/2003, promovido por diversos
ayuntamientos, contra el art. 79 (BOE
de 26 de noviembre).

—Ley 29/2002, de 30 de diciembre, pri-
mera Ley del Código civil de Cataluña.

Recurso de inconstitucionalidad 2099/
2003, promovido por el presidente del
Gobierno. Suspensión de los artículos
por invocación del art. 161.2 CE (BOE
de 3 de junio). Levantamiento de la sus-
pensión de todos los artículos recurridos
y del art. 11.4 en los términos expues-
tos en el FJ 4 del Auto de 29 de octubre
de 2003 (BOE de 1 de noviembre).

—Ley 16/2002, de 28 de junio, de pro-
tección contra la contaminación acústica.

Recurso de inconstitucionalidad 5762/
2002, promovido por el presidente del
Gobierno, en relación con el art. 12.4,
segundo inciso y 38.2. Levantamien-
to de la suspensión acordada por Auto
de 6 de marzo (BOE de 17 de marzo).

—Ley 5/1994, de 4 de mayo, de regula-
ción de los servicios de prevención y ex-

tinción de incendios y salvamentos de
Cataluña.

Cuestiones de inconstitucionalidad 4332
y 4567/2003, en relación con el art. 59.c
(BOE de 29 de julio y 1 de octubre).

—Ley 1/1991, de 27 de febrero, regula-
dora del régimen sancionador en mate-
ria de juego.

Cuestión de inconstitucionalidad 3228/
2001, en relación con los art. 3.c y 5
(BOE de 7 de abril).

—Decreto 156/2003, de 10 de junio,
de regulación de las oficinas de la Gene-
ralidad de Cataluña en el exterior.

Conflicto positivo de competencias
promovido por el Gobierno, en rela-
ción con los art. 3.1.c y 5.3. Suspen-
sión de su vigencia por invocación 
del art. 161.2 CE (BOE de 1 de no-
viembre).

Extremadura

—Ley 11/2002, de 12 de diciembre, de
colegios y consejos de colegios profesio-
nales de Extremadura.

Recurso de inconstitucionalidad 1174/
2003, promovido por el presidente del
Gobierno, contra un inciso del art.17.1
(BOE de 17 de mayo).

—Ley 8/2002, de 14 de noviembre, de
reforma fiscal de la Comunidad Autó-
noma de Extremadura.

Recurso de inconstitucionalidad 1505/
2003, promovido por el presidente del
Gobierno, contra determinados precep-
tos (BOE de 23 de abril).
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—Ley 3/2002, de 9 de mayo, de co-
mercio de la Comunidad Autónoma de
Extremadura.

Auto de 28 de enero, por el que se le-
vanta la suspensión del art. 41.3.b
provocada por la admisión a trámite
del Recurso de inconstitucionalidad
4842/2002, promovido por el presi-
dente del Gobierno (BOE de 12 de fe-
brero).

—Ley 2/2002, de 25 de abril, de pro-
tección de la calidad del suministro eléc-
trico en Extremadura.

Auto de 14 de enero, por el que se le-
vanta la suspensión de los art. 2, 7.3 
y 9.5 provocada por la admisión a trá-
mite del Recurso de inconstitucio-
nalidad 4573/2002 (BOE de 28 de
enero).

Galicia

— Ley 4/1995, de 24 de mayo, del de-
recho civil de Galicia.

Cuestión de inconstitucionalidad 311/
2003, en relación con el art. 123.3 (BOE
de 7 de abril).

Islas Baleares

—Ley 9/2000, de 27 de octubre, de
modificación de la Ley 12/1999 de me-
didas tributarias, administrativas y de
función pública y económicas.

Conflicto en defensa de la autonomía lo-
cal 3640/2001, planteado por dieciséis
municipios de la Comunidad Autóno-
ma de las Islas Baleares, contra el artícu-
lo único (BOE de 7 de abril).

—Ley 9/1997, de 22 de diciembre, de
medidas tributarias y administrativas.

Cuestión de inconstitucionalidad 5810/
2001, en relación con el art. 11.1, 3 y 4.
(BOE de 12 de febrero).

—Ley 8/1986, de 26 de noviembre,
electoral de la Comunidad Autónoma.

Recurso de inconstitucionalidad 5536/
2002, promovido por el presidente del
Gobierno, contra el art. 16.4, en la redac-
ción dada por el art. 1 de la Ley 6/2002,
de 21 de junio (BOE de 28 de enero).

Navarra

Ley foral 11/2003, de 7 de marzo, de
ayudas extraordinarias a las pensiones
de viudedad.

Recurso de inconstitucionalidad 3895/
2003, promovido por el presidente del
Gobierno (BOE de 29 de julio). Suspen-
sión de su vigencia por invocación del 
artículo 161.2 CE. Levantamiento de la
suspensión acordada por Auto de 16 de
diciembre (BOE de 31 de diciembre).

—Ley foral 6/2000, de 3 de junio, para
la igualdad jurídica de las parejas de 
hecho.

Cuestión de inconstitucionalidad 228/
2003, en relación con el art. 2.3 (BOE
de 7 de abril).

—Ley foral 21/1998, de 30 de diciem-
bre, de presupuestos generales de Nava-
rra para el ejercicio 1999.

Cuestión de inconstitucionalidad 3590/
2002, en relación con la disposición adi-
cional primera (BOE de 15 de julio).
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País Vasco

—Ley 3/1991, de cajas de ahorro de la
Comunidad Autónoma del País Vasco.

Recurso de inconstitucionalidad 5120/
2003, promovido por más de cincuenta
diputados del Grupo Parlamentario So-
cialista, contra determinados preceptos,
en la redacción dada por la Ley 3/2003,
de 7 de mayo (BOE de 1 de octubre).

Recurso de inconstitucionalidad 5119/
2003, promovido por más de cincuen-
ta diputados del Grupo Parlamenta-
rio Popular, contra determinados ar-
tículos, en la redacción dada por la 
Ley 3/2003, de 7 de mayo (BOE de 1
de octubre).

—Ley 2/2003, de 7 de mayo, regulado-
ra de las parejas de hecho.

Recurso de inconstitucionalidad 5174/
2003, promovido por el presidente del
Gobierno, contra el art. 8 (BOE de 
20 de agosto). Suspensión de los pre-
ceptos impugnados por invocación del
art. 161.2 CE. Mantenimiento de la
suspensión acordada por Auto de 18 de
diciembre (BOE de 31 de diciembre).

—Ley 5/2002, de 4 de octubre, de se-
gunda modificación de la Ley regulado-
ra del Plan general de carreteras del País
Vasco.

Recurso de inconstitucionalidad 247/
2003, promovido por el presidente del
Gobierno (BOE de 12 de febrero).

—Ley 3/1997, de 25 de abril, del Parla-
mento Vasco, sobre participación de la
comunidad en las plusvalías generadas
por la acción urbanística.

Cuestiones de inconstitucionalidad 4707
y 4675/2001, en relación con el artículo
único, apartado primero (BOE de 12 de
febrero y 15 de julio).

—Ley 17/1994, de 30 de junio, sobre
medidas urgentes en materia de vivien-
da y de tramitación de los instrumentos
de planeamiento y gestión urbanística.

Cuestión de inconstitucionalidad 4920/
2002, en relación con el art. 11.a (BOE
de 1 de julio de 2003).

Principado de Asturias

—Ley 15/2002, de 27 de diciembre, de
medidas presupuestarias, administrati-
vas y fiscales.

Recurso de inconstitucionalidad 1819/
2003, promovido por el presidente del
Gobierno, contra determinados precep-
tos (BOE de 23 de abril).

—Ley 1/1992, de 2 de julio, del Ser-
vicio de la Salud del Principado de Astu-
rias, modificada por la Ley 14/2001, de
28 de diciembre, de medidas presupues-
tarias, administrativas y fiscales.

Cuestión de inconstitucionalidad 5633/
2002, en relación con el art. 15.2.1
(BOE de 15 de julio).
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Valoración

Durante el año 2003, los procesos competencia del Pleno admitidos a trámite
han experimentado un descenso significativo respecto al año anterior (de 151 pro-
cesos admitidos en el año 2002 se ha pasado a 117). Aunque el creciente retraso en
los asuntos de Pleno también puede estar afectando a las admisiones a trámite, este
descenso se debe principalmente a una disminución de los recursos de inconstitu-
cionalidad (se han admitido 34 frente a los 67 del año anterior). En cambio, el nú-
mero de cuestiones de inconstitucionalidad se ha mantenido en cotas similares (64
frente a 72). En el caso de los conflictos positivos de competencia cabe destacar, en
cambio, un aumento de prácticamente el 100 % en las admisiones a trámite (se ha
pasado de 11 a 20).

Al igual que en años anteriores, debe tenerse en cuenta que en algunos casos son
muchos los procesos iniciados contra una misma ley. Así, destaca la presentación 
de varios recursos de inconstitucionalidad contra la Ley de calidad de la educación o
la Ley de medidas de reforma del sistema financiero, así como la presentación de múl-
tiples cuestiones de inconstitucionalidad contra el llamado Decretazo, que ya fue
objeto de impugnación el año anterior. Otro dato del año 2003 que cabe destacar es
la admisión a trámite de dos nuevos conflictos en defensa de la autonomía local: el
presentado por varios municipios catalanes contra la norma que posibilita la ges-
tión privada de la futura línea 9 del metro de Barcelona, y el planteado por diversos
municipios baleares contra una regulación autonómica relativa a la ejecución de ac-
tividades de interés supramunicipal en materia de residuos.

Por lo que se refiere a la litigiosidad territorial, es decir, al número de conflictos
positivos de competencia y recursos de inconstitucionalidad de naturaleza compe-
tencial admitidos a trámite, cabe destacar que, como es habitual, el número de pro-
cesos iniciados por las comunidades autónomas es sensiblemente superior al inicia-
do por el Gobierno de la nación o su presidente. También, al igual que en años
anteriores, la mayor conflictividad se da entre Cataluña y el Estado (que se han en-
frentado en diecinueve nuevos procesos). A bastante distancia le sigue la conflictivi-
dad entre el Estado y las comunidades autónomas gobernadas por el Partido Socia-
lista. Así, ambas instancias políticas se han enfrentado en trece nuevos asuntos en el
caso de Andalucía, en siete en el caso de Castilla-La Mancha, en cinco en el de Ex-
tremadura y en una ocasión en el de Asturias. Por último, y prueba de los déficit 
en la legitimación de las minorías parlamentarias autonómicas para recurrir leyes 
de las propias comunidades autónomas, destaca la admisión a trámite de dos recur-
sos de inconstitucionalidad planteados por diputados del Partido Popular y del Par-
tido Socialista contra la reforma de la Ley de cajas de ahorro del País Vasco.

Entrando en el contenido de las principales normas objeto de recurso, destaca
la impugnación de la Ley de calidad de la educación por parte de siete comunidades
autónomas, de los diversos reales decretos de regulación de la educación preescolar,
primaria y secundaria (impugnados por parte del Gobierno catalán), de la Ley de
medidas de reforma del sistema financiero (también impugnada por varias comuni-
dades autónomas), así como de no pocas certificaciones y resoluciones de organis-
mos estatales en materia de medio ambiente. Por su relevancia, también debe des-
tacarse la admisión a trámite de varias cuestiones de inconstitucionalidad contra la
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regulación de la acción de impugnación de la paternidad contenida en el Código
civil (art. 136.1), contra el régimen de entrada en el domicilio introducido por la
nueva Ley de enjuiciamiento civil para poder llevar a cabo diligencias judiciales
(art. 261.2), contra el procedimiento por movilidad geográfica y modificaciones
sustanciales en las condiciones de trabajo previsto en la Ley de procedimiento la-
boral (art. 138.6), y contra algunos aspectos de los recargos de mora y de apremio,
de la prestación por desempleo y la protección de los trabajadores emigrantes pre-
vistos en la Ley general de la Seguridad Social (art. 28, 219.2 y disposición adicio-
nal séptima).

Por lo que se refiere a las normas autonómicas, destaca la impugnación de la
Ley foral navarra de ayudas extraordinarias a las pensiones de viudedad, de la Ley
extremeña de protección de la calidad del suministro eléctrico, de las reformas in-
troducidas en Andalucía y el País Vasco en materia de cajas de ahorro, así como de
las leyes navarra y vasca de parejas de hecho.

Finalmente, en el caso concreto de Cataluña y más allá de la ya mencionada im-
pugnación de la Ley de calidad de la educación, de sus reglamentos de desarrollo, y
de la Ley de reforma del sistema financiero, cabe destacar la admisión a trámite de
impugnaciones de las instituciones catalanas contra la Ley 24/2003 de la viña y el
vino, contra algunos aspectos de la reforma de la Ley de tasas fiscales, y contra los pro-
cedimientos de acreditación del profesorado universitario por parte de la ANECA.
Por lo que respecta a las normas catalanas objeto de impugnación, cabe resaltar, por
su parte, la admisión a trámite de varios recursos de inconstitucionalidad plantea-
dos por el presidente del Gobierno contra determinados requisitos de constitución
de las mutualidades de previsión social previstos en la Ley del Parlamento de Cata-
luña 10/2003, contra algunos extremos de la Ley catalana de universidades, y con-
tra la primera Ley del Código civil de Cataluña. En la mayor parte de los casos, al
igual que en el conflicto de competencias planteado por el Gobierno estatal con-
tra la regulación de las oficinas de la Generalidad en el exterior, la invocación del
art. 161.2 CE ha provocado la suspensión automática de las normas impugnadas.
Cabe señalar, sin embargo, que el Tribunal Constitucional ha levantado parcial-
mente dicha suspensión en el caso de la Ley de universidades y en la Ley primera del
Código civil de Cataluña. Por último, y por lo que se refiere a las leyes catalanas,
también cabe destacar la admisión a trámite de varias cuestiones de inconstitucio-
nalidad contra las aportaciones obligatorias de las diputaciones provinciales para fi-
nanciar los servicios de prevención y extinción de incendios, y contra algunas de las
infracciones previstas en la Ley del juego. Asimismo, y como ya se ha mencionado
anteriormente, cabe señalar que durante el año 2003 se ha admitido a trámite el
primer conflicto en defensa de la autonomía local promovido por municipios cata-
lanes, concretamente contra la posible gestión privada de la futura línea 9 del metro
de Barcelona prevista en la Ley de acompañamiento a los presupuestos de la Gene-
ralidad del año 2002.
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